N* 49 - TOMO 332 5 DE SETIEMBRE DE 1990 


REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


PRIMER PERIODO ORDINARIO DE LA XLMI LEGISLATURA 


48* SESION ORDINARIA 


PRESIDEN LOS DOCTORES GONZALO AGUIRRE RAMIREZ Y WALTER SANTORO 
(Presidente) (Primer Vicepresidente) 


ACTUAN EN SECRETARIA EL TITULAR DOCTOR JUAN HARAN URIOSTE Y LOS 
PROSECRETARIOS SEÑORES DARDO ORTIZ ALONSO Y GUILLERMO FACELLO 


SUMARIO 
ágina Páginas 
1) Texto de la citación ...o.cononcononsonoronsrnorionorsorornoss . 252 Nacional de Puertos y a la Mesa Representati- 
va del PIT-CNT. 
1 AAA 25 
6) Doctor Salvador Allende. Su funeral .............. . 255 
3) Asuntos entrados ...omioorormsmessossonosicnsionocncincosa - 253 
Manifestaciones del señor senador Viera. 
4) Inasistencia de los señores senadores a las sesio- 
nes del Senado y a las distintas Comisiones del - Se resuelve remitir la versión taquigráfica al 
Cuerpo. (Artículo 50 del Reglamento) ............ . 253 Ministerio de Relaciones Exteñares: 
i Pa 2 Cuenta de lA momia cOnESpOn: 7) Manual de Derecho Jubilatorio y Pensionario . 256 
5) Puerto de Montevideo. Problemas que padece . 254 - Manifestaciones del señor senador Cassina con 
respecto a esta obra del doctor Hugo de los 
- Manifestaciones del señor senador Arana. Campos. 


Se resuelve remitir la versión taquigráfica a los Se resuelve remitir la versión taquigráfica a la 
Ministerios de Economía y Finanzas, de Trans- Comisión de Previsión Social de la Cámara de 
porte y Obras Públicas, a la Administración Representantes. 


252 -C.S. 


$) Banco de Seguros del Estado. Sucursal en la 
ciudad de Bella UnióN ...occcioonononocanooneneneraracnonos . 2517 


- Manifestaciones del señor senador Pérez. 


- Se resuelve remitir la versión taquigráfica al 
Directorio del Banco de Seguros del Estado. 


9) Industria de la Construcción. Su situación ac- 
MAD cuco rosin ono dooninaco so doacnoirraco ne iron A 


- Manifestaciones del señor senador Pérez. : 


- Se resuelve remitir la versión taquigráfica a los 
Minisicrios de Economía y Finanzas, Trans- 
porte y Obras Públicas y de Trabajo y Seguri- 
dad Social y al Directorio del Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay. 


10) Hospital de la localidad de Castillos. Proyecta- 
do cierre de su sala quirúrgica ...ooiccresmesnoronoo . 258 


CAMARA DE SENADORES 


1) TEXTO DE LA CIFTACION 
“Montevideo, 4 de setiembre de 1990, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naría mañana miércoles 5, a la hora 16, a fin de informarse de 
los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 
de ley: 


1% Por el que se modifican varios artículos del Código 
Aeronáutico. 


(Carp. N* 248/90 - Rep. N* 100/90) 


2%) Por el que se crean los Bancos de Inversión y se dan 
normas para su funcionamiento, 


(Carp. N* 835/87 - Rep. N* 102/90) 


3%) Por el que se amplía el plazo de que dispone la Comi- 
sión Nacional de Actualización del Código Civil para 
el cumplimiento de sus fines. 


(Carp. N* 1378/89 - Rep. N* 108/90) 


4%) Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación en 
Materia de Seguridad Social entre la República 
Oriental del Uruguay y los Estados Unidos Mexica- 
nos, 


(Carp. N* 250/90 - Rep. N* 109/90) 
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- Manifestaciones del señor senador Zumarán. 


- Se resuelve remitir la versión taquigráfica al 
Ministerio de Salud Pública. 


11) Código Aeronáutico. Modificación de varios ar- 
tículoS ...oonoconossos»» O O . 259 


- En consideración. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


12) Bancos de Inversión. Se crean y se reglamenta 


su funcionamiento ......cccuconconnocionencononnoronconarons . 267 


A 


- En consideración. 
- Manifestaciones de varios señores senadores. 
- Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


13) Se levanta la sesión .....ooconomescoroncanonccncanccnacanosoos . 298 


5% Discusión particular del proyccto de resolución por cl 
que se crea el Grupo Parlamentario Uruguayo ante la 
Unión Interparlamentaria y el Parlamento Latinoame- 
ricano. 


(Carp. N* 268/90 - Rep. N* 94/90) 


6% Informes de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionados con los Mensajes del Poder Ejecutivo 
por los que solicita venia para destituir de sus 
cargos a: 


una funcionaria del Ministerio de Economía y Finanzas - 
Dirección de Loterías y Quinielas. (Plazo constitucional 
vence el 30 de octubre de 1990). 


(Carp. N* 255/90 - Rep. N* 98/90) 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura - 
Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación. 
(Plazo constitucional vence cl 11 de noviembre de 1990), 


(Carp. N* 264/90 - Rep. N? 97/90) 
LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Abreu, Arana, Araújo, 
Batalla, Belvisi, Blanco, Brause, Cadenas Boix, Cassina, 
Cid, Cigliuti, de la Sierra, de Posadas Montero, González 
Modernell, Irurtia, Jude, Korzeniak, Millor, Pereyra, Pé- 
rez, Raffo, Ricaldoni, Silveira Zavala, Singlet, Urioste, 
Viera y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Astori y 
Bruera; con aviso, el señor senador Gargano; sin aviso, cl 
señor senador Bouza. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 2 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados, 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 5 de setiembre de 1990. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias notas 
del Tribunal de Cuentas de la República por las que comunica 
las observaciones interpuestas a los siguientes expedientes: 


Del Ministerio de Salud Pública: relacionadas con Lici- 
tación Restringida N* 243/89 para la contratación de un 
camión tipo Furgón, con el Concurso de Precios N* 239/89 
a favor de las firmas NICOSA Ltda, y ANTONIO MUSTO 
DI VITA y con el Concurso de Precios N* 4267/90 para la 
contratación de una empresa de limpieza. 


Del Ministerio de Economía y Finanzas: relacionadas 
con liquidación de horas extras y con varias contrataciones 
en régimen de arrendamiento de obra. 


Del Ministerio de Educación y Cultura: relacionada con 
pago a la Empresa Ricardi Americana. 


De la Intendencia Municipal de Montevideo: relaciona- 
da con el contrato N* 1208 “Pavimentación con hormigón 
reforzado de la calle Hipólito Irigoyen entre Av. Italia y 
Camino Carrasco-Saneamiento en la Cuenca del Arroyo 
Malvín Curso Medio-Obras Parciales”, 


Del Banco de Seguros del Estado: relacionado con cl 
Estado de Situación Patrimonial al 31 de diciembre de 
1988. 


Del Ministerio de Industria y Energía: relacionado con 
pago de horas extras. 


Del Instituto Nacional del Menor; relacionada con la 
contratación directa en régimen de arrendamiento de obra 
de una contadora. 


De la Administración Nacional de las Obras Sanitarias 
del Estado: relacionada con la Licitación Pública Interna- 
cional N* 1958/3M para la ampliación y rehabilitación de 
la planta de potabilización de aguas corrientes. 


Del Banco Hipotecario del Uruguay: relacionada con la 
contratación de un Ayudante Administrativo y contrata- 
ción de un peón, 


De la Administración Nacional de Usinas y Trasmisio- 
nes Eléctricas: relacionada con el pedido de precios 
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N? 020/88 para la adquisición de repuestos para los oscilo- 
perturbógrafos. 


-A las Comisiones de Constitución y Legislación y de Ha- 
cienda, 


La Suprema Corte de Justicia remite Mensaje por el que 
comunica que ha dictado sentencia en autos caratulados 
“GOBIERNO Y ADMINISTRACION DEL DEPARTAMEN- 
TO DE MONTEVIDEO C/C.A.S.M.U. Y OTRAS. Inconstitu- 
cionalidad (vía de acción)”. 


-Téngase presente, 


La Suprema Corte de Justicia remite varias notas comuni- 
cando las resoluciones adoptadas por las que cfectúa varias 


. trasposiciones de rubros y disponiendo el pago de haberes 


devengados a una funcionaria reintegrada. 
-Ténganse presente. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite la informa- 
ción solicitada por el señor senador Manuel M. Singlet, refe- 
rente a la exportación de pescado a la República Federal de 
Alemania, por vía aérca. 


-A disposición del señor senador Manuel Singlet. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca remite la 
información solicitada por el señor senador Jaime Pérez rela- 
cionada con el destino y repercusión en el mercado nacional 
del maíz y el sorgo provenientes de los Estados Unidos de 
América, 


-A disposición del señor senador Jaime Pérez. 


La Cámara de Representantes remite una exposición escri- 
ta presentada por el señor representante don Carlos Pita, para 
que se dé curso a la Comisión de Asuntos Internacionales, 
relacionada con la situación en el Goifo Pérsico. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales”. 


4) INASISTENCIA DE LOS SEÑORES SENADORES A 
LAS SESIONES DEL SENADO Y A LAS DISTINTAS 
COMISIONES DEL CUERPO. (Artículo 50 del Regla- 
mento). 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta, de acuerdo con lo 
estipulado en el artículo 50 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, de la nómina de inasistentes a las sesiones del 
Senado y a las distintas Comisiones. 


(Se da de las siguientes:) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 50 del 
Reglamento, la Mesa da cuenta que a la sesión del Senado del 
día de ayer, faltó con aviso el señor senador Reinaldo Garga- 
no. 
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A la sesión de la Comisión de Presupuesto integrada con la 
Comisión de Hacienda del día 28 de agosto, faltaron con aviso 
los señores senadores Alberto Brause y Federico Bouza”. 


5) PUERTO DE MONTEVIDEO. Problemas que padece. 
SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a la hora previa. 
Tiene la palabra el señor senador Arana. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: se ha dicho que la 
actividad económica del país puede medirse a través de su 
puerto, por su capacidad de movimiento de cargas y por su 
funcionamiento. 


Nuestro principal puerto maneja 1:300.000 toneladas 
anuales, reflejo de importaciones y exportaciones, 


Conviene tener en cuenta que se trata de un puerto de 
recalada y no de terminal de líneas, lo que incide negativa- 
mente sobre sus costos de funcionamiento, Á pesar de ello, 
estamos totalmente convencidos de que la búsqueda de una 
mayor eficiencia en lo que tiene que ver con el funcionamien- 
to y con el mayor aprovechamiento de su capacidad, debe scr 
un norte insoslayable en cualquier política económica. 


Por lo expuesto, deseamos señalar que nos preocupan al- 
gunos hechos que, si bien datan de algunos años atrás, pueden 
estar condicionando la realidad actual e incidiendo en la dis- 
posición de ánimo con que administradores, políticos y ciuda- 
danos juzgan al Ente portuario. 


Se nos ha informado que en tiempos de la dictadura se 
efectuaron inversiones que han endeudado al Ente en 
U$S 40:000.000, Esta deuda, en su mayoría, se originó en ad- 
quisiciones improductivas que minan la capacidad operativa 
del puerto. 


En primer lugar, descaría consignar que se efectuaron 
compras de grias españolas y al poco tiempo -pucde decirse 
que cuando terminaron de instalarse- cerró la fábrica que las 
elaboraba, por lo que nos quedamos sin suministro de repues- 
tos, teniendo que hacer toda suerte de canibalismo mecánico 
para mantenerlas en funcionamiento. 


En segundo término, quisicra señalar que la compra del 
remolcador llamado “El Gaucho”, de excesiva potencia y no 
acorde con nuestras necesidades, insumió la suma de 
U$S 5:000.000. 


En tercer lugar, se efectuó la compra de una draga de 
U$S 12:000.000, muy sofisticada y de elevado costo de man- 
tenimiento, mientras que la “Sección Dragado” tiene su flota 
paralizada desde hace aproximadamente un año, por desper- 
fectos. Asimismo, es dable señalar que hace muchos años que 
no se dragan los muelles, por lo que los barcos corren ricsgo 
de varar y no poder desamarrar hasta tanto suba el nivel del 
agua. 
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Por otra parte, en los años 1985 y 1986, se efectuaron 
dragados del canal y un espejo de agua, con el fin de hacer las 
transferencias de granos en nuestro puerto a barcos de gran 
calado, a través de un transbordador de granos que se arrendó. 
Esta operación jamás se realizó, y en ella se invirtieron entre 
U$S 10:000.000 y U$S 12:000,000, sin obtener ningún resul- 
tado. El transbordador se devolvió, la operación no se llevó a 
cabo y el puerto perdió dicha suma de dinero. También debe- 
mos decir que esta operación se sigue haciendo en la Zona 
Alfa, aguas afuera, frente 2 nuestras costas, y la administran 
los argentinos. 


A todo ello, podemos agregar la no realización, por parte 
nuestra, de la obra del Paso Almirón, que están efectuando los 
argentinos en nuestras propias aguas, con la extracción de 
valioso canto rodado, trasladándolo a la vecina orilla. 


Por otra parte, se invirtieron U$S 16:000.000 en la cons- 
trucción de la playa de contenedores, en la que el Gobierno de 
la época había comprometido dividir dicha suma en partes 
iguales con Rentas Generales, cosa que nunca sucedió. Al 
poco tiempo, esta obra comenzó a mostrar defectos, y hoy se 
están reparando verdaderos cráteres que se producen por defi- 
ciencias de construcción. 


Además se compró una grúa flotante en USS 9:000.000 y 
tiene un presupuesto anual de U$S 700.000. A raíz de que 
nuestro puerto no maneja bultos de gran peso y volumen, la 
operatividad de dicha grúa es casi nula. 


Por otro lado, se instalaron 6 grúas alemanas en un muelle, 
donde no pueden dar el giro completo. Parece mentira, señor 
Presidente, que no se tengan suficientemente calculadas las 
Operaciones correspondientes como para llevar a cabo el giro 
necesario para el que están programadas, ya que la pluma toca 
los depósitos existentes, lo que rebaja su capacidad operativa. 


Además, en el período pasado se ejecutó el pago de 
U$S 3:000.000, a la Consultora extranjera “ITECSA”, la que 
recomendó una reorganización semejante a la existente en 
puertos europeos como el de Rotterdam, donde la composi- 
ción de las cargas, la densidad y frecuencia del tráfico y las 
interrelaciones con los tipos europeos de tráfico terrestre, son 
radicalmente distintos a los nuestros, como es de suponcr, 


Analizando los resultados del Ente del año 1989, nos en- 
contramos con que la ejecución de las inversiones dista mu- 
cho de ser la necesaria para revertir este estado de cosas. 


En efecto, mientras lo presupuestado era casi nuevos 
pesos 6.000:000,000, sólo se ejecutaron inversiones por nue- 
vos pesos 430:000.000, 


Otro hecho llamativo es que el Ente arroja un superávit 
operativo de N$ 4,913:000.000 que, como consecuencia del 
endeudamiento generado en la forma antes mencionada, se 
transforma en un déficit de N$ 11.570:000.000, 


Nos preguntamos, pues, señor Presidente, cuál es el estado 
actual de estos problemas; si han sido asumidos como tales 
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por tas autoridades de la Administración Nacional de Puertos, 
es decir, por quienes seguramente los han heredado. Confia- 
mos que se habrán puesto en marcha los correctivos para 
superarlos. 


Nos parece oportuno llamar la atención sobre esto, en 
momentos en que el Parlamento acaba de designar nuevas 
autoridades, así como iniciar un muy necesario debate acerca 
de la eficiencia del Ente portuario, vinculando a ello su desti- 
no en el área estatal y privada. 


Por lo expuesto, señor Presidente, solicito que la versión 
taquigráfica de mis palabras pase al Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, al Ministerio de Economía y Finanzas, a la 
Administración Nacional de Puertos y a la Mesa Representali- 
va del PIT-CNT. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor senador Arana. 


(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 
6) DOCTOR SALVADOR ALLENDE. Su funeral. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Viera. 


SEÑOR VIERA. - Señor Presidente: estimamos que el Se- 
nado no puede ser indiferente a un acontecimiento latinoame- 
ricano que ha ocurrido no hace muchas horas. 


En la hermana nación chilena, las fuerzas democráticas 
han podido realizar los funerales de un gran patriota, Salvador 
Allende, a los 17 años de su infausta desaparición; funeral que 
no pudo efectuarse durante la dictadura del General Pinochet, 


La elección de la fecha no es casual. Un 4 de octubre, 
Salvador Allende fuc ungido Presidente por la voluntad mayo- 
ritaria del pueblo chileno, pero el camino de la democracia 
fue tronchado. Por cierto, no fue el primer caso que ocurre en 
América Latina. Pero la singularidad del acontecimiento con- 
siste en que prácticamente en Chile, con el triunfo de la Uni- 
dad Popular, comenzaba una experiencia inédita: en forma pa- 
cífica, la transformación de las estructuras y el avance hacia 
una nueva sociedad, el socialismo. 


Sin embargo, la conspiración externa e interna, tronchó 
esa experiencia. Poderosos fueron los intereses que se conju- 
garon para aplastar la democracia y sumir a la nación chilena 
en un oscuro camino. Y recordamos estos hechos no sólo por 
razones de principio y hermandad latinoamericana, sino por- 
que también la tragedia uruguaya fue contemporánea de aque- 
lla que enlutó a Chile, 


No son estos pocos minutos la ocasión para hacer el análi- 
sis de aquellos acontecimientos. Ante todo, he pedido la pala- 
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bra para evocar en el seno de este Cuerpo el episodio dramáti- 
co de la desaparición de Allende, y rendirle un homenaje, 
porque lo que ocurrió cn el Palacio de la Moneda en aquella 
mañana del 11 de setiembre, en medio de las balas, del vuelo 
en picada de los aviones de los golpistas y de las bombas, fue 
por contraste una de las páginas más conmovedoras de la 
grandeza humana. 


No mucho antes Allende había dicho: “Yo no tengo pasta 
de apóstol ni tengo pasta de Mesías. No tengo condiciones de 
mártir. Soy un luchador social que cumple una tarea, la tarea 
que el pueblo me ha dado. Pero que lo entiendan aquellos que 
quieren retrotraer la historia y desconocer a la voluntad mayo- 
ritaria de Chile: sin tener came de mártir no daré un paso 
atrás. Sólo acribillándome a balazos podrán impedir la volun- 
tad, que es hacer cumplir el programa del pueblo”. 


Allende no tembió. Rechazó el ultimátum como también 
el avión que los golpistas le ofrecían para poder huir. El esta- 
ba en su puesto para cumplir sus deberes ante su pueblo y ante 
ta nación. Es más, diría, ante Latinoamérica. Con una inmen- 
sa fe en la causa de la democracia y la justicia social, con una 
gran confianza en que la fuerza al fin tiene que dar paso a la 
razón, cuando ésta está cimentada en el sacrificio y en la 
lucha del pucblo, Allende dio su mensaje, portando, todavía, 
el arma que no dejó de esgrimir hasta que expiró: “Trabajado- 
res de mi patria: tengo fe en Chile y su destino. Superarán 
otros hombres este momento gris y amargo donde la traición 
pretende imponerse”. 


Y agregó: “Sigan ustedes sabiendo que, mucho más tem- 
prano que tarde, se abrirán las grandes alamedas por donde 
pase el hombre libre para construir una sociedad mejor. Estas 
son mis últimas palabras, teniendo la certeza de que ese sacri- 
ficio no será en vano. Tengo la certeza de que, por lo menos, 
habrá una sanción moral que castigará la felonía, la cobardía y 
la traición”. 


Este mensaje ha sido recordado en todos estos años. Ahora 
estas alamedas se están abriendo en la reconstrucción demo- 
crática de Chile, aunque aún se lucha por una democracia más 
plena. 


Sin distinción de partidos, todos los demócratas de Chile 
le rindieron un homenaje que queremos hacer nuestro; home- 
naje a la dignidad y al coraje, como él decía, de los que osan 
repensar al mundo como un proyecto al servicio del hombre, 
Y homenaje, también, que debemos extenderlo a todas las 
víctimas de estos trágicos años, a todos los patriotas que han 
aparecido en las fosas clandestinas recientemente halladas, 
porque estamos evocando, sin rencores pero con sentido de 
justicia, a todas las víctimas de nuestra propia lucha democrá- 
tica, 


A través de nuestra exposición, en realidad, estamos apos- 
tando por la democracia chilena y, por etlo, solicitamos que la 
versión taquigráfica de nuestras palabras pase al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, 
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(Ocupa la Presidencia el señor senador Santoro) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por 
el señor senador Viera. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 


7) MANUAL DE DERECHO JUBILATORIO Y PEN- 
SIONARIO 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: cuando me anoté 
para hacer uso de la palabra en la hora previa, tenía el propó- 
sito de referirme, como habitualmente hacemos los miembros 
del Cuerpo, a temas que preocupan a sectores de nucstra so- 
ciedad y, en este caso, se refería a la situación de algunos 
funcionarios de Educación Primaria, a la que aludiré en el 
iranscurso de la semana próxima. 


En el ínterin, recibí un libro que no puedo menos que 
comentar en el Senado aunque, en cierto modo, me compren- 
den las generales de la ley, porque fue escrito por un amigo 
entrañable y constituye -crco yo- un verdadero acontecimiento 
editorial en un país donde no hay, prácticamente, bibliografía 
en materia de nuestro régimen jurídico de seguridad social, 
más concretamente, de previsión social. 


El doctor Hugo de los Campos -seguramente, el mayor 
especialista que el país tiene en materia de seguridad social en 
este momento- acaba de publicar un libro editado por la Fun- 
dación de Cultura Universitaria, titulado “Manual de Derecho 
Jubilatorio y Pensionario”. 


Creo que esto constituye realmente un acontecimiento edi- 
torial porque nuestro país -a pesar de que ha legislado tanto, 
profusa, a veces contradictoriamente, en forma casi ininte- 
rrumpida en materia de Seguridad Social, más específicamen- 
te de Previsión Social desde la primera década de este siglo- 
no cuenta, al respecto, con una bibliografía, al punto de que el 
régimen jurídico de la Seguridad Social se ha transformado en 
una materia esotérica que ni siquiera los abogados domina- 
mos, pues egresamos de la Facultad de Derecho sin tener co- 
nocimientos del tema. 


En ese sentido, el doctor de los Campos ha emprendido un 
sostenido esfuerzo, ya que desde hace unos años viene publi- 
cando algunas obras de la materia. Sin embargo, este manual 
nos acerca a todos -inctuso al público, a los propios adminis- 
trados- a la posibilidad de conocer un derecho tan fundamen- 
tal que la Declaración Universal de los Derechos del Hombre 
de las Naciones Unidas -y señalo que nuestro país fue uno de 
los primeros en suscribirla- en su artículo 1? expresa que toda 
persona, como micmbro de la sociedad, tiene derecho a la 
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Seguridad Social y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y 
la cooperación internacional, habida cuenta de la organización 
y de los recursos de cada Estado, la satisfacción de los dere- 
chos económicos, sociales y culturales indispensables a su 
dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 


El doctor de los Campos comienza con este texto una 
compilación, es decir, un texto ordenado de normas básicas en 
materia de Previsión Social, con el que culmina su obra. Ella 
abarca, además, las materias referidas a todos los organismos 
de Previsión Social de nuestro país, tanto estatales como pa- 
racstatales, organizándolas en distintos capítulos que refieren 
a los órganos de gestión, a las inclusiones, exclusiones, al 
ámbito de aplicación del régimen de las pasividades, al 
cómputo, bonificación y acumulación de servicios, a la prueba 
de éstos, a las diversas causales jubilatorias, de pensión a la 
vejez, a las causales pensionarias, al régimen de subsidio por 
fallecimiento, de determinación del sueldo básico, de los 
montos mínimos y máximos, a las asignaciones Jubilatorias y 
pensionarias, a la revaluación de las pasividades, a la cxtin- 
ción del derecho a la pasividad en circunstancias que impidan 
su goce y, finalmente, a todo el régimen de contribuciones al 
sistema. 


No me resisto a leer el prólogo de este libro redactado por 
el profesor doctor Américo Plá Rodríguez, porque ejemplifica 
e ilustra mucho mejor todo lo que yo pueda decir. Me refiero 
a lo que señalaba al principio de mi exposición, en el sentido 
de que la publicación de esta obra, el esfuerzo realizado para 
llevarla a cabo constituyen un verdadero acontecimiento edi- 
torial, Dice así: “Es casi un lugar común destacar la condición 
paradojal de la seguridad social que es la rama jurídica que 
afecta más vitalmente a cada uno de los seres humanos y que 
es la que menos se conoce y domina. Si eso es verdad en todo 
el ámbito de la seguridad social, ocurre con mucha mayor 
intensidad en el campo de las jubilaciones, que es el sector de 
esta disciplina más aplicado, que más preocupa a todos y el 
menos conocido, Suele atribuirse esa peculiar situación a la 
complejidad de las normas, a su constante variación, al carác- 
ter casuístico de muchas de las disposiciones, que hacen te- 
diosa y difícil su exposición. Pero acaso no se ha pensado cn 
el componente de responsabilidad que pueden tener los espe- 
cialistas que no han dedicado suficiente tiempo o empeño en 
sistematizar las normas, en clasificar su contenido, en exponer 
los distintos conceptos y mecanismos que se manejan en este 
ámbito con suficiente sencillez y en darle interés y amenidad 
a la exposición. Quizá una de las pocas excepciones que pode- 
mos citar en nuestro medio es el Dr. Hugo de los Campos que 
desde hace varios años viene cumpliendo una empeñosa labor 
de estudio, profundización y divulgación del derecho jubilato- 
rio. Ahora, con este nuevo libro, demuestra que ha cumplido 
la labor más difícil en la exposición de una disciplina: la 
elaboración de un manual. La sencillez, la facilidad y la clarj- 
dad que campean a lo largo de todas sus páginas son el fruto 
de un largo estudio, de una prolongada meditación, de un 
penoso y fecundo esfuerzo de sistematización. Ha cumplido la 
difícil tarea de hacer las cosas fáciles. El redactar un libro 
explicativo, al alcance de todos, que desarrolle ordenadamen- 
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te los distintos temas con objetividad, sin complicaciones, 
discusiones ni disgregaciones, sólo puede hacerlo quien domi- 
na profundamente una materia y se ha sometido a una disci- 
plina didáctica rigurosa. Y quien ha tenido la voluntad de 
dedicar largo tiempo al esfuerzo de poner sus conocimientos a 
disposición de todos. Cuando a Deveali se le realizó un home- 
naje del laboralismo hispanoamericano con motivo de sus 
ochenta años -en los que había cumplido una labor importantí- 
sima, jalonada con diversos libros de gran calidad y una por- 
tentosa labor en revistas jurídicas- tuvo el gesto inolvidable de 
agradecerlo, exponiendo no lo que había hecho sino los planes 
que tenía para el futuro. Y adelantó que él siempre había 
pensado culminar su carrera científica con la preparación de 
un manual, que cra la obra más difícil y más importante. De 
los Campos ha emprendido y realizado esa difícil obra mucho 
más joven; pero ya con las alforjas llenas de estudio, expe- 
riencia, meditación y reflexión. Esperamos que a partir de 
ahora, el derecho jubilatorio en nuestro país no siga siendo un 
capítulo ignorado. Deberemos agradecérselo todos al autor de 
este valioso esfuerzo cuyo magnífico resultado es, el libro que 
tenemos el honor de prologar”. 


Con verdadero regocijo espiritual, ya que se trata del es- 
fuerzo de un amigo e intelectual por lo que hace a la difusión 
del conocimiento de un tema complejo y que es tan necesario 
que sea conocido, como es el de nuestro ordenamiento en 
materia de Previsión Social, anuncio en este recinto, lugar de 
resonancia de la opinión pública, la publicación de esta obra 
del doctor de los Campos. Asimismo, expreso mi reconoci- 
miento al esfuerzo de un amigo entrañable. 


Solicito, señor Presidente, que la versión taquigráfica de 
mis palabras se envíe a la Comisión de Previsión Social de la 
Cámara de Representantes, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la solicitud del señor 
senador Cassina, en el sentido de que la versión taquigráfica 
de sus palabras se envíe a la Comisión de Previsión Social de 
la Cámara de Representantes, 


(Sc vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 


8) BANCO DE SEGUROS DEL ESTADO. Sucursal en la 
ciudad de Bella Unión, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Continuan- 
do con la hora previa, tiene la palabra el señor senador Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Señor Presidente: en primer lugar, quie- 
ro referirme a una inquietud que nos transmitieron trabajado- 
res de la ciudad de Bella Unión. Ellos nos manifestaron la 
necesidad de instalar, en ese lugar, una sucursal o agencia del 
Banco de Seguros. 


Cabe señalar que para hacer uso de los servicios prestados 
por dicho Banco, los interesados deben recorrer largas distan- 
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cias, en general, por malos caminos, Los que disponen de 
medios de transporte propio pueden hacerlo con menos difi- 
Cultades; sin embargo, ése no es el caso de los trabajadores y, 
mucho menos, de los rurales para quienes la cobertura que 
brinda el Banco, en caso de accidentes de trabajo es, muchas 
veces, la única protección con que cuentan. 


Además, existen antecedentes de una atención no adecua- 
da a las necesidades de dichos trabajadores en la sucursal 
departamental, lo que hace aún más grave la situación para 
quienes tienen poca protección y escasos recursos, en un me- 
dio difícil para aquellos que viven de su trabajo. 


De acuerdo con la información que poseemos, la política 
del Banco de Seguros es abrir sucursales en las capitalos de- 
partamentales y agencias en las otras ciudades. Este último 
sería el caso de Bella Unión. También tenemos conocimiento 
que el servicio de las agencias se encuentra en manos priva- 
das. En este sentido, aspiramos a que en el momento de la 
clección del particular que se haga cargo del servicio, se tenga 
en cuenta la función social que debe cumplir el Banco de 
Seguros del Estado al cubrir las necesidades de los trabajado- 
res. 


En consecuencia, solicito que la versión taquigráfica de 
mis palabras se envíc al Directorio del Banco de Seguros del 
Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por 
el señor senador Pérez en el sentido de que la versión taqui- 
gráfica de sus palabras se envíe al Directorio del Banco de 
Seguros del Estado. 


(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 


9) INDUSTRIA DE LA CONSTRUCCION. Su situación 
actual. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Para refe- 
rirse a otro tema, puede continuar el señor senador Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - En el día de hoy también nos queremos 
referir a la situación actual de la industria de la construcción. 
El deterioro de los niveles de actividad de dicha industria es 
creciente. Desde el 1% de abril hasta mediados de julio, no 
menos de tres mil trabajadores han sido enviados al Seguro de 
Paro, a nivel nacional. Esto es consecuencia del corte de re- 
cursos a organismos del Estado y de la suspensión, en el mes 
de mayo, de las adjudicaciones de 12 conjuntos habitaciona- 
les, que suman 1.066 viviendas, por sistema de acción directa 
y 33 conjuntos habitacionales, que ascienden a 1241, por otros 
sistemas. A lodo esto, también debemos sumar la suspensión 
del llamado a licitación, en el mes de julio, de 1494 viviendas 
más. 
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La situación reseñada nos permite hacer una proyección 
hasta fin de año, de la que surge que a esa fecha habrá más de 
10.000 trabajadores de ese sector desocupados. 


La industria de la construcción tiene un efecto multiplica- 
dor sobre la economía que afecta, no solamente a la industria 
en sí, sino también a otras actividades conexas con ella. En su 
conjunto, las más perjudicadas son empresas nacionales que, 
al contar con perspectivas ciertas de mercado, redimensiona- 
ron sus equipos para cubrir las necesidades previstas, que hoy 
son recortadas abruptamente. Este hecho las coloca en una 
grave situación financiera por las obligaciones asumidas, a lo 
que se suma una capacidad operativa ociosa, lo que configura 
dos clementos sumamente negativos para toda empresa. 


Por otra parte, los trabajadores, además de la desocupa- 
ción, se ven enfrentados a la pérdida del poder adquisitivo de 
sus salarios, teniendo a fines del mes pasado, un jornal de 
N$ 6.758. La pregunta que nos formulan los trabajadores y 
que transmito a quienes tienen la responsabilidad directa en 
este tema es la siguiente: ¿se puede vivir con N$ 7.000 dia- 
rios? Esta situación se agrava aún más si tenemos en cuenta 
que esta es una industria en donde el promedio mensual de 
jornadas trabajadas oscila entre los 18 y 19 días. 


Entendemos que los recursos para la vivienda deben ser 
efectivamente destinados para ese fin porque, obviamente, su 
falta nos brinda todos los días ejemplos dolorosos cuando 
observamos familias sin techo. Pero, además, el incremento 
de la construcción es una exigencia de la economía del país en 
su conjunto. 


Entendemos que el Banco Hipotecario del Uruguay debe 
adjudicar los proyectos suspendidos y llamar a licitación para 
otros nuevos, tal como estaba previsto, y el Poder Ejecutivo 
debe revisar inmediatamente los recortes presupuestales para 
la ejecución de obras en la órbita de los diferentes Ministe- 
rios. 


En ese sentido, solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada a los Ministerios de Transporte y Obras 
Públicas, Economía y Finanzas y Trabajo y Seguridad Social 
y al Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Se va a 
votar la solicitud formulada por el señor senador Pérez en el 
sentido de que la versión taquigráfica de sus palabras sea 
enviada a los Ministerios de Transporte y Obras Públicas, 
Economía y Finanzas y Trabajo y Seguridad Social y al Di- 
rectorio del Banco Hipotecario del Uruguay. 


(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 


10) HOSPITAL DE LA LOCALIDAD DE CASTILLOS. 
Proyectado cierre de su sala quirúrgica. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Continuan- 
do con la hora previa, tiene la palabra el señor senador Zuma- 
rán. 
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SEÑOR ZUMARAN. - Recientemente, los pobladores de 
Castillos y zonas aledañas me han manifestado su preocupa- 
ción a raíz del proyectado cierre de la parte quirúrgica del 
Hospital de dicha ciudad y de su traslado al Hospital Departa- 
mental, ubicado en la ciudad de Rocha. 


Estos vecinos me han hecho saber que toda la parte quirúr- 
gica de ese hospital tiene una prestigiosa tradición de más de 
sesenta años. Inclusive, es frecuente que en él se opere a gente 
que viene de zonas vecinas, por ejemplo del Chuy y aun desde 
Brasil. 


Además, por esta sala quirúrgica han pasado profesionales 
muy distinguidos y recordados por todos, como es el caso de 
los doctores Correa y Canzani. Actualmente, la parte quirúrgi- 
ca está a cargo de un médico joven, el doctor Garat, mientras 
que la dirección del hospital la desempeña el doctor Da Costa, 
ambos profesionales muy distinguidos. De modo que este es 
un hospital que funciona muy bien y que cuenta con una 
aceptación muy grande de la población. Meses atrás tuve 
oportunidad de visitarlo por lo que puedo dar fe de que la 
parte física, las instalaciones, el complejo edilicio y su equi- 
pamiento están en muy buen estado de mantenimiento y con- 
servación debido, fundamentalmente al funcionamiento de 
una Comisión de Damas Pro Hospital. Esta Comisión ha tra- 
bajado muy bien, obteniendo recursos como para mantener el 
hospital en condiciones realmente estupendas y dotar de equi- 
pamiento bucno o aceptable a esa parte tan delicada que cons- 
tituycn las salas quirúrgicas. 


En esta materia, como en muchas otras, me parece necesa- 
rio destacar que la experiencia nos enseña que la centraliza- 
ción de actividades, lejos de ayudar a prestar un mejor servi- 
cio, en la práctica, ha sucedido al revés. También en este 
campo, la solución correcta están en la descentralización que, 
por otra parte, es la tendencia que actualmente predomina en 
el mundo entero, inclusive en lo que se refiere a la prestación 
de los servicios de salud. 


Es evidente que el cierre de la sala quirúrgica del Hospital 
de Castillos va a traer aparejado un aumento de la demanda de 
este servicio en la ciudad capital del departamento, es decir, 
en Rocha. Pensamos que no es conveniente propender a esta 
centralización. Por el contrario, en cuanto a los servicios mé- 
dicos, la tendencia que en nuestro país se ha observado como 
más aconsejable sería la contraria, es decir, la de descentrali- 
zar buena parte de estos servicios. 


Por lo expuesto, nos hacemos eco de la preocupación ma- 
nifestada por los habitantes de Castillos y solicitamos que la 
versión taquigráfica de nuestras palabras pase a conocimiento 
del señor Ministro de Salud Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Se va a 
votar la solicitud formulada, 


(Se vota:) 


-20 cn 21. Afirmativa. 
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11) CODIGO AERONAUTICO. Modificación de varios 
artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - El Senado 
entra al orden del día con la consideración del asunto que 
figura en primer término: “Proyecto de ley por cl que se mo- 
difican varios artículos del Código Aeronáutico. (Carp. 
N? 248/90 - Rep. N? 100/90)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 248/90 
Rep. N* 100/90 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1? - Modifícanse los siguientes artículos del Có- 
digo Aeronáutico Decreto-Ley N*? 14,305, de 29 de noviembre 
de 1974: 


“Artículo 159 (Protesta). - La recepción del equipaje o las 
mercancías o cosas, sin protesta por el destinatario hará presu- 
mir que las cosas fueron entregadas en buen estado y confor- 
me al título del transporte, sin perjuicio de lo establecido en 
los incisos siguientes, 


En caso de avería el destinatario deberá dirigir al transpor- 
tador su protesta dentro de un plazo de tres días por los equi- 
pajes y de siete para las mercancías a partir de la fecha de la 
recepción. En caso de retardo la protesta deberá ser hecha a 
más tardar, dentro de los catorce días siguientes a la fecha en 
que el equipaje, o la mercancía debieron ser puestos a disposi- 
ción del destinatario. 


Toda protesta deberá formularse por reserva inscripta en el 
título del transporte o mediante escrito expedido en el plazo 
previsto para dicha protesta. A falta de protesta las acciones 
contra el transportador serán inadmisibles, salvo el caso de 
fraude cometido por el mismo. 


Artículo 190 (Prescripción). - Las acciones por daños y 
perjuicios causados a los pasajeros, equipajes o cosas trans- 
portadas, prescribirán a los dos años contados a partir de la 
llegada para el caso de demoras, averías o hurtos, o del día en 
que debió llegar la aeronave al punto de destino para el caso 
de pérdida de la misma, o de la fecha en que la compañía 
aérea declare perdida la carga para el caso de pérdida de bulto 
entero, o de la detención del transporte en el caso de daños 
derivados de la misma, o de la declaración de ausencia, o de 
la lesión o del fallecimiento del pasajero en el caso de daños 
personales. 


Las acciones reparatorias por daños y perjuicios causados 
a los terceros en la superficie prescribirán a los cuatro años a 
partir del día del hecho. 


Las acciones emergentes en caso de abordaje prescribirán 
en un año a partir de la fecha en que se produjo el abordaje. 
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Artículo 156 (Límite de responsabilidad por pasajero). - 
La responsabilidad del transportador con relación a cada pasa- 
jero, queda limitada hasta la suma de 125.000 unidades de 
cuenta. 


Artículo 157 (Límite de responsabilidad por equipaje o 
carga). - En el transporte de equipajes o cosas la responsabili- 
dad del transportador queda limitada a la cantidad de 250 
unidades de cuenta, por kilogramo, salvo declaración de espe- 
cial interés en la entrega hecha por el expedidor en el momen- 
to de entrega de los bultos al transportador y durante el pago 
de una tasa suplementaria eventual. En tal caso el transporta- 
dor estará obligado a pagar hasta la cantidad declarada, salvo 


-que pruebe que tal cantidad es superior al valor de las cosas 


en el tiempo y lugar de entrega. 


En lo relativo a los objetos cuya custodia conserva el via- 
jero, la responsabilidad del transportador está limitada a 5.000 
unidades de cuenta por viajero. 


Artículo 158. - La unidad de cuenta indicada en los artícu- 
los anteriores será igual a una unidad de sesenta y cinco y 
medio miligramos de oro con una ley de novecientos milési- 
mos de fino, calculados a su equivalente en la moneda del 
contrato, a la fecha de llegada del medio de transporte para 
los casos de daños o averías, o a la fecha en que debió haber 
llegado en los casos de demora o pérdida total. 


Toda cláusula que tienda a eximir al transportador de su 
responsabilidad o a fijar para éste un límite inferior al fijado 
en este Código será nula y no producirá efecto alguno, pcro la 
nulidad de tal cláusula no entrañará la nulidad del contrato”. 


Artículo 2%, - Derógase el artículo 169 del Código Acro- 
náutico. 


Artículo 3*, - Sustitúyese el inciso 3 y agrégase un inciso 
4 al artículo 162 del Código Acronáutico con el siguiente 
texto: 


“Cuando se trate de equipajes o de mercancías el expedi- 
dor podrá recurrir contra el primer transportador y el destina- 
tario con derecho a entrega de lo transportado, contra el últi- 
mo, pudiendo además uno y otro ir contra el transportador que 
haya efectuado el transporte en cuyo curso haya ocurrido la 
destrucción, pérdida, avería o retardo. 


Dichos transportadores serán solidariamente responsables 
respecto al expedidor y al destinatario, sin perjuicio de las 
acciones entre sí”. 


Artículo 4% - Repútase único el contrato de transporte 
internacional por servicios acumulativos, cuando se celebra 
mediante la expedición de una carta de porte única y directa, 
y el transporte se realice mediante la intervención de empre- 
sas diferentes, aunque éstas hayan emitido conocimientos par- 
ciales por los tramos bajo su control, y aunque el mismo sea 
unimodal o multimodal. 
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El operador multimodal que haya emitido la carta de porte 
única y directa, y cada uno de los transportadores que haya 
recibido la carga quedarán sometidos a las responsabilidades 
emergentes del contrato de transporte de los que se considera- 
rán partes. 


La acción fundada en una carta de porte única y directa de 
transporte internacional sucesivo unimodal o multimodal, 
puede ser intentada a clección del actor, contra quien emitió 
la carta de porte única y directa, o contra el transportador que 
causó el daño si éste pudiera determinarse, o contra el primer 
transportador que tomó la carga, si la acción la sigue el carga- 
dor, o contra el que la entregó, si la acción la ejerce el consig- 
natario. Quedan salvo las acciones de los diferentes transpor- 
tistas entre sí y de éstos con el operador multimodal que 
emitió la carta de porte única y directa. 


Dr. Gonzalo Aguirré Ramírez 
Presidente del Senado 


FUNDAMENTOS Y EXPOSICION DE MOTIVOS DEL 
PROYECTO DE LEY DE REFORMA DEL CODIGO 
AERONAUTICO 


1 - Introducción 


En diciembre de 1974 el Consejo de Estado aprobó el 
Decreto-Ley N* 14.305 por el que se dio sanción a un nuevo 
Código Aeronáutico. 


Como muchas de las leyes sancionadas bajo el régimen de 
facto su aprobación se hizo prácticamente a tapas cerradas y 
sin una previa discusión pública de sus defectos o virtudes. 


Poco después, y en 1975 el Consejo de Estado aprobó un 
nuevo Decreto-Ley N* 14.829 por el que se ratificó la Con- 
vención para la Unificación de Determinadas Reglas Relativas 
al Transporte Aéreo Internacional, aprobada en Varsovia en 
1929 (llamada Convención de Varsovia). 


Nuevamente el procedimiento de aprobación fue el mis- 
mo, a tapas cerradas y sin discusión, llegándose en este caso a 
un extremo insólito, único en nuestros anales legislativos: la 
aprobación se hizo sin que ninguno de los consejeros tuviera 
siquiera presente el texto de la Convención, y en ausencia de 
dicho texto, la promulgación y publicación, se limitó a enun- 
ciar la ratificación pero sin publicar en el Diario Oficial un 
texto completo de la Convención ratificada como hubicra sido 
de rigor en circunstancias normales. 


Este procedimiento atípico de tratamiento legislativo y 
puesta en vigencia ha traído aparejado diversas dificultades, 
algunas derivadas de vicios propios del Código Aeronáutico 
que contiene normas que difícilmente hubieran podido ser 
aprobadas en libre discusión, y otras por falta de coordinación 
entre lo que este dispone y lo que dispone la Convención de 
Varsovia. 
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II - Dificultades de coordinación 


Por lo tanto, a partir de la ratificación de la CV, rigen en 
Uruguay dos regímenes diferentes y superpueslos en materia 
de transporte aérco. 


Ello sería grave pero solucionable si uno (el CA) se refi- 
riera al transporte aéreo interno, y el otro (la CV) se refiricra 
al transporte aéreo internacional, aunque no se percibe ningún 
motivo lógico para tal tratamiento discriminatorio, 


Pero se torna en algo mucho peor e insoluble para los 
usuarios del transporte internacional de carga, si tenemos en 
cuenta que cl CV no se aplica automáticamente a todos los 
transportes aéreos internacionales. 


En efecto por disponerlo así su Artículo 1% inciso 2, la CV 
se aplica sólo cuando “... el punto de partida y el de destino... 
estén situados en territorio de dos Altas Partes Contratan- 


tes... 


Ello provoca que la CV no sea aplicable cuando el punto 
de partida del viaje se encuentre en un país no ratificante de 
Varsovia. 


La primera consecuencia de esta característica del sistema 
de la CV provoca que los plazos para protestar, o los términos 
de prescripción, o los límites de responsabilidad sean total- 
mente distintos según sea que el avión viene de Panamá (país 
no ratificante) o de Miami (país ratificante), 


Un importador uruguayo al que le entregan una carga da- 
ñada tiene que formular una protesta en un plazo de catorce 
días si el viaje se rige por el Art. 159 CA (o sea si el avión 
salió de un aeropuerto situado en un país no ratificante). Pero 
le puede suceder que haga la protesta el día octavo y le digan 
que su posibilidad de reclamar caducó, porque el avión salió 
de un país ratificante de la CV y por la CV (Art. 26) el plazo 
es de solamente sicte días. 


A la inversa el régimen se invierte y es mucho más riguro- 
so en el sistema del CA para casos de pérdida total. 


En ese caso el 159 CA dispone que la protesta es obligato- 
ria siempre dentro de los catorce días de la fecha “en que el 
equipaje o la cosa debieron ser puestos a disposición del desti- 
natario”. 


El Art. 26 CV en cambio, no pone la obligación de protes- 
tar en caso de pérdida total, La misma sólo rige para los casos 
de avería o retardo. 


Un importador puede encontrarse con que su carga no 
llega, y con que la línea aérca le contesta que espere que 
vendrá en otro vuelo. Luego de esperar quince días, si protes- 
ta, le pueden decir: “mire, el avión salió de un país no ratifi- 
cante así que rige el CA y usted dejó pasar catorce días desde 
la fecha en que debía haber recibido la carga ... así que sus 
derechos caducaron y no puede reclamar nada”. 
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A los importadores les es difícil entender todo este sistema 
sólo reservado a eruditos, y con el agravante de que a los 
comerciantes nacionales o a los despachantes de aduana les es 
prácticamente imposible tener en su poder una tabla de ratifi- 
caciones y comprender cuál es el sistema aplicable a un vuelo 
concreto, para defender con un mínimo de eficacia sus dere- 
chos. 


En cuanto al absurdo de que el plazo de prescripción sea 
de un año o de dos años según el aeropuerto de salida, o que 
los límites de responsabilidad del transportador varíen enor- 
memente en función de este dato alcatorio, es tan evidente 
que no merece mayores comentarios. 


HI - Reforma propuesta 


La reforma que se propone tiende a subsanar estos incon- 
venientes, unificando el régimen de transporte aérco en un 
sistema uniforme para todos los casos, 


Eso, obviamente, sólo puede lograrse modificando los ar- 
tículos correspondientes del CA y dándoles un texto idéntico 
al de la CV. 


Además de esta reforma (en lo que hace al plazo de cadu- 
cidad, plazo de prescripción y límites de responsabilidad), se 
proponen otras tres reformas: 


La primera deroga los artículos que disponen una limita- 
ción de responsabilidad extracontractual (por su monto una 
virtual exoneración) a los dueños de aeronaves en los casos de 
accidentes aéreos que afecten a terceros en superficie. La se- 
gunda corrige un error mecanográfico en el texto del 
Art. 162.3 CA que notoriamente se saltea una frase, al intenta 
copiar el Art. 30,3 CV en lo que hace a los transportes aéreos 
sucesivos. La tercera pretende aprobar una norma que rija el 
transporte multimodal, cada vez más frecuente, remitiéndolo 
al régimen general de los Tratados de Montevideo de 1940. 


1V - Sustitución de artículos 


El artículo 1% de la ley propuesta, sustituye los artículos 
159, 190, 156, 157 y 158 del Código Aeronáutico, por los 
textos correspondientes de la Convención de Varsovia en for- 
ma de unificar ambos sistemas. 


IV. 1. - El Art. 159 referido al plazo de protesta se sustitu- 
ye por el texto del Art. 26 de la Convención. 


Ya hemos comentado los problemas que plantca en este 
punto el actual régimen dual, por lo que no son necesarias 
mayores explicaciones. 


IV, 2, - El Art. 190 referido al plazo de prescripción ex- 
tiende el plazo a dos años conforme el artículo 29 inciso 1 de 
la CV, pero sin adoptar su texto. 


El motivo de esta propuesta es doble: 
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a) Por un lado se considera necesario igualar los sistemas y 
plazos de prescripción y ello sólo se puede hacer prolongando 
el plazo del CA para igualarlo con el de la Convención. 


Por otra parte, el plazo de dos años es mucho más razona- 
ble y coincidente con la realidad. En caso de reclamos a 
compañías aéreas internacionales es normal que éstas consul- 
ten a la Casa Matriz y ellas a su vez consulten a sus asegura- 
dores, en trámites que suelen prolongarse por meses y muy a 
menudo mucho más de un año. 


El importador nacional suele encontrarse con que luego de 
muchas idas y venidas le ofrecen una suma ridícula (o no le 
ofrecen nada) y cuando quiere reclamar puede suceder que 
(dependiendo del dato alcatorio del país en que estuviera si- 
tuado el aeropuerto de partida) le digan que el plazo de pres- 
cripción no era de dos sino de un año para ese caso y que no 
puede reclamar. 


b) Por otro lado, el Art. 190 reguia además la prescripción 
de las acciones por responsabilidad extracontractual por daños 
a terceros en superficie y por abordaje de aeronaves, 


Dado que la CV no trata estos lemas, no es posible adoptar 
simplemente cl texto del Art. 29 CV, 


De cualquier forma la oportunidad es excelente para de- 
volver el plazo de prescripción en materia de responsabilidad 
extracontractual por daños a terceros en superficie al régimen 
gencral de cuatro años establecido en el Art. 1332 del Código 
Civil. 


No existe ningún motivo para beneficiar a las compañías 
aéreas internacionales con un régimen excepcional y brevísi- 
mo de prescripción. En un año pueden no estar terminadas las 
investigaciones sobre las causas de una catástrofe aérea de 
este tipo, y la norma actual tiende a desproteger a terceros 
indeterminados, o sea a los ciudadanos comunes en lugar de 
protegerlos. 


IV, 3. - La reforma propuesta a los Arts. 156, 157 y 158 
del CA tiende a igualar el sistema de límites de responsabili- 
dad con el establecido en los artículos 22 y 23 de la CV. 


El sistema de límites de responsabilidad, ha sido impugna- 
do como injusto y carente de fundamento jurídico o ético por 
diversos autores (Beltrán Montiel: Curso de Derecho de la 
Navegación N* 96, pág. 216. Ed. Astrea Buenos Aires; Moho- 
rade: Limitación de responsabilidad en el Derecho Marítimo, 
La Ley T. 101, 17/1/61), No obstante, el mismo puede admi- 
tirse si los montos de responsabilidad son relativamente razo- 
nables y no tienden a disfrazar una exoncración encubierta. 


El tímite fijado por la Convención de Varsovia, está esta- 
blecido en una unidad de cuenta en oro variable según la 
cotización de la Onza Troy. 


El límite está puesto en una unidad de cuenta equivalente 
a 250 francos oro por quilo. A una cotización de la Onza Troy 
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de USD 392,75, daría una responsabilidad mínima de 
USD 229,74 por quilo. 


Para un bulto promedio de $50 kg., el límite sería de USD 
10.000. Esta medida, es aproximadamente igual a los límites 
de responsabilidad por bulto fijados por las Convenciones de 
Bruselas y La Haya-Visby para el transporte marítimo, con la 
aclaración de que en el transporte aéreo las cargas son nor- 
malmente de menos peso y mucho más alto valor que en 
transporte marítimo por un problema evidente relativo a sus 
costos. Se trata de un límite razonable y ha funcionado duran- 
te más de sesenta años. 


El procedimiento de fijación en función del valor de la 
Onza Troy (cuyo cálculo, según nuestra jurisprudencia debe 
realizarse en función del precio del oro en el mercado libre) 
ha permitido superar el problema permanente de la inflación a 
pesar de todos los avatares sufridos por la economía mundial 
desde 1929 a la fecha, lo que es un mérito relevante. 


A ello se opone el sistema establecido por el CA que 
partió de límites absurdamente bajos. 


Los límites fueron establecidos originariamente en 
N$ 20.000 por pasajero muerto o lesionado, y N$ 40 por Kg. 
de carga, con un sistema de reajuste no automático que el ar- 
tículo 181 remite al régimen del artículo 332 de la Ley 
N* 13.835, pero que no se cumplió casi nunca en su integridad 
(esta ley presume un ajuste por costo de vida, pero las actuali- 
zaciones por el Poder Ejecutivo no se hicieron todos los años 
y cuando se hicieron no respetaron el monto de la inflación). 


El resultado de todo esto es que los límites del CA cuando 
resultan aplicables, reducen la responsabilidad de los transpor- 
tistas a sumas ridículas e inaceptables. 


Los límites actuales fueron fijados por el decreto 198/90 
en las siguientes cifras: 


Para el Art. 156: N$ 4:196.275 por pasajero lesionado o 
mucrto. 


Para el Art. 157: N$ 8.035 por Kg. de carga y N$ 269.686 
por el equipaje perdido. 


O sea, para decirlo claramente: 4.000 dólares por muerto, 
250 dólares por equipaje y menos de 8 dólares por Kg. de 
carga perdida, todo lo cual constituye una burla. 


Repetimos que el límite internacional de la CV está en una 
suma aproximada a los 200 dólares por Kg. de carga depen- 
diendo del valor de la Onza Troy. 


Debe repetirse además cl absurdo que resulta el hecho de 
que el límite varíe según el aeropuerto de partida conforme lo 
expresado anteriormente. 


La única solución aceptable es, también aquí, la unifica- 
ción del sistema al régimen de la CV. 
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IV 4. - El Art 2* pretende derogar el inicuo Art. 169 del 
CA que dispone un régimen de virtual exoneración de las 
empresas aéreas en su responsabilidad para con terceros en 
superficie para el caso de accidente o catástrofe aérea. 


En la CV no existe nada parecido y el tema es exclusivo 
de nuestro CA. 


El régimen de responsabilidad establecido en el Art. 169 
da montos que varían entre los N$ 80.000 y N$ 1:630,000 
(más el reajuste por inflación que no se ha actualizado cn 
forma) según el tamaño del avión. 


Si el régimen de limitación de la responsabilidad contrac- 
tual cra injusto esto es absolutamente inaceptable. 


Luego de los reajustes del decreto 198/90 los límites de 
responsabilidad por catástrofe aérea están fijados entre 
N$ 16:785.099 y N$ 352:520.000 como límite global por ac- 
cidente. Se agrega un límite máximo de N$ 16:947,196 por 
faliccido. 


O sca entre USD 15.000 y USD 340.000 como indemniza- 
ción total de todos los daños posibles provocados por la caída 
de un avión, y un tope adicional de USD 15.000 por muerto. 


Dado que se trata del monto máximo de responsabilidad 
total por cada accidente (accidentes en los que pueden morir 
cientos de personas y destruirse viviendas, instalaciones in- 
dustriales y propiedades con valores multimillonarios), debe 
concluirse en que se trata de una virtual exoneración encu- 
bicrta. 


Para una compañía aérea son sumas ridículas que no cu- 
bren ni el valor de un avión. 


Cabe felicitarse la buena fortuna que ha hecho que en 
estos quince años de vigencia del CA no haya sucedido ningu- 
na catástrofe aérca en nuestro país, y es de desear que no la 
haya antes de que esta norma se derogue. 


Si no fucra trágico, podría ser humorístico el señalar el 
hecho de que la responsabilidad total de las compañías aércas 
en caso de catástrofe varíe en función del peso del avión. Si 
un uruguayo va a morir por la caída de un avión, le conviene 
ponerse debajo del avión más pesado posible. 


La limitación de responsabilidad en materia extracontrac- 
tual ha sido impugnada de inconstitucionalidad por violar el 
principio de la igualdad (si un ciudadano causa un daño al 
avión debe todo el daño, pero si el avión le causa el daño a un 
tercero en superficie ticne la responsabilidad limitada) y por 
implicar una expropiación de un bien económico en el patri- 
monio de un habitante del país, en beneficio de una empresa 
aérea sin previa y justa compensación. 


IV.5S. - El Art. 32 introduce una modificación en el Inc. 3 
del Art. 162 que regula el transporte aéreo sucesivo. 
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En principio, el Art. 162 intenta repetir el Inc. 2 del Art. 
30 de la CV pero notoriamente se saltca una frase por un error 
que sólo puede imputarse a una omisión mecanográfica. 


El 30.3 CV dice que “... el expedidor podrá recurrir contra 
el primer transportador y el destinatario con derecho a entrega 
contra el último...”. 


El Art. 162,3 CA dice “... el expedidor tendrá acción con- 
tra el último transportador (sic)”, lo que es un absurdo sólo 
explicable por un error de copia. 


La corrección propuesta soluciona esto y también iguala 
los regímenes del CA y la CV en la forma indicada. 


IV.6. - Por último el artículo 4* propuesto busca una solu- 
ción al fenómeno reciente de la expansión del transporte mul- 
timodal. 


La solución del Art. 30.3 CV sólo es aplicable al transpor- 
te aéreo sucesivo unimodal. 


No existe norma en nuestro derecho para el transporte 
multimodal, siendo un hecho evidente que este tipo de trans- 
porte ha crecido enormemente en los últimos años. 


La única regulación existente es la que da el Tratado de 
Derecho Comercial Terrestre de 1940 en sus Arts. 14, 15 y 16 
para el transporte sucesivo terrestre o por agua y aire al que 
llama “mixto”. 


El régimen es idéntico al del Art. 30,3 CV ya que hace 
responsable al primer transportador ante el expedidor y al 
último ante el receptor, sin perjuicio de la responsabilidad de 
los transportistas intermedios y de las acciones de los trans- 
portistas entre sí, 


Este sistema responde a la realidad del comercio interna- 
cional, ya que no puede exigirse al receptor importador que 
salga a perseguir distintas empresas por todo el planeta mien- 
tras éstas se echan recíprocamente la culpa de un accidente o 
un faltante. A quien le entregan una carga dañada debe dársc- 
le acción contra quien se la entregó y deben ser las empresas 
transportistas que trabajan en común las que tengan luego la 
facultad de repetir entre sí y contra el responsable real si es 
identificable, o de repartir las pérdidas conforme los contratos 
que las unan. 


Tal sistema consagrado primero en Varsovia y luego en 
los Tratados de Montevideo ha funcionado correctamente du- 
rante medio siglo, por lo que parece recomendable, su exten- 
sión al transporte multimodal en general que en caso contrario 
queda sin regulación específica. 


El tema es lo suficientemente importante como para mere- 
cer una ley especial, pero mientras tal iniciativa se estudia, 
parece imprescindible dar un marco normativo mínimo lo que 
se puede hacer por la vía de extender el régimen de los Trata- 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-263 


dos de Montevideo (actualmente limitado al comercio zonal) 
a todos los casos. 


El propuesto en el Art. 4? recoge esta solución repitiendo 
“mutatis mutandi” el texto de los Tratados, introduciendo la 
figura del operador multimodal que no existía en 1940, como 
responsable conjunto con los transportadores. 


Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presidente del Senado 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Constitución y 
Legislación 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación ha consi- 
derado el proyecto de ley presentado con exposición de moti- 
vos por el señor Presidente del Senado, doctor Gonzalo Agui- 
rre Ramírez, que propone modificaciones de varios artículos 
del Código Aeronáutico (Distribuido N? 277 de 1990). 


ANTECEDENTES 


El Decreto-Ley N* 14.305, de 29 de noviembre de 1974, 
sancionó el Código Acronáutico, en tanto que el Decreto Ley 
N? 14.829, de 10 de octubre de 1978, prestó aprobación a la 
Convención de Varsovia de 1929, sobre Verificación de De- 
terminadas Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacio- 
nal. La vigencia de ambos cuerpos normativos determina la 
existencia de dos regímenes diferentes: uno, aplicable al 
transporte interno y a los transportes con países no ratificantes 
de la Convención de Varsovia y el otro, aplicable a los trans- 
portes con países ratificantes de dicha Convención. Esa duali- 
dad de sistemas se traduce en reglas diferentes para regular, 
entre otros aspectos, los plazos para protestar, los términos de 
prescripción y los límites de responsabilidad. 


OBJETO DEL PROYECTO 


El proyecto de la Comisión es igual al proyecto original 
del Presidente del Senado, excepto en el orden de los artículos 
y en la no inclusión del artículo 4 referido a transportes multi- 
modales. 


En síntesis, propone eliminar la dualidad de regímenes 
existente, mediante la modificación de los artículos pertinen- 
tes del Código Aeronáutico a fin de que coincidan con la 
Convención de Varsovia. Además, modifica el régimen de 
responsabilidad extrancontractual previsto en el Código y co- 
rrige un error mecanográfico en el artículo 162.3 de ese cuer- 


po de leyes. 
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ANALISIS 


1. La eliminación de la dualidad de regímenes en los pun- 
tos referidos resulta claramente convenicnic. La actual situa- 
ción genera en los operadores de comercio exterior la incerti- 
dumbre en cuanto al derecho aplicable, según fuera, por ejem- 
plo, el punto de partida del vuelo que transporta la carga. Á 
ello cabe agregar que la dualidad plantea desigualdades en el 
régimen jurídico que no se justifica por ninguna diferencia en 
las situaciones de hecho que pretende regular. 


2. La coordinación de los regímenes jurídicos en torno a 
las fórmulas de la Convención de Varsovia como se propone 
en el proyecto -y no a la inversa- se justifica por dos órdenes 
de consideraciones. El carácter multilateral de la Convención 
no permite que Uruguay pueda introducir unilateralmente en- 
miendas a su texto, Pero, a la vez, las reglas contenidas en la 
Convención, en las materias objeto del proyecto, son más 
adecuadas que las del Código, como se examinará a continua- 
ción. 


Plazos de protesta (artículo 159), - Se reducen los previs- 
tos en el Código, de sicte, catorce y veintiún días, a tres, siete 
y Catorce, respectivamente, más acordes con las actuales exi- 
gencias de celeridad en el comercio internacional. 


Términos de prescripción (artículo 190). - El término de 
un año previsto en el Código para deducir acciones por daños 
sufridos por pasajeros, equipajes o cosas transportadas puede 
ser insuficiente para cumplir la tramitación previa ante las 
compañías aércas internacionales, las cuales habitualmente 
deben hacer consultas con sus matrices y con sus asegurado- 
res, lo cual suele insumir bastante tiempo. La Convención fija 
un plazo más amplio de dos años. Al revisar dicho aspecto, el 
proyecto también revisa el plazo de prescripción para accio- 
nes reparatorias por daños y perjuicios causados a terceros en 
superficie. En este caso, al no haber norma en la Convención, 
se opta por volver al plazo de cuatro años previsto en el 
Código Civil para la responsabilidad extracontractual en gene- 
ral (artículo 1332). Se mantienc el plazo de un año para las 
acciones por abordaje. 


Límites de responsabilidad (artículos 156, 157 y 158). - 
La discusión sobre este aspecto en el seno de la Comisión, 
puso de relieve la existencia de dos cuestiones. La primera es 
la de determinar sí corresponde fijar un límite a la responsabi- 
lidad y la segunda (sólo si la primera es contestada afirmativa- 
mente) es la de determinar el nivel de ese límite. 


Aunque en la Comisión se expresaron opiniones muy fir- 
mes en contra de la existencia de límites -cada uno debe 
responder por los daños que efectivamente causa- se aceptó el 
criterio de adoptar los niveles fijados por la Convención para 
la responsabilidad de carácter contractual, descartando los ac- 
tuales del Código. Para ello se tuvo en cuenta que aquéllos, 
por su carácter multilateral, no pueden ser prácticamente en- 
mendados y que, a la vez, son sustancialmente más elevados 
que éstos, lo que corrige de manera importante la actual sítua- 
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ción. En efecto, la Convención establece límites medidos en 
unidades de cuenta que se relacionan con una cantidad fija de 
oro, con una ley de novecientos milésimos de fino (artículos 
157 y 158), en tanto que las posibles indemnizaciones cn 
relación con la responsabilidad contractual, bajo el régimen 
del Código, resultan extremadamente bajas, como lo ilustra 
con elocuencia la exposición de motivos del proyecto. 


En lo que refiere a la responsabilidad extracontractual, 
el proyecto propone derogar el artículo 169 del Código y con 
ello el régimen de límites que éste prevé basados principal- 
mente en el peso de la aeronave que causa los daños. Se 
acepta así el principio general en materia de culpa aquiliana, 
tal como lo recoge el Código Civil, 


3. El artículo 3? que modifica el artículo 162 del Códi- 
go, se limita a la corrección de un error de mecanografía 
padecido al transcribir en ese artículo el inciso 2 del artículo 
30 de la Convención, en que se omitió expresar en forma 
completa que el expedidor podrá recurrir contra el primer 
transportador, en tanto que el destinatario podrá hacerlo con- 
tra el último. 


4. La propuesta del proyecto original sobre una norma 
para regular el transporte multimodal no fue incluida por la 
Comisión, atendiendo al hecho de que el autor del proyecto 
original ha presentado un proyecto completo en la materia, 
ahora radicado en la Comisión de Transporte y Obras Públicas 
integrada y a estudio de la misma. 


Por todas las consideraciones expuestas, vuestra Comisión 
de Constitución y Legistación aconseja la sanción del proyec- 
to adjunto. 


Sala de la Comisión, 16 de agosto de 1990, 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), Sergio 
Abreu, Enrique Cadenas Boix, Ignacio de Posa- 
das Montero, José Korzeniak, Américo Ricaldo- 
ni, Hugo Batalla, Senadores. 


PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 12%, - Modifícanse los siguientes artículos del Có- 
digo Aeronáutico Decreto-Ley N* 14,305, de 29 de noviembre 
de 1974: 


“ARTICULO 156 (Límite de responsabilidad por pasaje- 
ro). - La responsabilidad del transportador con relación a cada 
pasajero, queda limitada hasta la suma de 125.000 unidades 
de cuenta. 


ARTICULO 157 (Límite de responsabilidad por equipaje 
o carga). - En el transporte de equipajes o cosas la responsabi- 
lidad del transportador queda limitada a la cantidad de 250 
unidades de cuenta, por kilogramo, salvo declaración de espe- 
cial interés en la entrega hecha por el expedidor en el momen- 
to de entrega de los bultos al transportador y durante el pago 
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de una tasa suplementaria eventual. En tal caso el transporta- 
dor estará obligado a pagar hasta la cantidad declarada, salvo 
que pruebe que tal cantidad es superior al valor de las cosas 
en cl tiempo y lugar de entrega. 


En lo relativo a los objetos cuya custodia conserva el via- 
jero, la responsabilidad del transportador está limitada a 5.000 
unidades de cuenta por viajero. 


ARTICULO 158 (Presunción). - La unidad de cuenta indi- 
cada en los artículos anteriores será igual a una unidad de 
sesenta y cinco y medio miligramos de oro con una ley de 
novecientos milésimos de fino, calculados a su equivalente en 
la moneda del contrato, a la fecha de llegada del medio de 
transporte para los casos de daños o averías, o a la fecha en 
que debió haber llegado en los casos de demora o pérdida 
total. 


Toda cláusula que tienda a eximir al transportador de su 
responsabilidad o a fijar para éste un límite inferior al fijado 
en este Código será nula y no producirá efecto alguno, pero la 
nulidad de tal cláusula no entrañará la nulidad del contrato. 


ARTICULO 159 (Protesta). - La recepción del equipaje o 
las mercancías o cosas, sin protesta por el destinatario hará 
presumir que las cosas fueron entregadas en buen estado y 
conforme al título del transporte, sin perjuicio de lo estableci- 
do en los incisos siguientes, 


En caso de avería el destinatario deberá dirigir al transpor- 
tador su protesta dentro de un plazo de tres días por los equi- 
pajes y de siete para las mercancías a partir de la fecha de la 
recepción. En caso de retardo la protesta deberá ser hecha a 
más tardar, dentro de los catorce días siguientes a la fecha en 
que el equipaje, o la mercancía debieron ser puestos a disposi- 
ción del destinatario, 


Toda protesta deberá formularse por reserva inscripta en el 
título del transporte o mediante escrito expedido en el plazo 
previsto para dicha protesta. A falta de protesta las acciones 
contra el transportador serán inadmisibles, salvo el caso de 
fraude cometido por el mismo. 


ARTICULO 190 (Prescripción). - Las acciones por daños 
y perjuicios causados a los pasajeros, equipajes o cosas trans- 
portadas, prescribirán a los dos años contados a partir de la 
llegada para el caso de demoras, averías o hurtos, o del día en 
que debió llegar la aeronave al punto de destino para el caso 
de pérdida de la misma, o de la fecha en que la compañía 
aérea declare perdida la carga para el caso de pérdida de bulto 
entero, o de la detención del transporte en el caso de daños 
derivados de la misma, o de la declaración de ausencia, o de 
la lesión o del fallecimiento del pasajero en el caso de daños 
personales. 


Las acciones reparatorias por daños y perjuicios causados 
a los terceros en la superficie prescribirán a los cuatro años a 
partir del día del hecho. 
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Las acciones emergentes en caso de abordaje prescribirán 
en un año a partir de la fecha en que se produjo el abordaje”. 


Art. 2%. - Derógase el artículo 169 del Código Aeronáuti- 
co. 


Art. 3?. - Sustitúyese el inciso 3% y agrégase un inciso 4? al 
artículo 162 del Código Aeronáutico con el siguiente texto: 


“Cuando se trate de equipajes o de mercancías el expedi- 
dor podrá recurrir contra el primer transportador y el destina- 
tario con derecho a entrega de lo transportado, contra el últi- 
mo, pudiendo además uno y otro ir contra el transportador que 
haya efectuado el transporte en cuyo curso haya ocurrido la 
destrucción, pérdida, avería o retardo. 


Dichos transportadores serán solidariamente responsables 
respecto al expedidor y al destinatario, sin perjuicio de las 
acciones entre sí”. 


Sala de la Comisión, 16 de agosto de 1990, 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), Sergio 
Abreu, Hugo Batalla, Enrique Cadenas Boix, Ig- 
nacio de Posadas Montero, José Korzeniak, Amé- 
rico Ricaldoni, Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Léase el 
proyecto, 


(Sc lec) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso dc la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Formulo moción 
para que se suprima la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


Artículo 1%, - Modifícanse los siguientes artículos del Có- 
digo Aeronáutico Decreto-Ley N? 14,305, de 29 de noviembre 
de 1974: 
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“Artículo 156 (Límite de responsabilidad por pasajero). - 
La responsabilidad del transportador con relación a cada pasa- 
jero, queda limitada hasta la suma de 125.000 unidades de 
cuenta. 


Artículo 157 (Límite de responsabilidad por equipaje o 
carga). - En el transporte de equipajes o cosas la responsabili- 
dad del transportador queda limitada a la cantidad de 250 
unidades de cuenta, por kilogramo, salvo declaración de espe- 
cial interés en la entrega hecha por el expedidor en el momen- 
to de entrega de los bultos al transportador y durante el pago 
de una tasa suplementaria eventual. En tal caso el transporta- 
dor estará obligado a pagar hasta la cantidad declarada, salvo 
que pruebe que tal cantidad cs supcrior al valor de las cosas 
en el tiempo y lugar de entrega. 


En lo relativo a los objetos cuya custodia conserva cl via- 
jero, la responsabilidad del transportador está limitada a 5.000 
unidades de cuenta por viajero. 


Artículo 158 (Presunción). - La unidad de cuenta indicada 
en los artículos anteriores será igual a una unidad de sesenta y 
cinco y medio miligramos de oro con una ley de novecientos 
milésimos de fino, calculados a su equivalente en la moneda 
del contrato, a la fecha de llegada del medio de transporte 
para los casos de daños o averías, o a la fecha en que debió 
haber llegado en los casos de demora o pérdida total. 


Toda cláusula que tienda a eximir al transportador de su 
responsabilidad o a fijar para éste un límite inferior al fijado 
en este Código será nula y no producirá efecto alguno, pero la 
nulidad de tal cláusula no entrañará la nulidad del contrato. 


Artículo 159 (Protesta). - La recepción del equipaje o las 
mercancías o cosas, sin protesta por el destinatario hará presu- 
mir que las cosas fueron entregadas en buen estado y confor- 
mc al título del transporte, sin perjuicio de lo establecido en 
los incisos siguientes. 


En caso de avería el destinatario deberá dirigir al transpor- 
tador su protesta dentro de un plazo de tres días por los equi- 
pajes y de siete para las mercancías a partir de la fecha de la 
recepción. En caso de retardo la protesta deberá ser hecha a 
más tardar, dentro de los catorce días siguientes a la fecha en 
que el equipaje, o la mercancía debieron ser puestos a disposi- 
ción del destinatario. 


Toda protesta deberá formularse por reserva inscripta en el 
título del transporte o mediante escrito expedido en el plazo 
previsto para dicha protesta. A falta de protesta tas acciones 
contra el transportador serán inadmisibles, salvo el caso de 
fraude cometido por el mismo. 


Artículo 190 (Prescripción). - Las acciones por daños y 
perjuicios causados a los pasajeros, equipajes o cosas trans- 
portadas, prescribirán a los dos años contados a partir de la 
llegada para el caso de demoras, averías o hurtos, o del día en 
que debió llegar la acronave al punto de destino para el caso 
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de pérdida de la misma, o de la fecha en que la compañía 
aérea declare perdida la carga para el caso de pérdida de bulto 
entero, o de la detención del transporte en el caso de daños 
derivados de la misma, o de la declaración de ausencia, o de 
la lesión o del fallecimiento del pasajero en el caso de daños 
personales. 


Las acciones reparatorias por daños y perjuicios causados 
a los terceros en la superficie prescribirán a los cuatro años a 
partir del día del hecho. 


Las acciones emergentes en caso de abordaje prescribirán 
en un año a partir de la fecha en que se produjo el abordaje.”) 


-En consideración el artículo 1*. 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 22. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el siguien- 
te: 


“ARTICULO 2*, - Derógase el artículo 169 del Código 
Aeronáutico.””) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 23, Afirmativa. 

En consideración el artículo 32, 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


“ARTICULO 3*2. - Sustitúyese el inciso 3% y agrégasc un 
inciso 4* al artículo 162 del Código Aeronáutico con el si- 
guiente texto: 


“Cuando se trate de equipajes o de mercancías el expedi- 
dor podrá recurrir contra el primer transportador y el destina- 
tario con derecho a entrega de lo transportado, contra el últi- 
mo, pudiendo además uno y otro ir contra el transportador que 
haya efectuado el transporte en cuyo curso haya ocurrido la 
destrucción, pérdida, avería o retardo. 


Dichos transportadores serán solidariamente responsables 
respecto al expedidor y al destinatario, sin perjuicio de las 


acciones entre sí,””) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar cl artículo 3*. 


(Se vota:) 


5 de Setiembre de 1990 


-22 en 23. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley y se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


12) BANCOS DE INVERSION. Se crean y se reglamenta 
su funcionamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Se pasa a 
considerar el asunto que figura en segundo término del orden 
del día: “Proyecto de ley por el que se crean los Bancos de 
Inversión y se dan normas para su funcionamiento. (Carp. 
N? 835/87 - Rep. N* 102/90)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 835/87 
Rep N* 102/90 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*. - Los Bancos de Inversión, se regularán por 
las disposiciones de la presente ley, aplicándose en subsidio 
las normas del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 
1982, sus concordantes, complementarias y modificativas. 


Art. 22. - Las empresas mencionadas en el artículo ante- 
rior deberán usar necesariamente la denominación “Banco de 
Inversión”. 


Art. 32, - Los Bancos de Inversión sólo podrán realizar las 
siguientes operaciones: 


A) Recibir depósitos de no residentes, a plazos superiores 
al año. 


B) Contratar directamente en el exterior créditos a plazos 
superiores al año o gestionarlos para terceros. 


C) Emitir obligaciones, debentures o valores mobiliarios 
similares, 


D) Realizar inversiones u Otras Operaciones en títulos, bo- 
nos, acciones, debentures o valores mobiliarios de aná- 
loga naturaleza con la finalidad de financiar sus emi- 
siones o proceder a su colocación. El Banco Central 
del Uruguay reglamentará los porcentajes y condicio- 
nes en que se podrán realizar estas inversiones. 


E) Adquirir acciones, obligaciones o partes de capital en 
empresas que no realicen actividades de intermedia- 
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ción financiera. Se podrán realizar estas inversiones en 
los porcentajes y condiciones que fijará el Poder Ejecu- 
tivo con el asesoramiento del Banco Central del Uru- 


guay. 


F) Adquirir bienes inmuebles o muebles no fungibles con 
la exclusiva finalidad de conceder su utilización a ter- 
ceros contra el pago de un precio en dinero abonable 
periódicamente, con o sin opción de compra. 


Salvo pacto expreso en contrario, no serán aplicables a 
estas operaciones las normas que rigen el arrendamien- 
to de los bienes de que se trate. 


El Banco Central del Uruguay determinará el porcenta- 
je máximo sobre la responsabilidad patrimonial que 
podrán invertir estos Bancos en bienes inmuebles. 


G) Conceder créditos y otorgar préstamos a mediano y 
largo plazo. 


A los efectos de lo dispuesto por la presente ley se en- 
tenderá por créditos a mediano plazo los que se otor- 
guen a más de tres años y menos de cinco, y por crédi- 
tos a largo plazo los que se otorguen por cinco años o 
más años, 


H) Otorgar fianzas, avalcs, garantías y cauciones de cual- 
quier especie. 


D Aceptar y colocar letras, vales y pagarés de terceros 
vinculados con operaciones de empresas en que inter- 
vengan en la forma prevista en el literal E) de este 
artículo, 


J) Asesorar en materia de inversiones y prestar servicios 
de administración de carteras de inversiones. 


K) Asesorar en materia de administración de empresas, así 
como sobre reorganización, fusión, adquisición e insta- 
lación de las mismas. 


L) Asumir representaciones y ejercer comisiones o man- 
datos que tengan por objeto la administración e inver- 
sión de fondos recibidos a esos efectos de no residen- 
tes. 


M) Cumplir mandatos y comisiones que tengan relación 
directa con operaciones de su giro. 


N) Realizar operaciones en metales preciosos y moneda 
extranjera. 


Art. 4%. - Los Bancos de Inversión podrán realizar con las 
empresas comprendidas en el literal E) del artículo 3* de la 
presente ley las operaciones que integren el giro bancario, 
salvo recibir depósitos en cuenta corriente bancaria y girar 
contra ella mediante cheques. 
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Art. 5%. - No será de aplicación a los Bancos de Inversión 
lo dispuesto en el artículo 10 del Decreto-Ley N* 15.322, de 
17 de setiembre de 1982. 


Art. 6%, - En los casos en que integrantes del personal de 
un Banco de Inversión sean designados para ocupar cargos de 
dirección o gerencia en empresas asistidas en la forma previs- 
ta en el literal E) del artículo 3? de la presente ley, no será de 
aplicación lo dispuesto en el literal C) del artículo 18 del 
Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982. 


Art. 72, - Con respecto a los residentes, los Bancos de 
Inversión no podrán efectuar, ni directa ni indirectamente, 
operaciones de venta de activos propios o de terceros con 
garantía de recompra. 


El Banco Central del Uruguay controlará el estricto cum- 
plimiento de esta disposición. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 21 de junio de 1990, 


Héctor Martín Sturla 


Horacio D, Catalurda Presidente 
Secretario 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Hacienda 
INFORME 


Al Senado: 


Vuestra Comisión de Hacienda, ha resuelto, por mayoría, 
aconsejar la aprobación del siguiente proyecto de ley referido 
al funcionamiento de la Banca de Inversión como una nueva 
modalidad operativa en el sistema financiero del país. 


Sus antecedentes se remiten a la iniciativa enviada al Par- 
lamento por cl Poder Ejecutivo de la Administración anterior 
por Mensaje de fecha 16 de julio de 1987. Al haber recibido 
media sanción legislativa, se inició nuevamente su tratamien- 
to habiéndose aprobado en la Cámara de Representantes el 
proyecto, que sin modificaciones se eleva a consideración del 


Cuerpo. 


La reglamentación de este tipo de instituto responde a los 
cambios que se han producido en el ámbito internacional en lo 
atinente a la actividad financiera. Aquélios se han podido 
percibir claramente en la proliferación de instituciones con 
una marcada especialización de sus funciones que las separa 
de las características propias de la llamada banca comercial 
clásica. 


Tales instituciones existen en la mayoría de los países in- 
dustrializados bajo la denominación de “Bancos de Inversión” 
y sus actividades varían de un país a otro en función de las 
normas que regulan su funcionamiento o su estrategia operati- 
va. 
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En tal sentido, los bancos de inversión pueden ser de gran 
utilidad en la medida que el núcleo de sus funciones reside en 
suministrar capitales a largo plazo a las empresas ya sea bajo 
la forma de capital accionario o por la vía del endeudamiento 
mediante la utilización de líneas de crédito. 


Dicha utilidad se vería resaltada en países como el Uru- 
guay, con una crónica e insuficiente tasa de inversión, en 
especial en el sector privado, y donde los capitales de riesgo 
son muy escasos. En consecuencia, la función primordial de 
estas instituciones se orienta a la identificación y análisis de 
oportunidades de inversión con alto potencial de desarrollo, 
en particular, en el sector productivo. De esta forma, se asegu- 
ra un esfuerzo estable y sostenido de los agentes económicos 
por promover el crecimiento del país en el sector real de su 
economía así como la revitalización y expansión del mercado 
de capitales. 


Con lo expuesto no debe interpretarse que la sola aproba- 
ción de esta iniciativa creará las condiciones para superar la 
situación de estancamiento económico que atraviesa el país. 
No obstante, cabe señalar, que esto no amerita impedir el 
surgimiento de mecanismos legales, que como el que nos ocu- 
pa, están destinados a facilitar una necesaria dinamización de 
su estructura productiva. 


La participación de una Banca de Inversión puede tencr un 
importante efecto multiplicador basado en la promoción em- 
presarial apoyada por una institución bancaria que podría par- 
ticipar como accionista en la etapa de iniciación de un proyec- 
to, más todavía en emprendimientos, que tengan lugar en zo- 
nas alejadas gcográficamente de los centros financieros inter- 
nacionales más influyentes. Ello supone aportar un elemento 
de confianza y credibilidad en el riesgo empresarial que se 
impulsa y que de otra forma pudiera verse obstaculizado. 


Las líneas generales mencionadas enmarcan las principa- 
les actividades que caracterizan este tipo de instituciones fi- 
nancieras y básicamente identifican los elementos distintivos 
que las han llevado a expandirse en los más variados países y 
mercados y que como se ha dicho, no se compadecen con la 
estructura y el funcionamiento de la Banca Comercial llamada 
clásica. 


En tal sentido, la Banca de Inversión desarrolla las si- 
guientes actividades que hacen a su esencia: por vía indirecta 
estimulando la capacidad de iniciativa empresarial mediante 
la dinamización de mercados que proveen financiamiento a 
las distintas empresas; y por vía directa, participando en ope- 
raciones de capital de riesgo tanto en los resultados de las 
empresas como en la inyección de fondos financieros a me- 
diano y largo plazo. 


Tales funciones específicas no se resuelven por sí solas en 
la financiación de un proyecto empresarial. Por lo contrario, 
ello hace necesario la prestación de una scric de servicios 
adicionales y complementarios que, como el asesoramiento 
empresarial y financiero, consolidan el carácter especializado 
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de este tipo de institución. Esto repercute no sólo en la profe- 
sionalización de sus funciones, sino también en la capacita- 
ción de funcionarios con un alto nivel de preparación y por 
ende de una elevada remuneración salarial. 


Por otra parte, la existencia de la Banca de Inversión no 
significa la exclusión de las otras instituciones que integran el 
sistema financiero del país. En particular, debe mencionarse 
la situación que pueda plantearse respecto de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, en la medida en que, buena parte 
de sus objetivos son comunes a los del instituto que este pro- 
yecto de ley propone habilitar. Tal como se expresara en el 
informe de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Repre- 
sentantes: “lo que en un mercado de inversión saturado y 
sobreentendido podría constituirse en un demérito del proyec- 
to de ley, al encontrarse en la situación inversa, pasa a ser un 
fundamento más de la oportunidad y conveniencia del mis- 
mo”. Por tal motivo, la insatisfecha necesidad de capital de 
riesgo en una economía estancada, más que una razón para la 
exclusión, se transforma en un elemento de complementación 
en el esfuerzo de ambos institutos. 


Como régimen general, la actividad de intermediación fi- 
nanciera se encuentra regulada por el Decreto-Ley N* 15,322, 
de 17 de setiembre de 1982. Esta norma constituye, según 
surge de su exposición de motivos, “el mínimo técnico im- 
prescindible, salvaguardando como contrapartida al máximo, 
la libertad de comercio y la libre iniciativa individual”. 


Al tenor de lo expuesto, aun cuando el régimen legal se 
afilia a lo que se denomina un sistema de banca múltiple, fija 
una serie de limitaciones que imposibilitan el funcionamiento 
de institutos que, como la Banca de Inversión, discurren en un 
marco especializado. Es así que cl artículo 18 del referido 
decreto-ley determinó en su inciso segundo la prohibición 
para las empresas de intermediación financiera de “efectuar 
inversiones en acciones, obligaciones y otros valores emitidos 
por empresas privadas”. 


Por tal razón, se ha optado por impulsar la definición y 
reglamentación de la Banca de Inversión como figura autóno- 
ma a fin de adaptar la realidad financiera a los cambios que su 
propio dinamismo dctermina, 


De esta forma, el proyecto de ley en su artículo segundo 
establece en forma preceptiva el uso de la denominación 
“Banco de Inversión”, con lo que se produce una clara identi- 
ficación de las funciones de intermediación financiera de lar- 
go plazo, al tiempo que por su contenido, se consagra una 
modificación a las disposiciones del Decreto-Ley N* 15.322, 


Tal como expresaba el informe de la Comisión de Hacien- 
da del Senado durante la Legislatura pasada, “el artículo ter- 
cero del proyecto, constituye en ese sentido su norma medular 
en la medida en que identifica las actividades que constituyen 
las básicas en una intermediación de activos y servicios finan- 
cieros”. Agregaba además: “así por ejemplo se faculta a estas 
instituciones para recibir depósitos de no residentes y contra- 
tar créditos externos para sí o por cuenta de terceros, por 
plazos superiores al año (literales A y B), pudiendo emitir 
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títulos valores (literal C), Del mismo modo, se las faculta para 
efectuar inversiones o emisiones como forma de financiar sus 
actividades (literal D), pudiendo adquirir parte del paquete 
accionario de empresas no comprendidas por el Decreto-Ley 
N? 15,322”, 


“Estas operaciones de riesgo pueden en virtud del mismo 
artículo, complementarse con una importante gama de servi- 
cios (garantías literal H); asesoramiento financicro, adminis- 
tración de carteras (literales J y K); representaciones, ejecu- 
ciones de mandatos por cuenta de no residentes (literales L y 
M) así como en la realización de actividades de intermedia- 
ción crediticia clásicas, aunque a mediano y largo plazo”. 


En tal contexto cabe resaltar que en el inciso G) de este 
artículo tercero se ha optado por una definición clara de lo 
que se entiende por mediano plazo y largo plazo. Al fijar los 
primeros en más de tres años y los segundos en más de cinco 
años, se intentó mediante la jerarquía legal, otorgar estabili- 
dad y certeza a las normas de que se trata. 


El artículo cuarto permite a los Bancos de Inversión rcali- 
zar las operaciones que integren el giro bancario con empresas 
que no realicen actividades de intermediación financiera, Se 
excluye de esta facultad, la de recibir depósitos en cuenta 
corriente bancaria y girar contra ella mediante cheques. 


En cuanto al artículo quinto, se dispone que no será de 
aplicación a los Bancos de Inversión la limitación vigente 
para las instituciones de intermediación financiera en función 
de la cual el número de nuevos bancos a instalarse no podrá 
superar el 10% de los existentes en el año inmediato anterior. 


Respecto del artículo sexto, es importante señalar que la 
norma autoriza al personal de los Bancos de Inversión a ocu- 
par cargos de dirección o gerencia en las empresas asistidas 
financieramente, de modo tal que las limitaciones que actual- 
mente rigen para la Banca Comercial (literal C del artículo 18 
del Decreto-Ley N* 15,322), no son aplicables en estos casos. 


Finalmente, el artículo 72 recoge la limitación de operar 
con respecto a los residentes en operaciones de venta de acli- 
vos propios o de terceros con garantía de recompra. 


En conclusión, vuestra Comisión entiende que la aproba- 
ción de este proyecto de ley supone, desde el punto de vista 
instrumental, la posibilidad de captar y canalizar fondos a 
mediano y largo plazo con destino a la inversión productiva. 
Por tanto, esta norma, de ser aprobada, no sólo se constituirá 
en una herramienta potencial para tales propósitos, sino que 
acompañará oportunamente el proceso de actualización del 
sistema financiero del país a la dinámica de las finanzas inter- 
nacionales. 


Sala de Sesiones de la Comisión, a 16 de agosto de 1990. 


Sergio Abreu (Miembro Informante), Juan Carlos 
Blanco, Federico Bouza, Carlos Cassina, (con salve- 
dades que expondrá en Sala), Juan Carlos Raffo, Al- 
berto Zumarán (con salvedades que expondrá en 
Sala), Danilo Astori (Discorde por motivos que expon- 
drá en Sala). Senadores”. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 
SEÑOR ABREU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR ABREU. - Señor Presidente: tenemos a considera- 
ción el proyecto de ley elevado por la mayoría de la Comisión 
de Hacienda del Senado por el que se propone la creación de 
una nueva modalidad de instituciones financieras, cuya deno- 
minación es Banca de Inversión. 


La reglamentación de este tipo de institutos, como expre- 
samos en el Informe al Cuerpo, responde a los cambios que se 
han producido en el ámbito internacional en lo que refiere a la 
actividad financiera. Estos cambios se han podido percibir 
claramente a través de la proliferación de instituciones con 
una marcada especialización en sus funciones, cosa que las 
separa de la propia naturaleza de la llamada banca comercial 
clásica. 


El núcleo de las funciones que caracteriza a este tipo de 
instituciones financieras está vinculado al suministro de capi- 
tales a largo plazo para potenciar el desarrollo de empresas, 
ya sea en la formación de capital accionario o a través de la 
inyección de recursos financieros que se canalizan por inter- 
medio de las líneas de crédito a largo plazo. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Esta especialización de carácter internacional, que va 
marcando la dinámica del mundo financiero, está vinculada a 
algunas ventajas que forman parte, también, de aquellas que 
podría ofrecer un mercado o un país como el nuestro; está 
destinada a impulsar la economía de un país mediante el cre- 
cimiento económico a través del aumento de la tasa de inver- 
sión y en particular aquella que, perteneciendo al sector priva- 
do, provoque un efecto dinamizador y multiplicador en el 
aparato productivo. El hecho de relacionarla a líneas de crédi- 
to de mediano y largo plazo supone, a su vez, superar tenden- 
cias que existen en el mundo financiero de la especulación, 
cuando el crédito y el dinero se manejan más a corto plazo 
-diríamos que en cuestiones de horas y de días- alejándose así 
del destino natural de la inyección financiera, vinculado preci- 
samente a los sectores productivos que hacen al desarrollo del 
país. 


Las circunstancias de que estas instituciones se integren a 
las finanzas internacionales, aumentan la credibilidad de la 
captación de los créditos y recursos en la medida en que la 
potencialización de estas oportunidades no se hace sólo con 
los esfuerzos del país, sino también con el de las organizacio- 
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nes y tramas internacionales que se relacionan con este tipo de 
especialización, 


Los antecedentes en materia de Bancos de Inversión son 
múltiples. Ya desde el año 1933, como consecuencia del crac 
económico y financiero que se dio en los Estados Unidos, la 
ley “Glass-Steagall” establecía uno de los clementos incipien- 
tes en la creación de este tipo de banca. También los hubo en 
el mundo asiático, con los aportes que realizaron las institu- 
ciones financieras de Singapur, en lo que después se vinculó a 
la denominación de “Investment Bank”, y que luego en Fran- 
cia fueron recogidos en lo que allí se llamó “Banque d'affai- 


»” 


res”. 


En este esquema de especialización de la banca y del siste- 
ma financiero internacional se distingue entre banca múltiple 
y especializada. En ese sentido, señor Presidente, el mundo 
financiero se divide en estos dos aspectos y tanto en países 
desarrollados como en los subdesarrollados se puede constatar 
el funcionamiento de ambas ramas de este tipo de actividad. 
La banca especializada es propia de las economías y de los 
sistemas de los Estados Unidos, del Canadá, del Reino Unido; 
y la banca múltiple, por su lado, caracteriza el funcionamiento 
del sistema financiero de Alemania, Suiza, Austria y Bélgica. 


Sobre esta opción que se ofrece a cada uno de los países, 
entre impulsar un sistema financiero u otro, el Uruguay se vio 
enfrentado a la necesidad de elegir y decidir acerca de cuál 
sería la normativa y la orientación que se debería escoger. 


El Decreto-Ley N* 15.322, de Intermediación Financiera, 
opta por lo que podríamos denominar un sistema de banca 
múltiple para el país; en ese sentido, según se expresa en su 
exposición de motivos el sistema que la norma crea “constitu- 
ye el mínimo técnico imprescindible, salvaguardando al máxi- 
mo, como contrapartida, la libertad de comercio y la libre 
iniciativa individual”. 


Más adelante expresa, que ante la disyuntiva de fijar legal- 
mente los diversos tipos o categorías de empresas se ha opta- 
do por el sistema de banca múltiple que otorga a las empresas 
una gran amplitud operativa. Consecuente con los principios 
que informan este proyecto de ley -decía dicha exposición- se 
entiende conveniente que las especialidades del giro sean de- 
terminadas por las empresas, atendiendo fundamentalmente a 
las necesidades del mercado. 


De lo comentado surge que, entre las instituciones finan- 
cicras y aquellas cuyas funciones financieras primarias conlle- 
ven fines múltiples o universales, se optó, en razón de los 
fundamentos expuestos, por el segundo sistema, es decir, por 
el de la banca múltiple. 


Ahora bien, más allá del sistema general que nuestro país 
ha recogido, el artículo 3% de esta Ley N* 15.322 limitó el uso 
de la denominación “banco” o “bancario” a las empresas que 
hubieran obtenido la autorización para realizar las operacio- 
nes previstas en su artículo 17, es decir, recibir depósitos en 
cuenta corriente, girar con cheques, recibir depósitos a la vista 
y recibir, de residentes, depósitos a plazo. 
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A su vez, el artículo 18 fija un régimen de prohibiciones 
del que nos interesa destacar, fundamentalmente, el inciso d). 
De acuerdo con esta norma las empresas de intermediación fi- 
nanciera no podrán efectuar inversiones en acciones, obliga- 
ciones y otros valores emitidos por empresas privadas. 


Finalmente, el artículo 10 de la Ley N* 15.322 establecía 
que el número de autorizaciones para el funcionamiento de 
nuevos bancos no podrá superar anualmente el 10% de los 
existentes en el año inmediato anterior. 


De todo lo expuesto, señor Presidente, surgen claramente 
las limitaciones que existían en el sistema financiero urugua- 
yo para dar cabida al funcionamiento de esta modalidad espe- 
cializada que consagra los bancos de inversión. Por tal moti- 
vo, la ley de intermediación financiera debería ser modificada 
en sus aspectos específicos, a fin de permitir el funcionamien- 
to de este tipo de especialización dentro del marco de la banca 
múltiple o, de lo contrario, elegir la otra opción que significa- 
ba encarar una reforma total del marco normativo vinculado 
al sistema financiero. Esta opción permitiría ingresar en otro 
sistema que pudiera funcionar sobre los elementos que carac- 
terizan a la banca especializada. 


Precisamente, señor Presidente, este proyecto de Bancos 
de Inversión permitiría compatibilizar el sistema de banca 
múltiple, que establece la Ley N* 15.322, con una especializa- 
ción, la que se lograría mediante la modificación de algunos 
artículos que no permitían el funcionamiento de este tipo de 
bancas con sus propias y esenciales características, 


Todo lo expresado se vincula con el aspecto normativo y 
con la opción que el Poder Ejecutivo ha tomado, que la Cá- 
mara de Representantes ha aprobado y que la Comisión de 
Hacienda, en mayoría, pone a consideración del Cuerpo. 


Teniendo en cuenta este aspecto normativo o formal debe- 
mos examinar y analizar el contenido de carácter económico 
vinculándolo, también, a lo que es el funcionamiento de un 
país como el nuestro; es decir, cuáles son sus posibilidades, 
cuál es el ajuste que debe realizarse para lograr el modelo de 
país que se desea y, particularmente, cuáles son las herra- 
mientas formales o instrumentales que deben ponerse a dispo- 
sición de los objetivos que se persiguen. 


Personalmente considero -creo que esto es compartido por 
todos los señores senadores- que la situación económica del 
país se caracteriza por una baja capitalización de las empre- 
sas, por escasez de créditos y recursos financieros a largo 
plazo y, por una participación muy reducida de capital de 
riesgo. 


Encarado desde ese punto de vista es que este proyecto, 
con sus características especiales, funcionaría como un ele- 
mento dinamizador de la economía sobre dos aspectos. En 
primer lugar, desde un punto de vista instrumental se intenta- 
ría posibilitar la inyección de recursos financieros en el sector 
productivo y, en segundo término, que estos recursos financie- 
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ros, ya sea bajo la forma de capital accionario o posibilitando 
la movilización del mercado de capitales o, bajo la forma de 
recursos de liquidez financiera propios, tengan tales caracte- 
rísticas que permitan superar las dificultades de corto plazo en 
que se encuentra sumergido el sistema financiero del país, 


En este sentido, señor Presidente, dicho articulado, desde 
un punto de vista general, opta por impulsar la definición y 
reglamentación de la banca de inversión como figura autóno- 
ma, a fin de adaptar la realidad financiera a los cambios que 
su propio dinamismo determina. Además, en su artículo se- 
gundo establece el uso de la denominación “Banco de Inver- 
sión” en forma preceptiva, con lo que se produce una clara 
identificación de las funciones de la intermediación financiera 
de largo plazo. Al mismo tiempo, a través de su contenido, se 
consagra una modificación -tal como lo mencionamos ante- 
riormente- de las disposiciones del Decreto-Ley N* 15.322, 


De todas formas, cl núcleo del proyecto de ley se encuen- 
tra en las disposiciones contenidas en el artículo 3%, que se 
constituye en su norma medular en la medida en que identifi- 
ca las actividades básicas de una intermediación de activos y 
servicios financicros. En consecuencia, se faculta a estas insti- 
tuciones -literales A) y B)- a recibir depósitos de no residentes 
y contratar créditos externos para sí o por cuenta de terceros 
por plazos superiores a un año, pudiendo además -literal C- 
emitir obligaciones y valores. Del mismo modo se las faculta 
para efectuar inversiones o emisiones como forma de finan- 
ciar sus actividades -literal D)- pudiendo adquirir parte del 
paquete accionario de empresas no comprendidas por el De- 
creto-Ley N* 15,322, 


Por otro lado, como parte de esta marcada especialización 
de la banca de inversión, la actividad financiera de interme- 
diación pura se ve acompañada por otro tipo de esfuerzo, de 
carácter profesional y técnico, que le otorga características 
peculiares. Estas operaciones se complementan con una im- 
portante gama de servicios, asesoramientos financieros, admi- 
nistración de Carteras, representaciones, ejecuciones de man- 
dato por cuenta de no residentes, así como la realización de 
actividades de intermediación crediticias clásicas a mediano y 
largo plazo. 


Desde el punto de vista de los recursos humanos, que se 
manejan en este tipo de sistema, se comprueba una marcada 
especialización, lo que aumenta las posibilidades de profesio- 
nalización de aquellas personas que están vinculadas y que 
realizan su carrera en el ámbito de instituciones financieras a 
regularse por la futura ley. 


Por otra parte, cabe señalar que este articulado discurre 
también en algunos casos concretos y en algunas excepciones 
que no creo que sea conveniente discutir o analizar ahora en 
la medida en que, probablemente, cuando se vayan sostenien- 
do distintas posiciones en el curso de la sesión, se podrá inter- 
cambiar ideas al respecto. 


Antes de finalizar, señor Presidente, sería importante dejar 
constancia de cuál es nuestra posición como miembro infor- 
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mante y como parte de la mayoría, con relación a la compati- 
bilización de la de banca de inversión con el funcionamiento 
de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Hacemos hincapié en esto porque se trata de un clemento 
que se ha venido discutiendo en forma ardua e intensa a nivel 
de ambas Cámaras. Además entendemos -y estamos convenci- 
dos de ello- que este tipo de institución, o sea, la banca de 
inversión, no significa en modo alguno el funcionamiento ex- 
cluyente del resto de las instituciones financieras del país sino 
que, por el contrario, adquiere el carácter de complementario 
en la medida en que supone una herramienta más puesta al 
servicio de sus objetivos. Naturalmente dicha herramienta ten- 
drá que ser dotada de un contenido de carácter económico, a 
efectos de ser útil. 


En oportunidad de discutirse este tema a nivel de la Comi- 
sión de Hacienda tuvimos algunas discrepancias con varios 
colegas -lamentablemente algunos de ellos como cl señor se- 
nador Astori no se encuentran presentes en este momento- que 
no compartían dicho proyecto y sostenían, en forma categóri- 
ca, que su aprobación suponía el entierro definitivo de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. Además, manifesta- 
ban que el mismo constituía -seguramente esto lo escuchare- 
mos en Sala- un elemento negativo que iba contra el carácter 
nacional del sistema financiero del país. 


Deseo señalar que nosotros no compartimos esta posición, 
no sólo porque creemos que se introducen elementos de carác- 
ter complementario, sino porque además nos remitimos a las 
opiniones vertidas por el propio Presidente de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, quien en ocasión de discutirse 
este tema en la Legislatura pasada, tuvo la oportunidad de 
expresarse en el ámbito de la Cár ara de Representantes. 


Abusando del tiempo que se me ha otorgado y tratando de 
ser lo más breve posible, y para ir al encuentro de las críticas 
que podrán sostenerse más adelante sobre este tipo de incom- 
patibilidad de la banca de inversión con la Corporación Na- 
cional para el Desarrollo, me voy a permitir adelantar algunos 
de los conceptos vertidos por el contador Víspo, que en aquel 
momento desempeñaba la Presidencia de dicha Corporación. 
Precisamente, el contador Vispo señalaba que estas dos insti- 
tuciones no sólo no son excluyentes sino, que además, pueden 
jugar un rol complementario en la economía del país. 


El contador Vispo expresaba en la oportunidad menciona- 


da que luego de analizar el proyecto -estoy citando textual- . 


mente- “vinculándolo con la Ley N* 15,785, se infierc que los 
motivos que conducen a promover la instalación de los Ban- 
cos de Inversión, son algunos de los que originaron la crea- 
ción de la propia Corporación y que muchos de los negocios 
Jurídicos que éstos pueden celebrar son de la misma naturale- 
za que los que realiza la Corporación”. 


Decimos esto para que quede bien claro que, cuando hace- 
mos la cita de esta versión taquigráfica tratamos, de ubicarla 
en el contexto en el que el Presidente de la Corporación Na- 
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cional para el Desarrollo expuso su idea. Primero, porque 
entendía que existían elementos en común de la Banca de 
Inversión y de la Corporación Nacional para el Desarrollo y 
en segundo lugar, porque agregaba algunos comentarios, ya 
no tanto de carácter técnico, pero sí político, que creo es de 
interés compartir con los miembros del Senado. 


El contador Vispo decía: “Si bien puede ser que cn este 
tema se roce el área política, como cuerpo, entendemos que el 
hecho de que estos bancos puedan competir con la gestión de 
la Corporación, en un principio, no es negativo”. Añadía a su 
vez: “A nuestro juicio, no corresponde a la Corporación la 
discusión de la actividad relativa a los bancos comerciales y, a 
pesar de que hoy día estamos vinculados de alguna manera 
con ellos, ese es un punto que debe plantear la Asociación de 
Bancos. Entendemos que, desde el punto de vista de inversio- 
nes a mediano y largo plazo, la Corporación no tiene iñconve- 
niente en competir con instituciones de este tipo”. 


“En lo relativo a la competitividad de capital” -el contador 
Vispo decía- “pienso que el mercado mundial es de una am- 
plitud tan grande, que no se puede pensar que los organismos 
que financian inversiones en el Uruguay, no puedan competir 
con lo que para ellos son pequeñas inversiones. Es docir, si 
alguna otra empresa invierte en el Uruguay, la Corporación 
podría tener acceso a esos fondos; pero no lo tiene por el 
hecho de que está accediendo a Otra actividad. En general, 
cualquier forma de inversión que se haga dentro del marco 
legal, jurídico y ético, en un país subdesarrollado debía ser 
bienvenida”. 


Más adelante, agregaba: “En principio, no nos oponemos a 
competir; inclusive, quizás en el fondo tengamos la esperanza 
de poder realizar con algunos de estos Bancos de Inversión 
-si es que realmente se instalan- operaciones en conjunto, que 
serían importantes para la Corporación”. 


Como se puede ver, más allá de la eventual inocuidad de 
un sistema instrumental que debe tener contenido, las posicio- 
nes que sostenía, nada menos que el Presidente de la Corpora- 
ción para el Desarrollo, eran notoriamente favorables a la 
posibilidad de competir con este tipo de instituciones, en la 
medida en que la dinámica de los organismos vinculados al 
desarrollo de un país, no dependen exclusivamente de los 
aspectos formales, sino de la naturaleza intrínseca, de la ini- 
ciativa y del apoyo que, dentro y fuera del país, se les brinde 
por parte de los agentes económicos. 


Pero también es cierto que existe algún mito, o alguna 
posición bastante generalizada de que la Corporación Nacio- 
nal para el Desarrollo, más allá de las dificultades con que 
nació, y del relativo apoyo que tuvo por parte de las autorida- 
des en su potenciación, no es, como se piensa, un instrumento 
al servicio de empresas que se encuentran como se ha dado en 
llamar en el CTI 


La Corporación Nacional para el Desarrollo no es una 
especie de urgencia médica financiera que sale en auxilio de 
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aquellas empresas que se encuentran en malas condiciones, 
sino que funciona en la órbita de interés público con compe- 
tencias que le permiten, también, dinamizar y trabajar con 
empresas viables; esto es plantear y desarrollar iniciativas al 
margen de las crisis o dificultades que puedan sufrir algunas 
empresas del país. 


Esto, que parecería un poco extraño frente a la idea origi- 
nal que tenemos de la Corporación Nacional para el Desarro- 
llo, es lo que también ha manifestado el señor Vispo, refirién- 
dose a expresiones vertidas en la Cámara de Representantes 
por el señor representante Lescano. Allí decía: “En cuanto a 
lo que manifestaba el señor diputado Lescano sobre el funcio- 
namiento de la Corporación, es posible que exista parte de 
culpa nuestra y que la difusión pública que hayamos dado 
haya sido insuficiente. Creo que cuando se dice que la Corpo- 
ración sólo ha servido como una especie de CTI, se está muy 
lejos de la realidad. De las once empresas que ha tomado 
hasta el momento, sólo cuatro estaban en esa condición de 
graves. Por ejemplo, el proyecto agroindustrial “Mi Granja", 
del departamento de Colonia, es un proyecto nuevo, no de 
empresa fundida; lo mismo sucede con la planta textil de 
Cardona, o con la asociación que hemos hecho con la Coope- 
rativa Vitivinícola del Norte, en el área del proyecto VERNO, 
por lo que se han realizado una serie de actividades de este 


” 


tipo”. 


Luego, el Presidente de la Corporación describió la forma 
como funcionó esta Institución, demostrando fehacientemente 
que, más allá de las ideas generalizadas sobre este tema, la 
Corporación está en condiciones de desarrollar su actividad, 
no precisamente en forma incompatible con la Banca de In- 
versión y sí a favor de empresas que, no necesariamente, 
tienen que estar en situación crítica o grave, lo que se ha 
denominado el CTI empresarial. 


Más allá de lo que podamos compartir en adelante sobre 
este proyecto, mi intención era dejar estas ideas como miem- 
bro informante y, sobre todo, trasmitir el convencimiento de 
que, la Banca de Inversión es un instrumento de carácter fi- 
nanciero que, por sí mismo, no significa la solución a los 
problemas del país. Es sólo un instrumento o una herramienta. 


Sin embargo, las normas que regulan la actividad del capi- 
tal nacional como del extranjero, son elementos indispensa- 
bles para que quienes quieran invertir en el país tengan la 
tranquilidad y el respaldo de su estabilidad. 


En conclusión, estimamos que esta norma no es la panacea 
para el país, desde el punto de vista formal y económico, pero 
es un buen instrumento que debemos apoyar y aprobar. Pensa- 
mos que la Banca de Inversión es una herramienta importante 
para la inversión en el sector productivo y para facilitar la 
inyección de capital de riesgo a mediano y largo plazo. En 
última instancia, creemos que es complementaria con la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo, de forma tal que no 
estamos renunciando a la filosofía y al impulso que a su naci- 
miento le dimos, sino que estamos incorporando al sistema 
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financiero del país, mecanismos coadyuvantes que permitirán, 
desde el punto de vista instrumental, crear las condiciones 
para que el país pueda fomentar y recurrir a una inversión 
mayor en sus distintos sectores y, particularmente, en el pro- 
ductivo. 


Por este motivo es que manifestamos nuestra posición fa- 
vorable a la aprobación de este proyecto de ley. Esto es lo que 
por ahora tenemos que expresar. 


SEÑOR CID. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CID. - Señor Presidente: vamos a exponer breve- 
mente la posición de la bancada del Frente Amplio. Creemos 
que hemos abundado en distintos detalles, a través de su am- 
plia discusión parlamentaria, con lo expresado por nuestra 
bancada, fundamentalmente por el contador Alberto Couriel, 
así como por la intervención del señor senador Danilo Astori 
en la Comisión de Hacienda quien, lamentablemente, no está 
presente en el día de hoy. Hemos señalado los argumentos en 
contra de esta nueva figura que se pretende aprobar en esta 
sesión, y sobre lo que tenemos serias reservas. 


Esas reservas no son exclusividad del Frente Amplio, sino 
que son compartidas por algunos otros sectores que integran la 
Comisión de Hacienda. 


Además, lo que nos resulta significativo y trascendente 
son las dudas expresadas en el seno de dicha Comisión, por 
parte de las personalidades que asistieron como asesoras, 
como lo fueron el señor Vicepresidente del Banco de la Repú- 
blica, contador Walter Pagés y el economista José Manuel 
Quijano. Estas dos figuras, de indudable destaque en la vida 
económica del país -reitero- manifestaron sus dudas en rela- 
ción con la creación de este nuevo instrumento. 


Seremos un poco repetitivos ya que, indudablemente, la 
versación del señor senador Astori nos exime de que podamos 
interpretar, reproducir o ampliar los argumentos que él dio en 
su momento, en la Comisión de Hacienda, con los que, ade- 
más, coincide la bancada del Frente Amplio. 


Concordando con el señor miembro informante debemos 
decir que, obviamente, el Uruguay necesita un impulso de 
inversión productiva que, por distintos motivos, ha sido larga- 
mente diferido, provocando que nuestro país arrastre una si- 
tuación deprimente desde el punto de vista económico. En 
este punto no hay desacuerdo, es decir, en los objetivos últi- 
mos del proyecto, así como tampoco lo hay en cuanto a la 
posición del Frente Amplio de reivindicar y defender la idea 
de que ese instrumento sea tan válido como la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. 


En tal oportunidad, el señor senador Astori señaló en el 
seno de la Comisión: “Cuando se discutieron los regímenes 
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tributarios para las sociedades anónimas, se estableció que el 
Uruguay carecía de un fundamento de proyecto que facilitase 
la recreación de un mercado de valorcs que funcionara en 
apoyo de la inversión productiva. Asimismo, señalamos que 
dicho mercado funcionaba, fundamentalmente, en el entorno 
de los valores públicos de tipo financicro, y que no constituía 
un elemento dinamizador de la inversión”, 


Expresó, asimismo, que es fundamental tener vn mercado 
de capitales, que funcionase absolutamente articulado a las 
necesidades de dinamizar la inversión. Además, que nuestro 
país necesita instituciones de tipo bancario que se artículen a 
esta necesidad, a efectos de impulsarla y estimularla. 


Manifestó, también, el señor senador Astori lo siguiente: 
“En consecuencia, si por banca de inversión entendemos un 
instrumento financiero al servicio de la inversión productiva, 
no tendríamos ningún reparo en reconocer que Uruguay nece- 
sita este tipo de banca. 


El primer fundamento que tenemos para oponernos a este 
proyecto de ley es, si se quiere, de oportunidad histórica. El 
Uruguay ha venido atravesando notorios problemas en su ám- 
bito financiero. Inclusive todos estos días hemos venido discu- 
tiendo a propósito de traumas muy importantes, que se arras- 
tran de mucho tiempo atrás, de problemas financieros que 
arrancaron en los añios 60 y que el Uruguay todavía no ha 
podido resolver, 


El actual sistema bancario del Uruguay no está conectado 
con el productivo”. Eso es indudable. “Curiosamente, a medi- 
da que ha venido avanzado el volumen de la operación de este 
sistema financiero, menores han sido sus efectos sobre el aho- 
rro público y la inversión productiva. Paradojalmente, cuanto 
más grande ha sido el volumen de fondos que manejó el 
sistema financiero hasta llegar a la situación actual, que es 
incomparable respecto a la del pasado, el ahorro genuino de la 
sociedad uruguaya, que se vuclca a la inversión, ha venido 
cayendo progresivamente y, por otra parte, la inversión pro- 
ductiva también. Tenemos, entonces, un sistema financiero 
que funciona muy mal, sobre todo en relación al objetivo que 
planteábamos al principio de dinamizar la inversión producti- 
va. Este sistema financiero no lo ha conseguido; funciona al 
costado de la inversión productiva, no tiene ningún contacto 
con ella, Es un sistema que fundamentalmente recibe fondos 
del exterior; también algunos otros provenientes del mercado 
interno que vuelve a colocar en el exterior o los asigna a la 
adquisición de valores públicos: Letras de Tesorería o Bonos 
del Tesoro. Esa es la operatoria predominante en el sistema 
financiero actual, 


En estas circunstancias, cuando el Uruguay todavía ho ha 
resuelto esos problemas y estamos necesitando un gran debate 
-como ya hemos tenido oportunidad de plantearlo y lo vamos 
a seguir haciendo- no sólo nacional sino parlamentario, sobre 
qué hacer con este sistema, qué cambios introducirle, cómo 
orientarlo para dar impulso a la inversión productiva, sabicn- 
do que además hemos creado instituciones financieras nuevas 
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en el país en los últimos años como la Corporación Nacional 
para el Desarrollo” -a la que vamos a referimos particular- 
mente- “nos parece que esta no es la oportunidad de crear una 
nueva figura para proteger esa inversión productiva”. 


Este fue uno de los primeros argumentos que el señor 
senador Astori expresó en la Comisión de Hacienda, que con- 
tinúa teniendo la máxima validez y fuerza, en el sentido de 
que no es oportuno, por lo menos ahora, introducir una nueva 
figura, sin haber agotado las posibilidades de las otras que ya 
existen y que fueran aprobadas por este mismo Parlamento 
desde 1985. 


Continuando con lo manifestado por el señor senador As- 
tori, expresó lo siguiente: “El segundo argumento está implí- 
citamente adelantado en el primero, y es la existencia de una 
institución nueva, que nació con un gran consenso nacional” 
-nos estamos refiriendo a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo- “que fue, de alguna manera, gestada por el con- 
junto de las fuerzas políticas del país, sin excepciones. Fue 
producto de aquellos mecanismos de concertación”, que ocu- 
rricron en el Uruguay. Ese mecanismo de concertación, justa- 
mente, diseñó una nueva figura que es la Corporación Nacio- 
nal para el Desarrollo que, al entender del señor senador Asto- 
ri, debería funcionar como un Banco Nacional de Inversión 
porque “prácticamente puede realizar todo lo que se espera de 
él y particularmente en lo que se refiere al apoyo a la inver- 
sión productiva. Además posee la característica fundamental 
de ser una institución nacional y tener la posibilidad de reali- 
zar, desde su seno, una conducción nacional de apoyo al pro- 
ceso de inversión. No es una concepción estatizante; por el 
contrario nace como una persona de Derecho Público estatal. 
Esa es su naturaleza jurídica. 


El propio proyecto de ley de creación de esta institución 
habilita, según todos podemos recordar, a la incorporación de 
capital privado nacional y extranjero y, al mismo tiempo, a la 
participación de este capital no público sino privado, nacional 
y extranjero, en la operatoria de la Corporación y, por supues- 
to, en la dinámica del proceso productivo. 


En este sentido, quisiera recordar brevemente un par de 
artículos de la Ley N? 15.785, de 4 de diciembre de 1985, que 
es la Ley de Creación de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. En particular desearía destacar sus artículos 11, 19 
y 20". 


“El artículo 11 establece las competencias de la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo y habla de incentivar el desa- 
rrollo empresarial con participación del sector privado; favo- 
recer la creación de empresas; fortalecer las existentes y parti- 
cipar total o parcialmente en su capital -esta es una función 
típica de la banca de inversión- colaborar en la ejecución de 
las políticas económicas sectoriales mediante la promoción de 
la inversión de capitales en sectores empresariales prioritarios; 
analizar y señalar campos para nuevas inversiones; preparar 
proyectos concretos de inversión y promover el estudio de 
mercados para nuevos productos y para la colocación de la 
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producción nacional. Luego, esta disposición prevé otros co- 
metidos de esta flamante institución que se creaba en el país, 
agregando en particular el siguiente, que me parece de suma 
importancia destacar: contribuir a la expansión del mercado 
de valores, favorecer la creación de empresas por acciones, 
cooperativas y otras formas de cogestión empresarial, promo- 
ver la ampliación de capital en ramas de la actividad nacional 
donde se requiera la producción en escala y los recursos del 
sector privado sean insuficientes”. 


Entonces, queremos expresar que en diciembre de 1985, a 
través de este mismo Parlamento, se estaba promoviendo lo 
que hoy se denomina una banca de inversión. A efectos de 
apoyar esta posición, vamos a analizar ahora el artículo 19 -ya 
lo hicimos con el artículo 11- que establece que el capital a 
aportar por los accionistas privados se integrará de la siguien- 
te manera: “a) Con el aporte que realicen las instituciones de 
intermediación financiera, en particular las que transfirieron 
su Cartera al Banco Central del Uruguay. La reglamentación 
determinará las condiciones y modalidades de este aporte”. 
Por su parte, el literal b) dispone: “Con el producido de la 
emisión y colocación de acciones de la Corporación al públi- 
co, en las condiciones y oportunidades que determine el Di- 
rectorio”. Más adelante, el literal c) expresa: “Con la capitali- 
zación de las utilidades correspondientes a la participación de 
los accionistas privados, en la forma y condiciones que deter- 
mine la reglamentación”. 


En consecuencia, se estaban creando todas las condiciones 
para que la Corporación Nacional para el Desarrollo fuera un 
banco de inversión y, en particular, se estaban estableciendo 
los mecanismos preferentes sobre cuya base operaría este tipo 
de banco. 


Conviene detenerse en el estudio del literal a) que como 
mencioné, expresa: “Con el aporte que realicen las institucio- 
nes de intermediación financicra, en particular las que transfi- 
rieron su Cartera al Banco Central del Uruguay. La reglamen- 
tación determinará las condiciones y modalidades de este 
aporte”. Este literal cobra especial significación ya que jamás 
se puso en práctica porque las instituciones de intermediación 
financiera que vendieron sus Carteras nunca aportaron precep- 
tivamente a la capitalización de la Corporación Nacional para 
el Desarrollo, por la sencilla razón de que la última oración 
-que se refería a la reglamentación- no llegó a cumplirse. 


Finalmente, queremos analizar el artículo 20 de la Ley 
N* 15.785, según el cual las instituciones privadas de interme- 
diación financiera podrán mantener en sus activos bonos u 
obligaciones que emite la Corporación Nacional para el Desa- 
rrollo en los montos que indica la reglamentación que al efec- 
to dicte el Banco Central del Uruguay. 


Los bonos u obligaciones emitidos por la Corporación po- 
drán ser utilizados de varias maneras. Es decir que aquí se 
estaba cerrando el circuito de lo que es un banco de inversión 
y sus cometidos y funciones. Se establecía que las institucio- 
nes privadas de intermediación financiera podrían mantener 
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en sus activos bonos u obligaciones que emitiera la Corpora- 
ción. Es decir que cuando se creaba la Corporación Nacional 
para el Desarrollo, se estaba previendo todos estos extremos, 
Bueno es recordar que esa institución surgió de la Concerta- 
ción Nacional Programática, tal como se señalara en el infor- 
me que presentó el señor senador Astori ante la Comisión de 
Hacienda. En él se indicaba la participación del contador Bu- 
chelli, por el Partido Nacional, la del actual Director del Ban- 
co de la República, señor César Rodríguez Batlle, por el Parti- 
do Colorado, la del contador Pérez Piera, por la Unión Cívica, 
y la del contador Alberto Couriel por el Frente Amplio. Se 
llevó a cabo un trabajo prolongado, exhaustivo, teniendo 
como meta ese instrumento que podría dinamizar la inversión 
productiva en el Uruguay. Pero, ¿qué sucedió? Eso ya fue 
mencionado en el informe en mayoría realizado por el señor 
miembro informante, pero igualmente lo voy a reiterar. La 
Corporación Nacional para el Desarrollo -y voy a utilizar una 
expresión del señor senador Astori- tuvo la suerte de una hija 
mal querida, porque desde un comienzo se redujo violenta- 
mente su capital. Se había pensado que éste fuera de 
U$S 100:000.000, y terminó siendo de U$S 10:000.000, ac- 
tualizados al tipo de cambio del momento. Y si es cierto que 
en el aspecto formal no ha actuado únicamente como un CTI 
-parafraseando al señor miembro informante- podemos decir 
que ha rendido mucho menos de lo esperado. 


En todo caso, esta es historia reciente y, además, no tengo 
suficiente competencia como para entrar en ella, 


La bancada del Frente Amplio considera que el país ya 
cuenta con un instrumento en vigencia para cumplir las fun- 
ciones de un banco de inversión; ese instrumento se llama 
Corporación Nacional para el Desarrollo. Lo único que se 
requiere es voluntad política para hacerla funcionar de acuer- 
do con lo que indica su ley de creación. 


Muchas gracias. 
SEÑOR VIERA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR VIERA. - El señor senador Cid ya ha dejado sen- 
tada la posición de nuestro sector con respecto a este proyec- 
to. Sin embargo, queremos realizar algunas apreciaciones 
complementarias. 


¿Nos encontramos ante un simple problema de especiali- 
zación, de eficacia en la actividad financiera? Creemos que 
no; estamos ante una modificación importante del sistema 
bancario, anulando disposiciones prohibitivas -en realidad, és- 
tas ya habían sido dejadas sin efecto por un decreto de la 
dictadura- que regían desde el año 1965 y autorizando a deter- 
minadas actividades financieras a realizar inversiones, adqui- 
rir acciones, obligaciones o parte del capital de empresas, 
otorgar préstamos a mediano y largo plazo, asesorar en la ad- 
ministración de empresas, etcétera. 
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Consideramos que éste es un paso hacia la extranjeriza- 
ción del país, que contribuye a la dominación de la industria 
nacional por parte del capital extranjero, fortaleciendo la prin- 
cipal característica de este último: la imbricación, la fusión de 
la banca con las empresas en un mismo mecanismo, 


A esta altura, corresponde realizar una apreciación gene- 
ral. Estimo que esto forma parte, señor Presidente, de una 
orientación neoliberal que se compagina con las iniciativas 
tomadas en otros aspectos a efectos de privatizar los Entes del 
Estado. Es decir que se trata de eliminar o disminuir la inter- 
vención del Estado en sectores estratégicos, no en favor del 
capital nacional sino del transnacional, único capaz de asumir 
económicamente tales funciones y, a la vez, penetrar en la 
propia industria nacional. 


Hoy está de moda la prédica contra los monopolios, pero 
en realidad se trata de un problema de desnacionalización. 
Considero que ahora vamos hacia una mayor monopolización 
de la industria. Sabido es que en este sector también hay 
monopolios y que existen algunos grupos económicos fuertes, 
mientras que la mayor parte de él enfrenta grandes dificulta- 
des. 


Cuando decimos todo esto, no estamos hablando de inten- 
ciones personales... 


SEÑOR RAFFO. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR VIERA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - Señor Presidente: simplemente deseo 
manifestar que el presente proyecto a consideración del Sena- 
do, aprobado por la Cámara de Representantes, tuvo su origen 
en una iniciativa del Poder Ejecutivo anterior, de julio de 
1987. Este fue aprobado con una modificación por la Cámara 
de Senadores en agosto de 1989. En ese momento, los bloques 
parlamentarios que probablemente voten este proyecto, no es- 
taban pensando en algunas políticas de gobierno que esta 
Administración pretende llevar adelante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Viera. 


SEÑOR VIERA. - El problema es que, desde cl punto de 
vista de la orientación económica, entre el Gobierno actual y 
el anterior, no existe una diferencia sustancial. Por supuesto 
que cada uno tiene características propias. Si en mi concepto 
el Gobierno anterior fue un administrador de la crisis, el ac- 
tual, en otro momento, procura una remodelación económica 
profunda que, a mi juicio, no va a ír en favor de los intereses 
nacionales. 
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¿Estamos ante un mecanismo que tiende a favorecer el 
capital financiero? 


Cuando hablamos de capital financiero no hacemos una 
afirmación meramente política o de lenguaje de tesís, sino en 
base a la realidad y las tendencias actuales. 


En la Comisión estuvo el economista Juan Manuel Quija- 
no, quien preguntó si la intención era promover el surgimiento 
de lo que suele llamarse “grupos financieros” en el Uruguay, 
donde la banca a la vez está vinculada con la actividad indus- 
trial y comercial. ¿Existe esa intención o no? Si esto no es así, 
hay que controlar que esto no ocurra. Si la hay, habría que 
especificar bajo qué reglas puede darse. 


Es decir que tiene que existir una norma de control y no el 
control genérico por parte del Banco Central. Sobre la falta de 
control vamos a insistir. Pero antes tenemos que seguir con las 
consideraciones generales. 


¿Podemos crear este nuevo instrumento sin antes haber 
analizado en conjunto el sistema financiero? Este fue uno de 
los temas que planteó en la Comisión el señor senador Astori. 


Si analizamos la situación de nuestro país frente a esta 
realidad en que nos encontramos, donde existen las cifras más 
bajas de inversión en un momento de auge del sistema finan- 
ciero, se puede hablar de la necesidad de un mercado de 
capitales y de la liberalización de los mismos. Pero no tene- 
mos más remedio que recordar que el sistema financiero que 
rige en el Uruguay, tan deformado, tan extranjerizante, tan 
propenso a la quiebra de bancos y a la nacionalización de las 
pérdidas, tiene un punto de partida: la reforma cambiaria y 
monetaria. Otro mojón fundamental fue la decisión de la dic- 
tadura en 1974, la libre entrada y salida de capitales y la 
eliminación del curso forzoso de la moneda nacional. 


Estos sistemas financieros, cuya actividad no ha sido con- 
veniente para la inversión en el país, nos trajo la venta de 
carteras y el problema del Banco Comercial, para citar uno de 
los últimos hechos. Le ha costado mucho al Erario Público, 
porque se ha terminado de privatizar en favor de capitales 
extranjeros. ¿Nuestro sistema financiero, acaso, ha redundado 
en beneficio de una política sana de créditos, de una disminu- 
ción de las tasas usurarias de interés? No; es un sistema finan- 
ciero en el que por la acción de la banca privada y también 
del Banco República, en algunos aspectos, en vez de invertir 
se van los capitales al exterior. Con estos instrumentos vamos 
hacia una mayor extranjerización. 


Pregunto: para esta banca de inversión, ¿ha existido de- 
manda de las instituciones nacionales, si es que alguna queda? 
No; la demanda proviene del CITICORP, integrado por el 
Citibank, que es uno de tos principales acreedores del país y 
que tuvo tanta responsabilidad en la nefasta operación de ven- 
ta de Carteras. Esta banca, si bicn puede recibir sólo depósitos 
de no residentes o plazos superiores a un año, al poder colocar 
títulos, obligaciones, etcétera, puede captar ahorros locales 
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que le servirán para realizar inversiones que serán propiedad 
de extranjeros. 


Quizás también se expresó en la Comisión que el propósi- 
to de esta banca de inversión será intervenir en las operacio- 
nes relacionadas con la deuda externa, en el mercado secunda- 
rio, como un medio para apoderarse de empresas. ¿Ácaso 
nosotros nos oponemos a que existan instrumentos para incen- 
tivar la inversión y la necesidad de un mercado de valores y 
un sano mercado de capitales, ya que estamos en un régimen 
capitalista, aun cuando queremos cambios que modifiquen la 
situación de dependencia en la economía uruguaya? 


Preguntamos, coincidiendo con los señores senadores Ás- 
tori y Cid: ¿para qué se creó la Corporación para el Desarro- 
llo? El informante nos decía que hay terreno para todo: para la 
Corporación para el Desarrollo y para el Banco de Inversión. 
¿Podemos comparar los grandes capitales financieros interna- 
cionales con una Corporación para el Desarrollo que estaba 
concebida, en realidad, como un banco para conjugar el apor- 
te del Estado, del capital privado con el fin de crear empresas 
y fortalecer las existentes, preparando proyectos para sectores 
prioritarios? También contribuye al mercado de valores el 
favorecer la creación de empresas por acciones y de coopera- 
tivas. 


El señor senador Cid analizaba cuál fue la suerte de la 
Corporación para el Desarrollo. Primero hizo referencia a la 
forma en que recibía el aporte de capitales y se estableció la 
necesidad del aporte de las instituciones de intermediación 
financiera, en particular las que transfirieron sus Carteras al 
Banco Central. Había que reglamentar esto, pero no se hizo y 
en vez de U$S 100:000.000 se fue a U$S 10:000.000. Enton- 
ces, ¿cómo podemos decir que se iguala a este Banco de 
Inversiones con esta Corporación para el Desarrollo? No va- 
mos a entrar en la discusión de sí se trata de un tratamiento 
intensivo de CTT o de un cuidado intermedio, pero evidente- 
mente la Corporación para el Desarrollo no está cumpliendo 
con las finalidades para las cuales fue creada. También tenía 
que intervenir el Estado y el Capital privado, aún el extranje- 
ro. 


Existen otras objeciones fundamentales. Una de ellas es la 
pérdida de control nacional sobre estas operaciones, aun cuan- 
do existiera un control determinado del Banco Central, Se 
trata del problema de las prioridades del país, no lo que van a 
determinar estas instituciones extranjeras. Se trata de las prio- 
ridades que el país necesita para sus industrias y esto es lo que 
tendría que hacer la Corporación para el Desarrollo y no lo 
que determine el capital extranjero. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR VIERA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Viera. 
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SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: creo que el se- 
ñor senador Viera está manejando un hilo argumental que, por 
lo que he advertido, es reiterativo de lo que hemos escuchado 
de parte de su grupo político en la Comisión. 


Este tema fue discutido en la Legislatura anterior, y vuelve 
al Senado porque entonces tuvo solamente media sanción, y 
ahora se trata de convertirlo en ley. El tema relacionado con 
lo que haría o no una banca de inversión que se instalara en el 
país, va a depender de los controles que la ley prevé, Antes de 
que funcione la ley, y de que intervenga el Banco Central, que 
tiene facultades para controlar, no se puede criticar una ley 
que, en ese sentido, a su vez debe integrarse dentro de otras 
normas legales y reglamentarias que están relacionadas con la 
actividad bancaria. A mi entender es absolutamente equivoca- 
do plantear el asunto distinguiendo entre “lo que es nacional” 
y “lo que es extranjero”. Tenemos que hacer el esfuerzo de 
superar éste, que es uno de los tantos tabúes que nos están 
haciendo perder la adecuada comprensión de cuál es el pro- 
blema que se quiere resolver, y cuáles son las medidas que se 
proponen para que el mismo desaparezca o se atenúe. 


En este momento los países socialistas son el mejor ejem- 
plo de un cambio radical en estas concepciones. Lo que se 
llama “extranjerizar” la economía yo lo llamo en este caso 
“abrir” la economía. En los países socialistas la preocupación 
es mayor que en los que no lo son. Y no es ello una paradoja, 
porque quizás los países socialistas han sufrido en mayor pro- 
porción que otros los inconvenientes de economías altamente 
centralizadas. 


Esta es una primera reflexión ante lo que vengo escuchan- 
do, señor Presidente. 


La otra es señalar mi desconcierto frente a las referencias 
que también hizo el señor senador Astori en Comisión y que 
ahora vuelvo a oír, respecto del papel que debería desempeñar 
y que se dice que hoy no tiene, la Corporación para el Desa- 
rrollo, 


El señor senador Astori, en su intervención en Comisión 
que figura en el Repartido (página 49) señalaba que, desde su 
punto de vista, el país tiene instrumentos en vigencia para 
cumplir con la función de banca de inversión. Lo mismo está 
ahora manifestando el señor senador Viera. 


Y agregaba: “Este instrumento se llama Corporación Na- 
cional para el Desarrollo. Lo único que se requiere es volun- 
tad política para hacerlo funcionar, de acuerdo con lo que 
indica su ley de creación”. Pero, ¿en qué consiste la voluntad 
política? Voluntad política implica querer algo pero, además, 
poder hacerlo y, para ello, naturalmente tienen que estar da- 
dos los medios. Es decir que no basta con el mero voluntaris- 
mo. También se requiere contar con los instrumentos idóneos 
para llegar a lo que se desea. Pero dos páginas después incurre 
en lo que, a mi juicio, es una contradicción, y lamento que no 
esté en Sala cl señor senador Astori para que me la explique. 
Dos páginas después de señalar que la solución está dada a 
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través de la Corporación Nacional para el Desarrollo, que sí 
puede funcionar como banca de inversión, dice que es público 
y notorio que no hay en el país fuerza suficiente en el merca- 
do de capitales para, en primer término, instaurar una banca 
nacional de inversión privada y, en segundo lugar, para apor- 
tar capital a instituciones extranjeras. Esta segunda afirmación 
del señor senador Astori -que comparto- es absolutamente 
contradictoria con la que acabo de leer, que figura en la pági- 
na 49, donde señala que es la Corporación Nacional para el 
Desarrollo la que debe asumir esta función de banca de inver- 
sión. 


La banca de inversión podría ser desarrollada por la Cor- 
poración si estuviera en condiciones de hacerlo. Pero sabemos 
que no es así. Traigamos, entonces, el complemento del exte- 
rior. Y la soberanía no está en juego -desde mi modesto punto 
de vista- por el hecho de que venga capital extranjero al país, 
sino en la forma en que el Uruguay le haga sitio, y determine 
las reglas a las que debe sujetarse ese capital. La soberanía no 
depende de la llamada “nacionalidad del capital” sino de la 
forma, acertada o equivocada, digna o indigna, en que la nor- 
mativa del país de que se trate -en este caso, el Uruguay- 
reciba y trate a ese capital extranjero. 


Reitero que esta línea argumental, por una parte afirma 
que es la Corporación la que debe actuar como banca de 
inversión, si hay voluntad política para ello, y, por la otra, 
contradictoriamente, que no hay capitales en el Uruguay, ni 
públicos ni privados, como para que ella tenga la función de 
una banca de inversión. 


Era cuanto quería señalar, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor. 


SEÑOR VIERA. - Demostrando gran capacidad de sínte- 
sis, el señor senador Ricaldoni ha opuesto tantas objeciones 
que no sé si podré recordarlas todas. 


En primer lugar, en materia de control hemos tenido tantas 
desgraciadas experiencias y casos resonantes, que me parece 
que no puede usarse como argumento para contradecir lo que 
expreso. Por Otra parte, no estaba centrando tanto mi exposi- 
ción en el control estrictamente bancario o financiero, sino en 
las prioridades. Es decir, en una Corporación Nacional para el 
Desarrollo que da determinadas prioridades en lugares estraté- 
gicos, para desarrollar la inversión y la economía. Pero esas 
entidades financieras llamadas bancas de inversión no nos 
ofrecen ninguna garantía. 


En lo que tiene que ver con el mundo socialista, se trata de 
un tema muy complejo y no puedo contestar en este momento 
«en medio de una intervención relativa a una ley nacional- su 
pregunta, pero aclaro que estoy dispuesto a debatir en cual- 
quier momento sobre este problema. 


En cuanto al tema de lo nacional y lo extranjero, debo 
decir que cuando nos referimos a ello no lo hacemos por 
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xenofobia, sino porque ya es conocido que el capital imperia- 
lista extrae la plusvalía y ello, en general, no redunda en 
beneficio de la reproducción ampliada del capital en el país, 
El propósito de extranjerización es claro tal como lo dice el 
articulado, la exposición de motivos y también el informe. La 
extranjerización se haría por varias vías; sobre todo, por una 
específica: estas empresas podrán adquirir parte del paquete 
accionario de otras no comprendidas en el Decreto-Ley 
N? 15,322, o sea, las que no son de intermediación financiera. 
Todavía no hay ánimo para que se inmiscuyan en la interme- 
diación financiera; pero, si se sigue por este camino, también 
se puede llegar a eso. 


Además se autoriza al personal de los bancos de inversión 
a ocupar cargos de Dirección o Gerencia en las empresas 
financieras asistidas y se eliminan las limitaciones que actual- 
mente rigen para la banca comercial. Me parece que la norma 
está mal citada en el informe porque se alude al literal c) del 
Decreto-Ley N* 15.322, que dice que un banco de inversión 
no podrá otorgar créditos a su personal superior o a las empre- 
sas en que estos actúan en forma rentada u honoraria. Esto se 
anula; pero se trata de un tema menor. No sé bien por qué se 
cita, por cuanto el artículo 6% dice expresamente que, en los 
casos en que integrantes del personal de un banco de inversión 
sean designados para ocupar cargos de Dirección o Gerencia 
en las empresas asistidas, en la forma prevista en la presente 
ley, este decreto no será aplicable. Pero el problema central 
no es éste, sino que se emplea una manera indirecta de decir 
las cosas. En realidad, el personal de Dirección de la banca de 
inversión puede ocupar cargos de Dirección cn las empresas 
asistidas. Si no recuerdo mal, esto se prohibió en 1965, con 
motivo de las normas dictadas ante la crisis del Banco Trans- 
atlántico. Ahora se establece sin limitaciones. Es la imbrica- 
ción perfecta: bancos, empresas, capitales y participación per- 
sonal de los dirigentes de bancos en las empresas; sólo falta la 
definición precisa que Lenin dio a esto -y me permito citarlo- 
denominándolo capital financiero. ¿Es que esto va a sanear cl 
sistema financiero? Creo que los que han contribuido tanto a 
que nuestro sistema financiero no sirva realmente al interés 
nacional, ahora no lo van a ayudar a mejorar. Lo único que se 
logrará es agravar sus males y extranjerizar aún más el siste- 
ma bancario. Finalmente, tampoco creemos que sirva a las 
necesidades de inversión que requiere el país. Sí va a servir 
para internacionalizar más los grandes capitales nacionales 
-porque también hay grupos nacionales monopolistas- es de- 
cir, va a aumentar la tendencia a la colocación en el exterior y 
en títulos del sistema financiero nacional y va a concentrar y 
centralizar más el capital del país. Según el libro de Luis 
Stolovich “El Poder económico en el Uruguay actual” -que es 
de cierta antigiiedad- ya en los últimos años, 20 empresas 
realizaban el 35% de las exportaciones y entre 64 y 72 empre- 
sas realizaban más del 70% de ellas. Es decir que ya existían 
grandes empresas como grupos económicos y este proyecto va 
a estimular ese proceso. Esta ley podrá figurar mañana como 
mérito ante el Fondo Monetario Internacional y el Banco 
Mundial, pero no creemos que sea conveniente para el país, 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - Muchas gracias, señor senador Zuma- 
rán. 


Naturalmente, no creo que sea oportuno realizar ningún 
tipo de debate político y pido excusas al señor senador Viera 
-no crea que lo hago con espíritu de picardía- por este tipo de 
comentario, pero no me puedo sustraer a la tentación de com- 
partir con el Cuerpo algunas experiencias que hasta hace po- 
cos días vivimos en la Unión Soviética. Me refiero a la Unión 
Soviética, no por razones de afinidad ni por tratar de filtrar 
mensajes subliminales sobre la posición ideológica del señor 
senador, sino porque él citó la figura de Lenin. Por eso tam- 
bién me gustaría trasmitir la inquietud que la Unión Soviética 
ticne hoy respecto de la inversión extranjera. 


En la Unión Soviética me preguntaron sobre dos situacio- 
nes, a las que respondí con mucho gusto: por un lado, lo 
relativo a la Ley de Zonas Francas ya que ese país está intere- 
sado cn instalar una en Leningrado que, como se recordará, 
cuando se consideró en la Legislatura anterior, ésta no contó 
con los votos de la bancada del Frente Amplio; y aclaro que 
digo esto sin ningún tipo de picardía, sino simplemente como 
una constatación. Por otro lado, también se me consultó con 
respecto al tema de la extranjerización. ¿Acaso se contradice 
el pensamiento de Lenin si en la Unión Soviética se plantean 
ahora temas tales como la plusvalía, el capital financiero in- 
ternacional, la presencia de la banca internacional -la alema- 
na, la norteamericana, la japonesa- la creación de “holding” y 
de bancos de inversión? ¿Esto está contradiciendo el pensa- 
miento de Lenin o, en cierta forma, lo está acomodando al 
cambio de los tiempos? Porque no se puede desconocer la 
importancia que en el momento actual tiene el capital y la 
internacionalización de la economía. 


Aclaro que he solicitado esta interrupción simplemente a 
los efectos de trasmitir esta vivencia que tuve. Esto que he 
comentado se plantea nada menos que en la patria de Lenin. 
Naturalmente, y con todo respeto, porque es parte de nuestro 
esquema democrático, debemos intercambiar ideas sobre la 
filosofía que desarrolló Lenin; pero es interesante hacer notar 
que se está planteando este tipo de contradicciones y que se 
están produciendo aspectos que podrían hacer sostener a Le- 
nin que el capital financiero está extrayendo la plusvalía de 
sus connacionales en su propia tierra. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR VIERA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 
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SEÑOR ZUMARAN. - Muy a mi pesar, me han transfor- 
mado en árbitro de la palabra. Con mucho gusto le voy a 
conceder la interrupción debido a las frecuentes alusiones po- 
líticas de que ha sido objeto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Viera. 


SEÑOR VIERA. - En primer lugar, creo que debemos 
tener presente que estamos estudiando un proyecto nacional. 
Hubiera preferido que el señor senador Abreu hubiera abunda- 
do en argumentos de por qué hay que extranjerizar tanto al 
sistema financiero, pero enfocando la cuestión desde un punto 
de vista uruguayo. ¿El señor senador Abreu no cree que el 
Uruguay es un país dependiente? 


En cuanto al tema de la Unión Soviética, ¿el señor senador 
Abreu piensa que en ese país hay capital privado? ¿Cree que 
se puede decir que es una sociedad capitalista? No, señor 
senador. En este momento la Unión Soviética, debido a una 
serie de causas -estructuras obsoletas desde el punto de vista 
económico y político que ha motivado que en determinados 
aspectos exista atraso con respecto a la revolución técnico- 
científica operada en el mundo- acepta préstamos o créditos 
de capital extranjero, pero ello no significa que se vaya a 
transformar en una sociedad capitalista. ¿Acaso alguien le 
dijo al señor senador Abreu que la Unión Soviética se iba a 
transformar en un país capitalista? 


Y si se desea hablar de Lenin, también debemos recordar 
que inmediatamente después de la Revolución de Octubre, en 
horas muy duras, con un país atrasado y soportando la inva- 
sión de catorce países capitalistas que hacían aún más difícil 
la situación económica, Lenin también dijo que había necesi- 
dad de hacer concesiones al capital extranjero. No creo que 
haya ningún senador que piense que Lenin era un predicador 
del capitalismo. 


Pero, por otra parte, no podemos perder de vista la situa- 
ción de nuestro país. Es dependiente y en él no se produce la 
inversión que se desea. Si el sistema financiero hasta ahora ha 
provocado estas consecuencias en el país, pienso que es ries- 
goso pretender introducir un cambio sin un estudio detenido 
de la situación financiera. No podemos olvidar los golpes que 
se le ha asestado a la economía nacional, entre los que pode- 
mos citar la quiebra de bancos. Por ello, creo que es una 
ligereza -y discúlpeme por emplear este término- pretender 
insertar así estos bancos. 


Era lo que quería agregar a los conceptos económicos y 
políticos, sobre los cuales ya vertí mi modesta opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa en el uso de la palabra 
el señor senador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Cuando la Comisión estudió este 
proyecto, lo voté con salvedades. Quisiera exponer los moti- 
vos que me llevaron, justamente, a votar favorablemente el 
proyecto, pero a hacerlo con salvedades. 


280 -C.S. 


Lo apoyé porque considero que el país precisa incentivar 
la inversión interna. Si se me pregunta cuál es la causa princi- 
pal que, a mi juicio, ha provocado el largo estancamiento 
económico por el que atraviesa el Uruguay desde hace déca- 
das, digo que es el bajo nivel de las inversiones. 


Este problema se arrastra desde hace varias décadas. Inclu- 
sive, en la del ochenta, esta situación se ha agravado tremen- 
damente. Luego de la ruptura de la tablita en noviembre de 
1982, la tasa de inversión que registra la economía uruguaya 
está por debajo de las necesidades mínimas. 


Si se pretende invertir, debemos tener presente dos aspec- 
tos. En primer lugar, que el equipo, el capital que se pone a 
disposición para producir, se gasta. El capital no se renueva, 
las máquinas se desgastan, los edificios envejecen, y entonces 
se hace necesario invertir para renovar este equipamiento, im- 
prescindible en un proceso productivo. 


Prácticamente hay acuerdo a nivel internacional, dentro de 
las más variadas escuelas económicas -las que citan a Lenin y 
ya lo han dejado de citar y las que nunca lo citaron- en cuanto 
a que un sistema económico precisa destinar para la inversión 
por lo menos un 10% a un 12% del producto. Ello es, simple- 
mente, para reponer el capital que se desgasta en el proceso 
productivo. 


Desde 1983 hasta 1989, el Uruguay invirtió menos de ese 
porcentaje. Es más: durante la década del ochenta ni siquiera 
ha invertido para reponer el desgaste que provoca el proceso 
productivo. El Uruguay está condenado, entonces, a producir 
cada vez menos, porque cada vez tiene menos capital en má- 
quinas, en equipamiento y en edificios, destinado a la produc- 
ción. 


Es indudable que para que un país crezca necesita quebrar 
esta barrera y precisa invertir más de un 12% del producto. 
Los Estados Unidos están invirtiendo muy poco en estas últi- 
mas décadas, entre un 15% y un 16% del producto, y ello ha 
justificado que muchos hablen de la decadencia norteamerica- 
na. La República Federal de Alemania está muy preocupada 
porque después de la última crisis del petróleo sólo invierte el 
18% del producto. Por su parte, el Japón es el país que tiene 
las más altas tasas de inversión y es uno de los países más 
altamente industrializados. Con su tasa superior al 20%, el 
Japón es entonces el país de economía más dinámica y de 
mayor crecimiento de las últimas décadas. 


Quiere decir que hay una relación muy estrecha entre la 
tasa anual de inversión y la situación general de la economía. 
Hay una dependencia rígida y directa de un factor al otro. El 
hecho de que el Uruguay, desdc el año 1982, esté invirtiendo 
tan poco es causa fundamental del estancamiento económico 
que hoy tenemos. Esto condiciona el crecimiento de los próxi- 
mos años y en este momento de crisis tan profunda que esta- 
mos viviendo, estoy seguro de que hay que hablar de algo más 
que del estancamiento de los próximos dos años, de la década 
venidera. 


CAMARA DE SENADORES 


5 de Setiembre de 1990 


Sólo una rcacción muy vigorosa de la inversión en el país 
podría permitir sacarlo del estancamiento para empezar a te- 
ner un horizonte de prosperidad y optimismo a partir de los 
próximos dos o trés años, siempre y cuando comenzara hoy un 
acelerado proceso de inversión. 


Por estas razones, voy a apoyar todo lo que se imagine, se 
cree y se construya para mejorar la inversión, y es por ello 
que he votado favorablemente este proyecto de ley. Lo hice 
con salvedades y desco exponer las fundamentales. 


En primer lugar, pesa mucho en mi ánimo el argumento ya 
expuesto en Sala y que fue debatido en la Comisión, en el 
sentido de que al generar o crear un Banco de inversión le 
estamos quitando la prioridad debida a la Corporación para el 
Desarrollo. Bien saben ustedes las enormes expectativas y 
esperanzas que hemos puesto en su creación. Sin embargo, 
esto no se ha visto reflejado en los hechos y en la realidad, Se 
han apuntado aquí algunas causas como por ejemplo que el 
capital de la Corporación con el que se sancionó finalmente la 
ley, es notoriamente más bajo del que se previó originaria- 
mente. Pero el problema va más allá de esto, porque cinco 
años después de creada la Corporación no se ha terminado de 
integrar ese capital reducido. Por otro lado, la ley de la Corpo- 
ración se reglamentó al año de haberse sancionado, o sea que 
estuvo un año en el papcl. Y sc demoró un año más para 
nombrar a sus autoridades. Quiere decir que luego de sancio- 
nada la ley, hubo que esperar dos años para tener una persona 
que invistiera la representación de la Corporación para el 
Desarrollo. Durante el año 1985 se discutió la ley; en el año 
1986 se redactó; recién en 1987 se designaron sus autoridades 
y hoy, en el *90, no se ha terminado de integrar el reducido 
capital con que fue creada. 


Quiere decir que se aceptó la existencia de la Corporación 
en cl papel. Todos sabemos que fue el resultado de una tran- 
sacción política. Y se hizo lo imposible para que no tuvicra 
existencia en la vida real y económica del país. 


SEÑOR CASSINA. - Apoyado. 


SEÑOR ZUMARAN. - Considero que se obró ciegamente, 
que el país cerró una posibilidad magnífica que tuvo cuando 
se sancionó la lcy de creación de la Corporación, o sea el 
instrumento necesario para atender y solucionar lo que es, y 
era en aquel momento, el principal obstáculo de crecimiento 
económico del país; su inversión. 


El Uruguay obtuvo ese instrumento y luego se dedicó a 
boicotearlo. Por ello es casi imposible explicar a un extranjero 
lo que quisimos hacer. 


La Corporación es una herramienta idcal por su filosofía, 
porque es una empresa de economía mixta, que es lo esencial- 
mente positivo de ella. Aquí el Estado tiene un papel gravitan- 
te, pero de ningún modo exclusivo, porque en su filosofía se 
contaba como elemento esencial incorporar al empresariado 
privado uruguayo, como accionista y en su Directorio. Esto es 
lo que la ley de creación nos dice. 
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Si el Estado demora un año en reglamentar la ley, dos en 
nombrar sus autoridades y ya van cinco años sin terminar de 
integrar su capital, es lógico que el empresariado no invierta, 
no compre acciones ni integre el Directorio de una institución 
que expresa, a través de señales muy claras y entendibles para 
todos, que ese instrumento ho sirve, 


Esos fueron los hechos, y por esa razón el capital privado 
no se ha integrado a la Corporación. 


Ese ha sido un elemento fundamental para que quien habla 
tuvicra salvedades, para que ahora busquemos otro instrumen- 
to. Considero que esta es otra señal inequívoca de que la 
Corporación no interesa y de que el día que sancionemos este 
proyecto de Bancos de inversión, la misma va a quedar mucr- 
ta y enterrada. 


Me parece importante señalar otro aspecto de carácter ge- 
neral. No discuto que en otro contexto pudiera ser convenien- 
tc una banca de inversión privada para el objetivo que se 
persigue que es el de mejorar la performance de inversión en 
el Uruguay. Pero, tal como están las cosas hoy ¿no sería 
mucho más importante que nos preguntáramos por qué el em- 
presariado que hoy actúa en el país no invierte? ¿Es porque le 
falta una Banca de inversión o es por otras razones? Creo que 
es por otras razones. Me parece mucho más importante pre- 
guntamos por qué no funciona un mercado nacional de valo- 
res, es decir si alguien ha logrado ahorrar, ¿por qué no vuelca 
ese dinero en la compra o adquisición de acciones de empre- 
sas que actúan en el país? ¿Por qué no existe un mercado de 
valores en la Bolsa de Montevideo? A nadie escapa que la 
Bolsa de Valores sólo realiza transacciones con acciones de 
empresas industriales, agropecuarias o de servicio, por menos 
del 1% del monto total de operaciones. El 99% y fracción 
corresponde a transacciones de valores públicos. Me parece 
que esto se explica por un cúmulo de factores pero, funda- 
mentalmente, porque el Uruguay desde hace muchos años tie- 
nc un sistema impositivo que grava más fuertemente al que 
trabaja y al que produce que al que coloca sus ahorros en el 
sistema financiero y al que adquiere títulos del Estado. 


Si una persona realiza una inversión en una sociedad anó- 
nima uruguaya -y cuando digo uruguaya me refiero al hecho 
de que actúa en el país, ya que no pretendo que sus accionis- 
tas sean nacionales- eventualmente, si la empresa da ganan- 
cias, recibe un dividendo, pero luego de pagar una fuerte 
carga tributaria. 


Sin embargo en nuestro país, los depósitos, colocaciones y 
compra de títulos de naturaleza financiera, públicos y priva- 
dos, están normalmente exonerados de toda imposición, En- 
ionces, esto no es casual. No es casual que Uruguay apenas 
invierta el 10% del Producto en los sectores reales de la eco- 
nomía, y tampoco que en la Bolsa se transe menos del 1% en 
las operaciones. Esto es consecuencia de las reglas del juego 
que le hemos impuesto a la economía del país. La hemos 
transformado en una economía especulativa y con una enorme 
preponderancia en lo financiero sobre los sectores producti- 
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vos. Además, no cra la economía que había en el país hace 20 
6 30 años atrás. 


En cualquier estudio notarial del país, se pueden consultar 
los expedientes de las sucesiones que en Uruguay se tramita- 
ban hace 30 ó 40 años. Este fenómeno se daba en sectores 
muy modestos y ni que hablar de los de clase media: cuando 
moría el jefe de familia, dejaba acciones de sociedades anóni- 
mas que se desarrollaban en sectores reales de la economía 
del país. Inclusive, se cuenta con las estadísticas no sólo de lo 
que Uruguay invirtió -la tasa de inversión de nuestro país en 
la década del 50 era similar a la japonesa, es decir, de aproxi- 
madamente el 20% del Producto- sino también de lo que se 
transaba en la Bolsa, en donde lo preponderante eran los pape- 
les privados de carácter real y no financiero. Digo esto porque 
aún los valores públicos que más se transaban en Bolsa, hace 
20 ó 30 años, eran los papeles del Banco Hipotecario del 
Uruguay, que constituían la fuente de recursos para dinamizar 
un sector real de la economía, como es la industria de la 
construcción. Las dos terceras partes del país se construyeron 
gracias a las emisiones de títulos hipotecarios de gran presti- 
gio que se comercializaban en Bolsa. 


Por lo tanto, considero que es en csa dirección que debe- 
mos buscar la solución del problema. Advierto una fuerte inu- 
tilidad en la creación de los Bancos de inversión para solucio- 
nar el problema de que el país real y productivo, aumente su 
tasa de inversión. 


A nuestro juicio, se tendría que impulsar la Corporación 
Nacional para el Desarrollo y modificar el sistema tributario 
en nuestro país. Estas serían las dos medidas más importantes 
que tendrían que adoptarse. 


Entonces, ¿para qué van a servir estos Bancos de inver- 
sión? ¿Acaso comprarán acciones de empresas? No estoy se- 
guro, ¿Serían una inversión para empresas o actividades nue- 
vas? Si se mantienen las otras variables, van a ser muy pocas, 
Para lo que sí van a servir -y esto constituye un problema que 
arrastra el Uruguay- es para que muchas empresas endeudadas 
puedan solucionar o disminuir el problema que tienen. Van a 
negociar títulos de endeudamiento, vinculando el tema del 
endeudamiento interno con el de la deuda externa. 


Básicamente, estos Bancos de inversión van a trabajar 
comprando o permutando bonos de deuda externa uruguaya, 
cancelando por esa vía documentos de adeudo interno. Me 
parece que ésta será su finalidad más importante. Es verdad 
que es un instrumento que nos ayuda a solucionar dos proble- 
mas financieros graves que el país tiene, pero cso se puede 
hacer sin crear la Banca de inversión, tal como se ha venido 
efectuando en nuestro país hasta ahora. 


Incluso, el Banco Central ha hecho licitaciones con esa 
finalidad, teniendo el respaldo del proyecto de inversión, pre- 
viamente aprobado por la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, por montos que el Estado uruguayo fija anualmente. 
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Por otra parte, quisiera señalar que posteriormente en el 
análisis particular, desarrollaré algunas observaciones de ín- 
dole más concreta. 


No se establece claramente cuáles son las exigencias que 
en materia de capital o de respaldo patrimonial deben tener 
estas instituciones. Tanto el contador Pagés como el econo- 
mista Quijano, en el ámbito de la Comisión de Hacienda, se 
refirieron a esta carencia, Me parece que es muy grave, por- 
que el Uruguay, desde el año 1965 hasta ahora, prácticamente 
ha vivido en una crisis bancaria permanente; esto significa 
que casi llevamos 35 años en esa situación. Debemos ser uno 
de los países con más larga experiencia en materia de crisis 
bancarias del mundo. 


Después que se produjo la catástrofe y que le costó muchí- 
simo dinero al Estado -en cualquiera de sus vías de solución- 
nos acordamos de que la legislación debería establecer un 
mayor rigor sobre los contralores. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Rápidamente, qui- 
siera referirme a dos aspectos que fueron tratados por el señor 
senador Zumarán. 


En primer lugar, creo que las facultades de fijar paráme- 
tros en materia de capital, responsabilidad patrimonial y otros 
aspectos relativos al manejo en materia de porcentaje de cré- 
dito, serían competencia del Banco Central, por aplicación de 
lo que viene a ser la ley madre en este tema, que sería la Ley 
de Intermediación Financiera. Creo que esas preocupaciones 
son genuinas, pero por esa vía tienen un canal natural, 


En segundo término, en tema relativo a las crisis bancarias 
-al que se ha hecho referencia en más de una oportunidad- a 
mi juicio, lo que más ha padecido nuestro país son las solucio- 
nes que se les han querido dar que las crisis en sí mismas, Si 
bien éstas no son de desear, constituyen un fenómeno normal 
en la vida de un país, al igual que las crisis de cualquier otra 
actividad económica. 


Por lo tanto, considero que el enfoque correcto del proble- 
ma radica en cómo el país ha ido al encuentro de esas situa- 
ciones y no en el hecho, inevitable, de que se produzcan. Sin 
ir más lejos, Estados Unidos -que es el ejemplo que citaba el 
señor senador Zumarán- actualmente está enfrentando una cri- 
sis del sistema de ahorro y préstamo, de proporciones bastan- 
tes importantes. Reitero que el perjuicio lo sufre el país no 
tanto por la producción de crisis bancarias sino por la toma de 
soluciones equivocadas en esta materia. 


Por último, creo que una de las virtudes que tiene este 
mecanismo de separar, por un lado, lo que es banca comercial 
y, por otro, los Bancos de inversión, consiste en tratar de 
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aislar en canales distintos, operaciones financieras -como es el 
caso de las operaciones- de inversión que necesariamente con- 
llevan riesgos mayores que las operaciones comerciales. Por 
ese motivo, se busca que el ahorro público no se canalice de 
la misma manera a través de los Bancos de inversión. 


Este no es el único mecanismo del mundo, Países flore- 
cientes como Alemania, aplican el sistema inverso, en donde 
los bancos concentran capitales de otros rubros, industriales y 
comerciales, con muy buen éxito. En ese sentido, esta legisla- 
ción opta por la otra alternativa, es decir, de separar lo que 
son las operaciones bancarias -con un riesgo teórico mayor- 
alejándolas de la captación del ahorro público, en las que 
pueda existir algún prejuicio, 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Formulo moción para que se prorro- 
gue el termino de que dispone el orador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede continuar el señor senador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Agradezco a los señores senadores. 
Las observaciones que me hace el señor senador de Posadas 
Montero, las recojo parcialmente. 


En cuanto al primer aspecto, es decir, la necesidad de que 
le ley fije algún criterio mínimo sobre el capital o la responsa- 
bilidad patrimonial que deberían tener estas instituciones, el 
señor senador de Posadas Montero me responde que por el 
artículo 1* de la ley, a estos Bancos de Inversión se les van a 
aplicar las disposiciones del Decreto-Ley de 1982, que dan fa- 
cultades al Banco Central para ejercer el contralor general de 
la Banca. Esto es correcto, pero a mí me parece que de acuer- 
do con las modalidades que va a tener esta Banca de inver- 
sión, en la ley se tendrían que establecer algunos lineamientos 
de carácter general, a partir de los cuales el Banco Central 
pudiera realizar esa actividad de contralor, ya que aquí están 
ausentes, Por ejemplo, en la operación prevista en el artículo 
3%, que dice que pueden emitir obligaciones, debentures o 
valores mobiliarios similares, me pregunto qué respaldo va a 
tener eso. Seguramente, ello lo resolverá el Banco Central, 
pero en el país ¿no hay una experiencia suficientemente nega- 
tiva como para que en la ley se tome la precaución de estable- 
cer alguna relación entre el volumen que podrían alcanzar 
estas operaciones y el respaldo patrimonial que deberían tener 
estas instituciones para poder emitir? 
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SEÑOR ABREU. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - Por supuesto, este es un aspecto que 
fue discutido en la Comisión y que preocupó a muchos seño- 
res senadores. Nos referimos al tema del control de carácter 
administrativo y no al de tipo orientador, que mencionó el 
señor senador Viera. En este caso, reitero, aludimos al control 
del carácter administrativo o banco centralista sobre el funcio- 
namiento de estas instituciones. 


En esa oportunidad, la inquietud fue levantada por el eco- 
nomista Quijano, y ahora la veo recogida en un texto que está 
circulando en Sala con algunos aditivos que, precisamente, se 
refiere al patrimonio mínimo, y que creo tiene la autoría de 
los señores senadores Cassina y Batalla. 


El artículo 11 del Decreto-Ley N* 15,322 establece que el 
Banco Central del Uruguay fijará las responsabilidades patri- 
moniales netas mínimas que deberán mantener las empresas 
comprendidas en el artículo 1* de esa ley, la forma de deter- 
minarlas y demás condiciones de aplicación. Quiere decir que 
el Banco Central se reserva esta competencia para ejercer el 
control debido. 


Además, a través de algunas consultas que hemos realiza- 
do de carácter técnico, pudimos comprobar algunas de las 
dificultades que existen en materia de control banco centralis- 
ta, y cuáles son los diversos criterios que se vienen aplicando. 


Comparto la inquietud del señor senador Zumarán en ma- 
teria de controles, pero creo que desde el punto de vista técni- 
co pueden existir algunas dificultades, en virtud de que los 
criterios son bastante dispares, no sólo en relación a los distin- 
tos sistemas de aplicación sino, también, a los diferentes paí- 
ses. 


Existen, en este sentido, los denominados ratios, que reco- 
jen varias modalidades de ejercer el contro!. El ratio de equili- 
brio de fondos propios expresa la relación entre el pasivo y el 
monto de los fondos propios del Banco. En algunos casos, 
como en el del Uruguay, se aconsejaría, por ejemplo, que la 
totalidad del pasivo no sobrepasara un cierto múltiplo del 
monto de fondos propios; una cifra razonable estaría situada 
en cinco o diez veces. Sin embargo, hay países como Gran 
Bretaña, Luxemburgo o Bélgica en donde este ratio de equili- 
brio de fondos propios -que, más bien, es equiparable al ratio 
de riesgo- se establece en veinte o treinta veces. Esto se fun- 
damenta en que los riesgos empresariales son más fáciles de 
medir y el seguimiento económico, desde el punto de vista 
técnico, es más elaborado. 


Algo similar sucede con el ratio de liquidez, que muestra 
la relación existente entre los compromisos financieros de in- 
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versiones, préstamos y cauciones, y el monto de capital y 
reservas propios. En este sentido, se sostiene que para el caso 
del Uruguay -habida cuenta del nivel de riesgo que puede 
tener- estas obligaciones deberían situarse en alrededor de 
diez veces respecto al monto de su capital y reservas propios, 
cuando en Alemania Federal y en Bélgica es de veinte veces. 


De manera que, sin perjuicio de compartir la inquietud del 
señor senador Zumarán, lo que tratamos de ver es el funciona- 
miento del sistema de control. Más allá de las reservas que 
realiza el Banco Central de sus competencias, a través de la 
ley madre de Intermediación Financiera vemos algunas difi- 
cultades de carácter técnico que hacen aconsejable que se 
mantengan en la órbita del Banco Central, en la medida en 
que la dinámica de la actividad económica y financiera supo- 
ne una flexibilidad que a veces la ley no permite, en virtud de 
los inconvenientes que pueden derivarse de su modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Quedan claras, pues, dos posicio- 
nes. 


Nosotros hubiéramos preferido que en la propia ley se 
consignaran algunas garantías mínimas -por supuesto dándole 
flexibilidad al Banco Central- a efectos de ponernos a cubier- 
to de que un descuido administrativo por parte del Banco 
Central traiga consecuencias desagradables en esta materia. 
Simplemente, se trata de una razón de prudencia, de buena 
técnica legislativa, porque no debemos olvidar que esta dispo- 
sición que regula las facultades del Banco Central respecto a 
la Banca es del año 1982, o sea, en plena época de la dictadu- 
ra. Como más de una vez hemos recordado, todas las disposi- 
ciones que sancionaba el Consejo de Estado comenzaban ex- 
presando “Facúltase” o “Autorízase al Poder Ejecutivo”; eran 
delegaciones de facultades para que la Administración hiciera 
lo que quisiera. 


Una segunda observación, más particular, refiere a que no 
fueron satisfactorias las respuestas que recibí acerca de otro 
de los elementos que maneja este proyecto de ley. Claramen- 
te, estos Bancos de Inversión recibirán depósitos solamente de 
los no residentes y no de uruguayos o extranjeros que viven en 
el país. Quiere decir -y esto lo he preguntado a los intérpretes- 
que no pueden captar depósitos de personas que vivan en el 
Uruguay. Entonces, nos hemos preguntado qué causa existe 
para que solamente se puedan recibir depósitos de no residen- 
tes, 


Lo que nosotros desearíamos es incentivar el ahorro nacio- 
nal creando vías y estímulos para él. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor, 
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SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Quisiera hacer una 
acotación acerca de algo a lo que me referí anteriormente, 
pues quizá no me expresé correctamente. 


En la historia bancaria uruguaya vemos en el año 1965, 
por ejemplo, el caso del Banco Transatlántico. Posiblemente, 
una de las razones que llevaron a su caída fue el hecho de 
haberse extendido en negocios colaterales de tipo financiero, 
inmobiliario, etcétera, ajenos a lo que era la tarea típica de un 
Banco comercial. En ese entonces, esta Institución llevaba a 
cabo, simultáneamente, las tareas de un Banco de inversión y 
de uno comercial, captando ahorro público, 


Por lo tanto, lo que busca este sistema que aptican otros 
países, es separar lo que es la banca comercial, que capta 
ahorro público, de la Banca de inversión, cuyas actividades 
conlleva un grado mayor de ricsgo. Este criterio considera que 
el Estado debe, de alguna mancra, cautelar el ahorro público, 
por lo que impide realizar esa captación a la Banca de inver- 
sión, En definitiva, se quiere separar lo que es ahorro público 
para la banca comercial, que es más segura, de lo que es 
banca de inversión, más riesgosa, a fin de que ésta última no 
pueda captar el ahorro público. 


En líneas generales, esto es lo que quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Continúo, señor Presidente. 


Considero que este tema es muy Opinable. A mí me parece 
que la empresa uruguaya, a nivel internacional, es una empre- 
sa chica. Cuando a nivel comp..sado uno estudia las legisla- 
ciones que han querido promover la pequeña o mediana em- 
presa y ve la medida, por ejemplo, que la República Federal 
de Alemania tiene para ellas, se queda sorprendido, ya que en 
nuestro país no hay ninguna que tenga esas características. El 
90% de las firmas uruguayas no entra, ni siquiera, dentro de la 
categoría de pequeña empresa. Esto demuestra nucstra relati- 
va magnitud en materia empresarial. 


Entonces, lo que a mí me gustaría impulsar es que si un 
uruguayo o extranjero residente tiene une buena idea por 
ejemplo, acerca de qué hacer con la uva, aparte de buenos 
vinos o con cualquier otro rubro de la industria alimenticia O 
textil, o con actividades nuevas, cuente con un mecanismo 
financiero que le aporte recursos para llevarla adelante. 


Ahora bien; el hecho de recibir depósitos únicamente de 
los no residentes limita tremendamente la cuestión. Me parece 
más razonable abrir cl juego también a los residentes, acen- 
tuando los niveles de contralor, Sin embargo, aquí hay una 
aclaración muy marcada respecto a que es únicamente para no 
residentes. 


Quisiera señalar que tengo otra duda u observación que 
realizar. Aquí, también se autoriza a contraer créditos dirccta- 
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mente en el exterior, a plazos superiores a un año, O bien 
gestionarlos para terceros; se autoriza a contraer deuda exter- 
na. En nuestro país esto €s libre, ya que cualquier empresa 
puede recibir créditos del exterior. Pero, tanto nuestro país 
como otros de América Latina han tenido una experiencia 
nefasta al respecto. 


Si un particular es el que contrae los créditos en cl exte- 
rior, cabría preguntarse para qué vamos a intervenir, ya que se 
trata de un negocio que se realiza entre un acrecdor en el 
exterior y un particular uruguayo. Sin embargo, la cxperiencia 
nos dice que cuando el acreedor no logra hacer efectivo su 
cobro, la situación se estatiza. Así tenemos que Chilc, cl 
ejemplo más liberal de América Latina estatizó toda la deuda 
externa privada. Esto es un fenómeno general en nuestra 
América, donde México y Brasil también lo han hecho. 


A mi juicio, existe una gran falta de coherencia respecto a 
este tema. Observamos que los malos negocios se transfieren 
al Estado. Un caso típico de esto es la deuda externa y, con- 
cretamente en nuestro país, el salvataje de las instituciones 
financieras privadas, la venta de Carteras, es decir lo que la 
comunidad ha tenido que invertir en la compra de bancos. 
Contrariamente, se levantan ideales privatizadores respecto de 
los buenos negocios que realiza el Estado, Este razonamiento, 
desde el punto de vista de alguien que actúa con espíritu de 
lucro cs absolutamente coherente. Expresaría lo siguiente: 
“Privaticemos el buen negocio y "enchufémosle” al Estado 
todos los 'clavos””. Cualquier particular tiene el legítimo de- 
recho a pensar de esta manera. Sin embargo, debemos tencr 
mucho cuidado con lo que nosotros vamos a establecer desde 
el punto de vista legislativo. 


En consecuencia, pienso que este tema merece un análisis 
más detallado, vinculado a los contralores que va a ejercer el 
Banco Central. Por ejemplo, vemos que cuando el Banco Ínte- 
ramericano de Desarrollo otorga préstamos a productores o 
empresas privadas uruguayas, exige el aval del Estado, con lo 
cual terminamos haciendo de esa deuda, una dcuda pública, 
sin que exista el menor contralor, Existen ejemplos recientes 
de importantes préstamos del BID a empresas uruguayas pri- 
vadas, en los que se exigió la garantía del Estado. Debemos 
pensar que si el negocio no sale adelante, el Estado se va a 
tener que hacer cargo de la obligación. 


Por lo tanto, creo que se trata de un tema delicado y, a mi 
juicio, no existen en nuestro país las medidas adecuadas, ni 
tampoco conciencia de la gravedad que tiene, o que puede 
llegar a tener, 


Finalmente, debo decir qué el señor senador de Posadas 
Montero me había hecho una observación respecto a que las 
crisis bancarias -Uruguay las ha tenido, y Muy graves, a partir 
de 1965- habían dejado una mala secuela, más por la forma en 
que habían sido resueltas que por la crisis en sí, ya que esta 
última era un elemento natural, 


En mi opinión, este tema no está muy claro en el Uruguay, 
donde cada vez que se funde un banco los ahorristas reclaman 
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que el Estado les pague, ni tampoco en el mundo, incluyendo 
los Estados Unidos. $i bien no soy experto en estos temas, 
tengo noticias acerca de que Estados Unidos tiene, y sobre 
todo tuvo, un sistema de seguro muy eficaz, a través de la 
Reserva Federal. Sin embargo, la crisis de estos últimos años 
sobrepasó las previsiones; las instituciones de ahorro y présta- 
mo que ahora han entrado en quiebra son pequeñas y el Esta- 
do norteamericano es el que se está haciendo cargo de sus 
pérdidas. En Europa, la quiebra de uno de los principales 
bancos españoles ha tenido una tremenda resonancia y vemos 
que el Estado español terminó haciéndose cargo de la deuda, 
porque es sabido que el quebranto de una institución financie- 
ra arrastra a miles de personas y termina congelando gran 
cantidad de depósitos. 


Cuando en nuestro país tuvieron dificultades los Bancos la 
Caja Obrera y Comercial se nos informó oficialmente que el 
primero tenía algo más de 100.000 titulares de cuentas de 
ahorro y depósitos que verían bloqueados sus fondos, y el 
segundo algo menos de esa cifra. Las cifras exactas creo que 
cran 103.000 y 97.000. Que las cuentas de 100.000 ahorristas 
o empresarios queden congelados por el cierre de un Banco 
-lo que se hace visible cuando éste cierra sus ventanillas y sus 
pucrtas- representa una crisis a nivel de la economía del país y 
existe interés público en no provocar una recesión. 


Estos son los argumentos que siempre se manejan frente a 
tales emergencias y por ello lo mejor es prever que no ocu- 
rran. 


De las expresiones vertidas por el señor senador de Posa- 
das Montero surge algo con lo que coincido cabalmente -por 
lo menos en la forma en que lo interpreté- y es que hay que 
llamar a las cosas por su nombre: sí una empresa quiebra tiene 
que quebrar, porque la base del sistema es aceptar los riesgos. 
Todos hemos visto infinidad de veces empresas quebradas con 
empresarios que continúan siendo solventes y mantienen su 
fortuna y su actividad, Reitero que en ése caso estoy total- 
mente de acuerdo, pero en materia bancaria y financiera, en 
nuestro país el tema aún no está resuelto sino que por el 
contrario ahora se le quiere agregar esta nucva modalidad de 
funcionamiento, que genera más riesgos. Con Bancas de in- 
versión, nuestra plaza tendrá más posibilidades de enfrentar 
crisis, hasta por una razón de estadística: cuando más volu- 
men tiene la operativa bancaria, mayores son las posibilidades 
de enfrentar situaciones no descadas. 


Esas son, en general, las objeciones que mc merece el 
proyecto. 


SEÑOR CID. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra, el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CID. - En nombre de nuestra bancada queremos 
referimos a algunos conceptos que se manejaron en Sala y que 
últimamente se han puesto un poco de moda: cada vez que la 
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izquierda -sector en el que nos incluimos- formula alguna 
objeción o propuesta de cambio, sistemáticamente se alude a 
la situación de los países socialistas, 


Queremos aclarar que estamos aquí en calidad de integran- 
tes de nuestro país, del Uruguay, que las objeciones que plan- 
teamos son, a nuestro entender, las más lícitas, y que no existe 
un problema de consignas políticas ni de esquemas doctrina- 
rios en cuanto a nuestra posición con respecto a la temática 
económica. 


Se nos señala, también, que en los países socialistas se ha 
roto el utopismo, han caído los muros y se ha dejado de lado 
el socialismo real. Surge pues como contraposición una ima- 
gen de la locomotora del liberalismo, del proceso doctrinario 
y económico del liberalismo, de un liberalismo que avasalla y 
arremete contra todas las estructuras de los países que lo im- 
ponen. Podemos contestar a esto que no a todos los países que 
aplican una doctrina liberal les va bien, ni mal a todos los que 
dejan de aplicarla. 


En cse entendido, queremos manifestar que somos partida- 
rios de la radicación de capitales, pero no de cualquier capital 
y en cualquier condición. Creemos que los controles del Esta- 
do deben ajustarse a salvaguardar la soberanía nacional. Sin 
embargo, quiero señalar que nuestro país no se ha caracteriza- 
do, precisamente, porque los controles que ejerce el Estado 
salvaguarden los intereses nacionales. No en balde en este 
momento está funcionando una Comisión Investigadora para 
analizar balances de Bancos de plaza, aparentemente fragua- 
dos. 


El tema de Jos controles, entonces, nos parece prioritario, 
significativo y de la mayor relevancia. No tenemos xenofobia 
contra los capitales, pero tampoco hacemos un acto de fe 
frente a tales inversiones. 


Quiero referirme, brevemente, a lo ocurrido en 1958, 
cuando asume la Presidencia de la República el Partido Na- 
cional y el Ministro Azzini firma la primera Carta de Inten- 
ción del país. Recuerdo que en el Semanario “Marcha”, el 
doctor Quijano seflalaba que empezábamos una espiral con la 
cual terminaríamos endeudando al país. A los hechos me re- 
mito: 35 años después, el país tiene una deuda imposible de 
sobrellevar. 


He mencionado los actos de fe, por lo que voy a señalar 
cuatro elementos que me resultan sumamente significativos: 
Ley de Zonas Francas, desprotección a la industria nacional a 
través de la Rendición de Cuentas, convenios recíprocos que 
aseguran a las empresas extranjeras la reinversión o la reutili- 
zación de las ganancias -porque no podemos soñar con que el 
país invierta en Suiza o en otros países de poderosos modelos 
capitalistas- y cl tema muy puntual que hoy está planteado, 
que es el de las privatizaciones. Se ha señalado que éstas no 
necesariamente tienen que efectuarse con dinero proveniente 
del exterior sino que también pueden realizarse con capital 
nacional. Á ese aspecto es al que quiero referirme. 
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El país tiene un ahorro equivalente a su deuda externa y no 
ha sabido canalizar esos ahorros de residentes en el país hacia 
la inversión productiva. ¿No será momento de plantearnos 
-como decía el señor senador Zumarán- por qué no se rein- 
vierten los capitales uruguayos en una inversión productiva y 
lucrativa? 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra, el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CASSINA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Por razones de economía proce- 
sal parlamentaria considero que en este caso es más útil el 
procedimiento de la interrupción, porque mi intervención será 
muy breve. 


Hace unos instantes, el señor senador Zumarán reseñó con 
mucha pulcritud algunos argumentos sobre el régimen de con- 
troles. Dicho régimen tuvo un panorama de derecho compara- 
do -señalado por el señor senador Abreu- que en la mayoría 
de los casos toma sus pautas de normas de rango legal y no de 
rango de los Bancos Centrales. Cito concretamente el caso de 
Bélgica y aún el de Alemania, en donde a pesar de que cl 
Bundes Bank es una autoridad en la materia, existen normas 
legales que establecen el régimen de control en la materia. 


Quiero destacar, particularr nte, una preocupación que 
atiende en general al sistema de controles y que la centro en el 
artículo 6%, Este artículo establece que en los casos de la 
Banca de Inversión no es aplicable la prohibición del inciso 
C) del artículo 18 del Decreto-Ley de Intermediación Finan- 
ciera. No sé si se trata de un defecto de redacción o si esa es 
la intención, pero aquí se está viendo de una manera cast 
enciclopédica la posibilidad de que se concedan créditos y 
avales al personal superior de un Banco de Inversión, sean 
Directores, Síndicos, Fiscales o Asesores. Considero que este 
es un riesgo muy grande. Comprendo el aspecto absolutamen- 
te sano de la intención, es decir, cuando un Banco de Inver- 
sión hace ingresar a la empresa en la cual ha efectuado una in- 
versión a un funcionario que, de alguna manera, controle, 
Pero también advierto que el literal C) del artículo 18 del 
Decreto-Ley de Intermediación Financiera va mucho más allá, 
Esta es una experiencia que en el Uruguay, en los casos de 
bancos que han pasado por situaciones difíciles, ha permitido 
comprobar irregularidades realmente muy importantes, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra, el señor sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: en la Comisión de 
Hacienda señalamos que vamos a votar en general este pro- 
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yecto de ley, aunque con algunas salvedades que expusimos 
entonces y que reiteraremos ahora en forma breve, entre otras 
cosas porque tenemos grandes coincidencias con la posición 
que acaba de sostener cl señor senador Zumarán, lo que en 
buena medida nos exime de repetir algunas idcas que él ha 
expuesto con mucha claridad. 


Sin duda que el gran problema del país es el cstancamien- 
to, la falta de crecimiento económico, producto de la inexis- 
tencia de inversión a niveles tales que permitan a éste avanzar 
económicamente. Por cierto que no es un problema gencrado 
durante el Gobierno actual, ni en el anterior; es de vieja data y 
el país no ha podido superarlo. Por tanto, creemos que debe 
abocarse cuanto antes a su superación utilizando todos los 
instrumentos que defiendan los intereses del país, porque de 
otro modo los esfuerzos que se vienen haciendo y los que se 
realicen no van a fructificar. 


Creemos haberlo dicho esto en ese importante debate que 
se dio en esta Sala en ocasión de discutirse y sancionarse la 
ley llamada de Ajuste Fiscal, a comienzos de esta Legislatura. 
El problema del país no es -como de alguna manera se inten- 
taba plantear entonces- el déficit fiscal que debió afrontar esta 
Administración, sino que el déficit era una de las consecuen- 
cias producidas por ese gran drama que tiene el Uruguay, que 
es el estancamiento productivo, la falta de crecimiento, para 
lo que nosotros en más de una oportunidad hemos señalado 
modestamente algunos caminos. Entre éstos podemos citar 
uno que para nosotros es fundamental -y aquí corro el riesgo 
de que mi estimado colega el señor senador de Posadas Mon- 
tero vuelva a señalar mis reminiscencias rousseaunianas- y es 
el de la búsqueda de un gran acuerdo nacional que comprome- 
ta al Gobierno, a los sectores políticos y a los grandes grupos 
sociales, a los trabajadores y a los empresarios y a partir del 
cual el país tenga reglas de juego estables y políticas de Esta- 
do que superen los plazos de un Gobierno y obliguen a los 
actores sociales a asumir responsabilidades en una política de 
crecimiento económico con simultánea realización de justicia 
social. Creemos que el camino -no es el caso insistir con un 
debate respecto de este proyecto de ley- es esa propuesta que 
venimos formulando con mucha convicción desde 1986. 


He estado leyendo -como seguramente lo han hecho los 
demás señores senadores- las deliberaciones que se produje- 
ron en el Senado en la Legislatura anterior, como así también 
en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes 
y en el plenario de ésta acerca de este proyecto de ley y he 
podido observar que nadie discute la necesidad de que el país 
tenga Banca de Inversión, que no la tiene. Reitero que nadie 
discute eso. La oposición a este concreto proyecto de ley, que 
crea los Bancos de Inversión, se fundamenta en razones de 
oportunidad -por supuesto que respetables- y en consideracio- 
nes contrarias a la estructura que la Banca de Inversión ten- 
dría o va a tener como resultado de este proyecto, si es que en 
definitiva resulta aprobado y se transforma en ley. En un país 
que tiene ese déficit de inversión, que tan apropiadamente 
señalaba cl señor senador Zumarán -y a cuyo respecto no voy 
a insistir para no reiterar conceptos- resulta evidente la neccsi- 
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dad de buscar nuevos instrumentos para tratar de proyectar al 
país hacia un futuro de crecimiento económico, sin cl cual los 
problemas que vivimos, los que vive nuestra gente, no sólo se 
mantendrán sino que probablemente se agudizarán por mu- 
chos que sean los esfuerzos que se realicen para evitarlos. 


Se ha señalado, señor Presidente, que este proyecto de ley 
de alguna manera implica la partida de defunción de la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo. Puede entenderse así, 
pero nosotros creemos -y esto lo dijimos cuando se sancionó 
la ley que creó dicho organismo- que ella nació prácticamente 
muerta; inclusive, esto se podía notar en ese largo estudio que 
se llevó a cabo, en el que participaron técnicos de todos los 
lemas -recuérdese que varias de esas reuniones se realizaron 
en el despacho del entonces Presidente del Banco de la Repú- 
blica, contador Federico Slinger- a efectos de instrumentar 
esta idea tan buena de la Corporación Nacional para el Desa- 
rrollo. De todos esos esfuerzos quedó por el camino lo mejor 
de ellos y fue así que nos vimos obligados a señalar cuando 
este proyecto se debatió en aquella madrugada en la Cámara 
de Representantes, que había sido de tal modo “jibarizado” 
que al país no le iba a servir mayormente, porque cuando se 
trabajó en este proyecto de ley se habló de dotarlo de un 
capital de aproximadamente U$S 100:000.000, pero nació 
sólo con apenas U$S 10:000.000, que aún no se ha terminado 
de integrar, como bien señalaba el señor senador Zumarán. 
Además, no tuvo de parte de la Administración anterior vo- 
luntad política suficiente como para instrumentarlo rápida- 
mente, por lo menos capitalizarlo en la medida en que lo 
permite la ley y ponerlo a caminar de forma de que cumpliera 
el rol que quienes así lo concibieron le habían asignado. 


Tampoco ha sido ajeno a este magro resultado de la activi- 
dad de la Corporación Nacional para el Desarrollo el hecho de 
la integración de su Directorio, sin perjuicio de estar cn €l 
personalidades competentes. Naturalmente que no se trata 
aquí de hacer una crítica a la capacidad personal de sus inte- 
grantes, pero el hecho de haber sido conformado su Directorio 
como un Ente Autónomo más, ha sido negativo. Esto lo dijo 
el anterior Presidente de la Corporación Nacional para el Des- 
arrollo, el contador Vispo, en la Comisión de Hacienda de la 
Cámara de Representantes -cuando en ese período se trató 
este proyecto de ley- en expresiones tan claras que me voy a 
permitir leer. Dijo lo siguiente: “He tenido oportunidad de 
contactar a inversores del exterior y entiendo que desde sus 
puntos de vista puede verse a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo como con un carácter político. Eso ha constituido 
un obstáculo para el inversor extranjero, pues permanente- 
mente se pregunta cómo se integra el Directorio. Nosotros les 
decimos que se hace con venia del Senado a través de una 
propuesta del Poder Ejecutivo y entonces creen que es un 
Directorio político. Tratamos de persuadirlos mostrándoles los 
curriculum de las personas que integran el Directorio quienes 
recién se han integrado a la actividad. Repito que este es un 
hecho que preocupa al inversor extranjero”. 


Creemos que es así, Reitero que en buena medida la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo nació inviable porque 
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desde su inicio fue “jibarizada”. Por lo demás, las sucesivas 
integraciones de su Directorio obraron para el inversor nacio- 
nal y extranjero como una especie de mensaje. Al respecto 
cabe recordar todo el episodio vivido a fines de la Legislatura 
pasada a efectos de integrar un miembro del Directorio, cuyo 
voto era imprescindible para que se pudiera celebrar un acuer- 
do con el Banco Mundial. Dicho acuerdo permitía capitalizar 
la Corporación para que ésta, a su vez, capitalizara los llama- 
dos bancos gestionados. Este hecho es claramente indicativo 
de la vinculación política estrecha entre los lineamientos del 
Poder Ejecutivo y los de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo ta que, sin duda, fue concebida para actuar con 
absoluta independencia del poder político. En una palabra, 
como un Ente de economía mixta, como muy bicn ha señala- 
do el señor senador Zumarán. 


En consecuencia, no se me podrá decir que estoy manifes- 
tando algo impropio o que no refleja la realidad cuando digo 
que, incluso, la forma en que el poder político ha actuado 
frente a la Corporación Nacional para el Desarrollo ha contri- 
buido a los muy magros resultados que de la misma se han 
obtenido, 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR CASSINA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Prometo al señor 
senador Cassina que no lo tacharé de “rousseauniano”. 


Personalmente y quizás por falta de imaginación, me cuces- 
ta asimilar algunas de las líneas de argumentación que se han 
ido planteando en el transcurso del debate. Desde mi punto de 
vista personal y tal como veo el tema, creo que estamos frente 
a un instrumento jurídico que pretende ser un canal que facili- 
te la captación de capital de riesgo y su aplicación en el país; 
ni más ni menos. Repito, que quizás sea por falta de imagina- 
ción que considero que esto no habilita a imaginar películas 
horrorosas de efectos siniestro que puedan suscitarse a causa 
de este proyecto. Á mi juicio, tampoco tienen una vinculación 
necesaria con el tema de la Corporación. Este tipo de instru- 
mento existirá, si se aprueba la ley, y tendrá un mayor o 
menor desarrollo por motivos que, tal como lo han señalado 
los señores senadores Zumarán y Cassina, son ajenos al instru- 
mento jurídico y dependerá de las oportunidades y coordena- 
das cconómicas que se den en el país. Pero, en nada afecta ni 
para bien ni para mal a la Corporación Nacional para el Desa- 
rrollo. 


Pienso que el tema relacionado con el hecho de que la 
Corporación Nacional para el Desarrollo puede haber nacido 
de manera más o menos feliz o si, posteriormente, ha quedado 
de lado de la mano de Dios, puede ser cierto o no pero, a mi 
juicio, es completamente ajeno a esto. De lo contrario, nos va 
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a suceder lo mismo que en otras ocasiones aconteció cuando, 
por ejemplo, al discutir pequeñas modificaciones a la ley de 
“leasing”, nos enfrascamos en las catástrofes de la política de 
vivienda del país o de la industria de la construcción. 


Reitero que para mí el tema es muy claro, tenemos por 
delante un instrumento jurídico que persigue esa finalidad y 
que no va a resolver de por sí los problemas de inversión del 
país que son otros y del tipo macro económico. Creo que este 
tema se circunscribe a esto y a nada más. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Deseo señalar que no tengo casi 
ninguna discrepancia con el señor senador de Posadas Monte- 
ro en tanto el tema de la Corporación Nacional para el Desa- 
rrollo ha sido planteado como en contraposición con la crea- 
ción de la Banca de inversión, Me he sentido obligado a seña- 
lar cuál fue nuestra posición en oportunidad de discutirse y 
sancionarse parlamentariamente el proyecto de ley que creó la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, En esa oportunidad, 
señalamos de qué forma las esperanzas que se concibieron en 
el nacimiento de este organismo se han visto frustradas por 
circunstancias muy concretas que he mencionado. 


En la breve exposición que realicé en la Comisión de Ha- 
cienda, en oportunidad de aprobarse este proyecto, manifesté 
que vamos a votarlo afirmativamente, aunque con algunas 
preocupaciones en lo que hace a su aplicación. No nos confor- 
ma la simple remisión que el artículo 1* hace al decreto ley de 
intermediación financiera que permite que el Banco Central 
aplique, en el caso de los bancos de inversión, las normas de 
control que el citado decreto ley le autoriza a aplicar con la 
banca comercial. 


Repito que esto no nos satisface, entre otras cosas, porque 
sentimos que el Banco Central a pesar de disponer de faculta- 
des que podrían considerarse muy amplias, en muchos casos 
no las ha ejercido como corresponde. Creo que el ejemplo de 
lo ocurrido con el Banco Comercial, previo a su quiebra, es 
más que significativo al respecto. 


Por lo tanto, creemos imprescindible ir un poco más allá 
del decreto ley de intermediación financiera y establecer, con- 
cretamente, en este proyecto de ley cuál deberá ser la respon- 
sabilidad patrimonial mínima neta de los futuros bancos de in- 
versión. 


Frente a nuestra propuesta, en la Comisión se nos respon- 
dió que se entendía -es un punto de vista respetable- que esto 
debía dejarse librado al Banco Central para que pudiera ope- 
rar con una razonable flexibilidad. Nosotros creemos que la 
flexibilidad es posible pero a partir de algunos mínimos im- 
puestos por la ley, en un país que tiene la experiencia que 
posee en materia bancaria. Más aún cuando se están creando 
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institutos que, por las características de las operaciones que 
pueden realizar suponen un mayor riesgo del que la banca 
tradicional ha implicado e implica para el país. 


Por otra parte, señor Presidente, nos parece que es necesa- 
rio señalar que también nos preocupa que la gestión de estos 
bancos de inversión y el control que el Banco Central realice 
de ellos se evite que se transformen en meros inversores en 
títulos públicos. También puede ocurrir que su actividad se 
reduzca a realizar acciones de capitalización de deuda cxter- 
na. Además, nos parece necesario establecer expresamente en 
la ley que los bancos de inversión tendrán como uno de los 
cometidos más importantes, el promover la creación de nue- 
vas empresas porque, si bien este propósito puede resultar 
implícito en las disposiciones del artículo 3%, creemos conve- 
niente establecerlo expresamente. Pienso que esta sería la la- 
bor fundamental a desarrollar por parte de estos bancos de 
inversión en nuestro país. 


También podemos citar lo señalado en la Comisión de 
Hactenda por el economista José Manuel Quijano, que contra- 
riando la opinión muy respetable del señor Presidente del Di- 
rectorio del Banco Central, en la Comisión de Hacienda de la 
Cámara de Diputados, manifestó que no preveía que este pro- 
yecto de ley tuviera en su aplicación práctica una importante 
dimensión o que alcanzara un nivel considerable. En cambio, 
el economista Quijano suponía que esto sí se podía lograr, 
promoviendo la creación de nuevas empresas con capitales 
argentinos, brasileños, uruguayos O paraguayos, o sea, empre- 
sas trinacionales, con capitales de la región. Nos parece que 
en principio, por un período transitorio, es imprescindible la 
participación de capitales públicos, a efectos de poder promo- 
ver estas iniciativas que, de otro modo, no creemos que sea 
fácil llevarlas a la práctica aunque creáramos este instrumen- 
to. 


De a!lí que nosotros propongamos agregar a este proyecto 
de ley otro artículo por el que se señala que cl Poder Ejecuti- 
vo, al autorizar la creación de Bancos de Inversión, dará prio- 
ridad a aquéllos que se constituyan por la participación por lo 
menos, parcial, de capitales públicos y privados nacionales. 
En lo que refiere a los capitales públicos nacionales, preve- 
mos que participe la Corporación Nacional para el Desarrollo 
como una forma de dinamizar su actividad y de recuperar para 
ella el rol preponderante que se previó cuando se la concibió y 
creó. 


Finalmente, vemos en este proyecto de ley de la creación 
de los Bancos de Inversión, el nacimiento de un instrumento 
que puede servirle al país, tan urgentemente necesitado como 
lo está, de inversiones productivas y reproductivas, para que 
se realicen en una medida tal que nos permita salir de la larga 
situación de estancamiento en que vivimos. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR CASSINA. - Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONL - Deseo hacerle una pregunta al 
señor senador Cassina, porque me doy cuenta de que lo que 
está señalando en este momento, está vinculado al proyecto de 
un artículo 8*, aditivo, que tenemos en nuestras mesas, y don- 
de se propone una responsabilidad patrimonial neta mínima 
no inferior al 8% de los activos, que fue firmado por los 
señores senadores Cassina y Batalla. 


Me parece que este tema -como lo señala el señor senador 
Cassina- es muy importante. Mi pregunta apunta a lo siguien- 
te. Desearía saber si él no cree que, de cualquier manera, la 
preocupación que, repito, considero legítima, no está resuelta 
por Jo que dice el artículo 1% del proyecto de ley que se remite 
al Decreto-Ley vigente, es decir, al N* 15.322, en cuyo Capí- 
tulo TI se trata de la responsabilidad patrimonial de las enti- 
dades del sistema financiero nacional. Mi inquietud es saber si 
no entiende que, con esa referencia, que hace aplicables, en 
subsidio; a los Bancos de Inversión las normas del Decreto- 
Ley N* 15.322 y especialmente su artículo 11, no considera 
cubierto el riesgo que el proyecto que ha circulado pretende 
resolver, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Creí que anteriormente ya había ex- 
plicado nuestra posición al respecto, aunque no fueron mis 
últimas palabras. 


Señalé que el artículo 1%, al remitirse a las normas del 
Decreto-Ley N* 15,322, vuelve aplicables a esta Banca de 
Inversión a crearse, las normas que facultan al Banco Central, 
para establecer necesariamente la responsabilidad patrimonial 
neta mínima que habrán de tener. Ocurre que, desde nuestro 
punto de vista, la facultad aquí concedida al Banco Central es 
tan discrecional, que nosotros consideramos que es necesario 
partir de un mínimo establecido en la ley cuando se trata de 
nuevas entidades bancarias, que agregan a la sociedad urugua- 
ya un riesgo más, de los muchos que ya le ha creado y aun 
hoy le sigue creando nuestro sistema financiero, 


Esta es una posición que puede compartirse o no, pero nos 
parece necesario que a partir de este mínimo, el Banco Cen- 
tral actúe con discrecionalidad. Entendemos que el mínimo, 
en relación con estas nuevas entidades debe existir. No es que 
creamos que no esté contemplado por la remisión que el artí- 
culo 1? hace a las normas correspondientes del decreto-ley de 
intermediación financiera, sino que consideramos necesario, 
para estos Bancos de Inversión, ir un poco más lejos en la ley 
y establecer un mínimo, que no podrá ser dejado de lado por 
el Banco Central, a partir del que, este Banco podrá manejarse 
con la discrecionalidad que le concede el Decreto-Ley 
N? 15.322, 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra 
para una moción de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Solicito que se pro- 
rrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presen- 
tada. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Finalizando mi exposición, digo que 
vamos a votar este proyecto de ley con las salvedades que he 
anunciado. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR CASSINA., - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor de Posadas Montero. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Deseo hacerle una 
doble pregunta y confieso que es con ánimo retórico. 


En primer lugar, ¿por qué se justificaría establecer en la 
ley una precaución como la responsabilidad patrimonial míni- 
ma en el caso de la Banca de Inversión y no en el caso de la 
Banca comercial común, cuando ésta se nutre básicamente, 
del ahorro público? 


La segunda pregunta que voy a hacer está vinculada a la 
primera. Entonces, ¿cuál sería el riesgo para el país, en el caso 
de la Banca de Inversión, de un mal suceso de la misma, 
vistas las fuentes de captación de recursos, a las que está 
limitada por la ley? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: comenzaré por el 
final. 


Creo que por las características y facultades que este pro- 
yecto de ley le concede a los Bancos de Inversión, se introdu- 
cen de manera directa y profunda en todo nuestro sistema 
productivo. Eso hace necesario establecer alguna salvaguarda 
en materia de responsabilidad patrimonial ncta mínima que 
nos lleva a crecr imprescindible determinarlo expresamente 
en la ley. La segunda, que se refiere a la primera pregunta del 
señor senador de Posadas Montero es que, si de nosotros de- 
pendiera -aquí estamos tratando un proyecto de ley sobre Ban- 
ca de Inversión, no estamos reformando cl régimen de la Ley 
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de Intermediación Financiera- también estableceríamos para 
la Banca Comercial, un criterio de mínimos de responsabili- 
dad patrimonial neta, a partir de los cuales, el Banco Central 
se moviera con discrecionalidad. En ese sentido, no haríamos 
distingos, sólo que aquí tenemos la posibilidad de plantearlo 
porque estamos tratando una ley que crea los Bancos de Inver- 
sión, que hasta ahora no existen en el país. 


Digo finalmente que, en el curso del debate, sc han hecho 
una serie de referencias en las que no quiero introducirme cn 
profundidad. No quiero hacer mención a los cambios que se 
están produciendo en el llamado mundo del socialismo rcal. 
Comparando la actitud que se traduce a través de esos cam- 
bios con las que se asumen en nuestros países, estamos olvi- 
dando que sobre todo, algunas de las naciones que pertenecen 
al mundo del llamado socialismo real, son las del Norte, que 
no pueden ser comparadas con las del Sur, en que vivimos 
nosotros, en un estado de dependencia económica absoluta- 
mente incomparable con el que tienen la Unión Soviética y 
los Estados Unidos, que son países interdependientes. 


Cuando oía esto, me venía a la mente cierta preocupación, 
manifestada hace unos días en oportunidad de recibir a una 
personalidad de la Unión Soviética. Dicha preocupación tiene 
que ver con las esperanzas que todos tenemos cn relación con 
el desarrollo de las políticas que ha venido implementando la 
Unión Soviética, a través de su Gobierno y de esa figura tan 
excepcional de estas dos últimas décadas del siglo XX, como 
to es el señor Gorbachov. 


El señor senador Batalla expresó en esa oportunidad las 
esperanzas que tenemos, reitero, en los cambios que han im- 
pulsado el señor Gorbachov y el grupo de dirigentes que lo 
acompañan, manifestándole asir .smo al representante sovié- 
tico que nos visitó, la preocupación porque el señor Gorba- 
chov -y que por favor nadie sc moleste por esto- haya termi- 
nado un tanto deslumbrado por el capitalismo del Norte, que 
no es el mismo que el del Sur, donde nosotros vivimos. No 
somos países interdependientes, sino que somos dependientes 
y, por tanto, las reglas que pueden servir para el capitalismo 
del hemisferio norte no son aplicables al del sur. Inclusive, 
ellas juegan en contra de los intereses de nuestros pueblos. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el proyecto de ley en gencral. 


(Se vota:) 
-15 en 19. Afirmativa. 
SEÑOR ZUMARAN. - Que se rectifique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar nuevamente el proyecto de ley en general, 


(Se vota:) 
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-18 en 22. Afirmativa. 
Se pasa a la discusión particular, 
Léase el artículo 1%. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Mociono para que se supri- 
ma la lectura de los artículos en la discusión particular. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada. 


(Sc vota:) 
-18 en 23, Afirmativa. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es 
el siguiente: 


“ARTICULO 1?. - Los Bancos de Inversión se regularán 
por las disposiciones de la presente ley, aplicándose en subsi- 
dio las normas del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre 
de 1982, sus concordantes, complementarias y modificati- 
vas”, 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-18 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 2*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es 
el siguiente: 


“ARTICULO 2*. - Las empresas mencionadas en el artícu- 
lo anterior deberán usar necesariamente la denominación 
“Banco de Inversión””.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20 en 25. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es 
el siguiente: 


ARTICULO 3%. - Los Bancos de Inversión sólo podrán 
realizar las siguientes Operaciones: 


A) Recibir depósitos de no residentes, a plazos superiores 
al año. 


B) Contratar directamente en el exterior créditos a plazos 
superiores al año o gestionarlos para terceros. 
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C) 


Emitir obligaciones, debentures o valores mobiliarios 
similares. 


D) Realizar inversiones u otras operaciones en títulos, bo- 


E) 


nos, acciones, debentures o valores mobiliarios de aná- 
loga naturaleza con la finalidad de financiar sus emi- 
siones o proceder a su colocación. El Banco Central 
del Uruguay reglamentará los porcentajes y condicio- 
nes en que se podrán realizar estas inversiones. 


Adquirir acciones, obligaciones o partes de capital en 
empresas que no realicen actividades de intermedia- 
ción financiera. Se podrán realizar estas inversiones en 
los porcentajes y condiciones que fijará el Poder Ejecu- 
tivo con el asesoramiento del Banco Central del Uru- 


guay. 


Adquirir bienes inmuebles o muebles no fungibles con 
la exclusiva finalidad de conceder su utilización a ter- 
ceros contra el pago de un precio en dinero abonable 
periódicamente, con o sin opción de compra. 


Salvo pacto expreso en contrario, no serán aplicables a 
estas operaciones las normas que rigen el arrendamien- 
to de los bienes de que se traic. 


El Banco Central del Uruguay determinará el porcenta- 
je máximo sobre la responsabilidad patrimonial que 
podrán invertir estos Bancos en bienes inmuebles. 


G) Conceder créditos y otorgar préstamos a mediano y 


largo plazo. 


A los efectos de lo dispuesto por la presente ley se 
entenderá por créditos a mediano plazo los que se otor- 
guen a más de tres años y menos de cinco, y por crédi- 
tos a largo plazo los que se otorguen por cinco años O 
más años. 


H) Otorgar fianzas, avales, garantías y cauciones de cual- 


D 


J) 


quier especie. 


Aceptar y colocar letras, vales y pagarés de terceros 
vinculados con operaciones de empresas en que inter- 
vengan en la forma prevista en el literal E) de este 
artículo. 


Asesorar en materia de inversiones y prestar servicios 
de administración de carteras de inversiones. 


K) Asesorar en materia de administración de empresas, así 


como sobre reorganización, fusión, adquisición € insta- 
lación de las mismas. 


L) Asumir representaciones y ejercer comisiones o man- 


datos que tengan por objeto la administración e inver- 
sión de fondos recibidos a esos efectos de no residen- 
tes. 
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M) Cumplir mandatos y comisiones que tengan relación 
directa con operaciones de su giro. 


N) Realizar operaciones en metales preciosos y moneda 
extranjera”). 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra, el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Descaría, señor Presidente, que los 
cuatro primeros literales de este artículo, es decir, del A) al D) 
inclusive, se votaran por separado. Asimismo, no tengo incon- 
veniente en que los restantes se voten juntos. 

SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo con lo solicitado por 
cl señor senador Zumarán, se va a proceder a votar separada- 
mente los literales A), B), C) y D), de los restantes. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el literal A) 
del artículo 3%, 


(Se vota:) 

-20 en 26. Afirmativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el literal B). 
(Se vota:) 

-17 en 26. Afirmativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el literal C). 
(Se vota:) 

-21 cn 26. Afirmativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el literal D). 
(Se vota:) 

-21 en 26. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los literales 
E) a N) inclusive. 


(Se vota:) 
-21 en 26. Afirmativa. 


Los señores senadores Batalla y Cassina han propuesto 
agregar un titeral O) que ha llegado a la Mesa. 


Léase el literal O) propuesto por los señores senadores 
antes mencionados. 


(Se lee:) 
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“ARTICULO 3%. - Los Bancos de Inversión sólo podrán 
realizar las siguientes operaciones: 


O) Elaborar proyectos de factibilidad para la constitución 
de empresas productivas, realizando o promoviendo la inver- 
sión de capitales de riesgo en la creación de nuevas empresas 
de esa naturaleza”, 


-En consideración. 
SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra, el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - El literal O) que pretenden agregar los 
señores senadores Batalla y Cassina, nos parece razonable; no 
vemos que contraríe la filosofía de este proyecto de ley. Sin 
embargo, con este aditivo nos vemos frente a la siguiente 
situación. Si el Senado sancionara en el día de hoy este pro- 
yecto de ley, él se convertiría en ley. Cabe recordar que dicho 
proyecto -como ya lo expresáramos hace algún tiempo- fue 
enviado por el Poder Ejecutivo anterior en 1987 y contó con 
media sanción por parte de la Cámara de Senadores recién en 
setiembre del año pasado; asimismo, ya ha corrido el trámite 
respectivo en la Cámara de Representantes. 


Consideramos que esta solución que plantea el proyecto de 
ley es buena y beneficiosa para los intereses del país y, por lo 
tanto, no quisiéramos retrasar su aprobación con cl agregado 
de este literal O), ya que si así fuera, si se incluyera el aditivo, 
el proyecto de ley debería retornar a la Cámara de Represcn- 
tantes. 


Reiteramos que la redacción de este aditivo nos parece 
razonable, pero de todos modos lo vamos a votar negativa- 
mcate. 


SEÑOR ABREU. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra, el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - En el mismo sentido expresado por el 
señor senador Raffo, creernos totalmente compartible la ini- 
ciativa y la inquietud de los señores senadores Batalla y Cas- 
sina. Sin embargo, considero que este literal es innecesario, en 
la medida en que lo que él propone ya está contemplado en 
alguno de los incisos de este mismo artículo 3%, 


Si se me permite, en el artículo 3% se expresa que la preo- 
cupación estriba en la elaboración de proyectos de factibilidad 
para la constitución de empresas productivas. La elaboración 
de estas empresas estaría encuadrada en lo que dispone la 
redacción de los literales Y) y K) en cuanto se trata de compe- 
tencias para asesorar en materia de inversión y prestar servi- 
cios de administración y, además -lo expresa el K)- asesorar 
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en materia de administración de empresas, así como su reor- 
ganización, fusión, adquisición e instalación de las mismas. 


De manera que, entonces, pienso que el espectro que abar- 
can los literales J) y K) es amplio y, por lo tanto, no sólo es 
compartible la inquietud que plantean los señores senadores 
Cassina y Batalla, sino que además ella ya está comprendida 
en la normativa que está a consideración del Cuerpo. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra, el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Creo que la inquietud de los señores 
senadores Batalla y Cassina no está tan contemplada como se 
dice; razón por la que quisiéramos que los señores senadores 
preopinantes reconsideren su posición de no votar este aditi- 
vo. Es más; en nuestro caso, de votar este literal O) -como 
estamos dispuestos a hacerlo- se nos impone el hecho de tener 
gue hacer lo mismo con el artículo 8? aditivo, presentado por 
la misma bancada del Partido por el Gobierno del Pucblo, 
porque están realmente relacionados, 


Por otra parte, considero que no es un buen argumento el 
de que este proyecto sufra una pequeña demora en su aproba- 
ción porque deba retornar a la Cámara dc Representantes, 
teniendo en cuenta que todos estamos de acuerdo en que la 
iniciativa es buena y le sirve al país. En tal sentido, pienso 
que si algo de positivo ticne esta iniciativa es, precisamente, 
tratar de ensanchar el aparato productivo y de que se realicen 
inversiones en empresas que tiendan a este fin, 


Creo que esta finalidad -que, reitero, está vinculada con el 
artículo 8% que se propone, por las razones que expondremos 
en su momento- bien vale el pequeño retraso que podría sufrir 
la sanción de este proyecto de ley. Además, si existe voluntad 
política por parte de quienes votaron este proyecto en la Cá- 
mara de Representantes, no creo que la demora sea mayor de 
30 días. Una vez más señalo que, a mi juicio, bien vale la 
pena este pequeño retraso que provocarían estos textos adili- 
vos que nos resultan interesantes porque lo que en ellos sc 
establece no está comprendido en los literales que mencionó 
el señor senador preopinante; por lo menos, lo que se pretende 
no está tan claramente especificado como en estos aditivos. 


SEÑOR RAFFO. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR MILLOR. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - Simplemente deseo aclarar que hicimos 
referencia al primer texto aditivo, que sería incluido -de apro- 
barse- en el artículo 3%, Me pareció entender que el señor 
senador Millor hizo mención a los artículos 8* y 92. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Creo que el señor senador Raffo no 
comprendió mis expresiones porque el proyecto de ley tiene 
solamente siete artículos. 


El propósito que persiguen los señores senadores Batalla y 
Cassina se ve totalmente instrumentado -por razones que va- 
mos a explicar cuando se estudien los demás artículos aditivos 
que ellos mismos han presentado- si también se vota el artícu- 
lo 8?. Parcialmente, podemos adelantar que supone un mayor 
riesgo la inversión en empresas productivas. Considero que 
con estos Bancos de Inversión se alcanzaría una finalidad 
importante, y por eso acompañamos su creación, 


En consecuencia, entiendo que no es un buen argumento el 
anteponer algo que es de mero trámite en el trabajo de un 
Parlamento bicameral -me refiero al hecho de que un proyecto 
de ley retome a la Cámara que lo analizó primero- a este 
altísimo interés. Además, no debemos olvidar que si existe 
voluntad política en aquellos legisladores que lo aprobaron en 
la oportunidad anterior, este texto puede salir rápidamente de 
la Cámara de Representantes. 


Muchas gracias. 
SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO, - Quiero aclarar que nuestra posición se 
relaciona exclusivamente con el literal O) aditivo al artículo 
32. No habíamos abierto opinión sobre los artículos 8* y 9*, 
pero adelantamos que los vamos a votar en forma negativa 
lisa y llanamente, y no por las razones que expresamos con 
respecto al texto aditivo en consideración. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra, el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Por más que haya una diferenciación 
en lo que señala el señor senador Raffo -es decir, entre votar 
por no lisa y llanamente o hacerlo con algún condicionamicn- 
to- ya había manifestado que se iba a oponer a todos los 
aditivos basándose en que este proyecto no tiene que volver a 
la Cámara Baja. Por esa razón me tomé el atrevimiento de 
incursionar en el artículo 82, No se puede manejar el argumen- 
to de no votar un aditivo al artículo 3? para que el proyecto no 
vuelva a la Cámara de Representantes, mientras que sí se vota 
un nuevo artículo, sin importar el trámite que luego deba 
seguirse, 


Pido disculpas al señor senador, pero di por sobreentendi- 
do que se iba a oponer a cuanto aditivo se propusiese, 
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Por las razones que voy a exponer -reitero- cuando se 
analice el artículo 8* aditivo que también proponen los seño- 
res senadores Batalla y Cassina, considero que este literal es 
complementario de ese artículo. Es decir que este aditivo se 
instrumenta si además se vota esa mayor garantía que se otor- 
ga a través del artículo 8*, 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: compartimos 
la filosofía de este literal propuesto por los señores senadores 
Batalla y Cassina. Sin embargo, se nos presenta alguna difi- 
cultad en la medida en que dicho texto está precedido por la 
Ictra “O” seguida de un paréntesis. Esto significa que de ma- 
nera implícita se aceptan todos los demás literales del artículo 
3* que votamos en contra. 


Si la finalidad del Banco de Inversión fuera exclusivamen- 
te ésta, no tendríamos mayor inconveniente en votar afirmati- 
vamente. No creemos que esta competencia haya sido prevista 
en los literales que mencionó el señor senador Abreu porque 
el concepto básico que surge de este aditivo es la referencia a 
empresas productivas y a la inversión de capitales de riesgo 
en la creación de nuevas empresas de esa naturaleza, aun 
cuando se trate de elaborar un proyecto de factibilidad. Reite- 
ro que eso no surge de esos otros literales que, en realidad, 
tienen un contenido -aunque no en forma expresa- dedicado a 
la actividad puramente financiera o aun especulativa. 


Como dije, se nos presenta alguna dificultad para la apro- 
bación de este aditivo. Entonces, en lugar de solicitar que se 
lea nuevamente la totalidad del artículo 3?, literal por literal, 
con este aditivo -que sería lo que corresponde- nos vamos a 
limitar a votar afirmativamente el texto propuesto por los se- 
ñores senadores Batalla y Cassina, pero dejando clara cons- 
tancia de que ello no significa que estemos implícitamente 
apoyando los demás literales de este artículo. 


Por otra parte, no podemos omitir hacer referencia a un 
tema recientemente planteado. Aquí se ha sostenido que aun 
cuando se considere razonable realizar un agregado a una 
disposición, eso no va a ser votado para que el proyecto no 
deba volver a la otra Cámara. Consideramos que no es conve- 
niente demorar la sanción de un proyecto de ley, pero pensa- 
mos que tampoco se debe actuar de manera intempestiva. Si 
un proyecto de ley puede ser mejorado, debe serlo, aun cuan- 
do eso signifique días o semanas de demora en su aprobación. 
La impresión que se recibe -y aclaro que con ello no quiero 
decir que haya estado en la intención de nadie- es que si este 
proyecto no se sanciona en el día de hoy, algún banco de 
inversión no podrá ser creado. Como ese es un hecho imposi- 
ble -del tipo de las catástrofes a que hoy se hacía referencia- 
entiendo que hasta por la propia imagen del Parlamento es 
importante que no detengamos la incorporación de textos que 
se consideren correctos, por la circunstancia de que el proyec- 
to deba volver a la otra Cámara. 
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SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra para contestar una alu- 
sión, 


SEÑOR PRESIDENTE, - Si me permite el señor senador, 
quiero señalar que cada vez que alguien hace uso de la pala- 
bra, sus argumentos pueden ser contestados o considerados 
desde otro punto de vista. De esa forma, toda vez que se 
analice un argumento, quien lo formuló tendría derecho a 
contestar alusiones, y los debates se tornarían absolutamente 
interminables. 


La Presidencia considera que el señor senador Raffo no ha 
sido aludido personalmente, sino que simplemente se ha efec- 
tuado un razonamiento sobre sus argumentos. 


SEÑOR RAFFO. - Entiendo que no es así, señor Presiden- 
te. He sido aludido a través de una clara afirmación y, poste- 
riormente, de una interpretación bastante distorsionada de las 
palabras que he vertido en Sala. El único que las pronunció 
fui yo, el senador Juan Carlos Raffo, Por lo tanto, no habría 
otro que las vertiera. En consecuencia, considero que he sido 
aludido directamente por el señor senador Korzeniak y en sus 
palabras, además, ha agregado algunos conceptos que debo 
aclarar porque, por lo visto, no se ha entendido lo que he 
manifestado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El artículo 91, inciso segundo, 
del Reglamento dice que procede la contestación a una alu- 
sión únicamente cuando ésta tenga relación directa con la per- 
sona del aludido o con sus actitudes políticas, o su partido po- 
lítico. 


Entiendo que el señor senador Korzeniak no ha aludido a 
la persona del señor senador Raffo, ni a actitudes políticas del 
señor senador Raffo, ni al partido político del señor senador 
Raffo, Pero, en fin, el Senado resolverá. 


Si el Senado entiende que el señor senador Raffo en este 
caso tiene derecho a contestar una alusión personal, por haber 
sido objeto de ella, la Presidencia le dará la palabra. Por con- 
siguiente, solicito que el Cuerpo se pronuncie. 


Se va a votar si se estima que hubo una alusión al señor 
senador Raffo. 


(Se vota:) 
-22 en 26. Afirmativa. 
SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Estos son problemas de carácter 
meramente reglamentarios y de orden, por lo que no se admi- 
ten los fundamentos de voto. 


Tiene la palabra el señor senador Raffo. 
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SEÑOR RAFFO. - Señor Presidente: hicimos la argumen- 
tación de por qué no íbamos a votar el literal O) propuesto por 
los señores senadores Batalla y Cassina. Parecería que lo que 
en su momento dijimos no ha sido entendido, e, incluso, ha 
tenido derivaciones insospechadas, porque aun no atribuyén- 
doseme ese pensamiento, se ha aprovechado esa circunstancia 
para decir que quizás hubicra algún banco que estuvicra espe- 
rando la aprobación de este proyecto de ley o se pudiera 
perder algún negocio. 


Si no quedó bien claro en su momento, tratemos de aclarar 
el concepto. Cuando debemos aprobar un proyecto de ley, 
tenemos que tomarlo en su conjunto. En la medida en que éste 
está compuesto de varios artículos, quizá sea razonable agre- 
garle o no algo y nos puede parecer correcto que se haga esto 
ya que no varía sustancialmente -tal cual lo dijéramos en su 
momento- cl espíritu del mismo, Por Jo tanto, creo que se 
inficrc mal, si de nuestra actitud de valorar este proyecto en 
su conjunto y decidir que es bueno para nuestro país, que 
entre en actividad ahora y no detener su trámite por el mero 
agregado de un literal -que no adiciona demasiado ni lo enri- 
quece sustancialmente y que si estábamos dispuestos a volarlo 
era porque se compadecía del proyecto en su conjunto- se 
interprete que hay una tesitura de apresuramiento de parte 
nuestra de tratar que un proyecto de ley que no nos parece 
adecuado lo debamos aprobar a fórceps y no devolverlo a la 
Cámara de donde proviene, creo que es bastante temerario, 
señor Presidente. 


Nosotros reiteramos el concepto y tratamos de dejarlo más 
en claro. En este caso particular, en el proyecto de ley de 
Banco de Inversión, con referencia al literal O) aditivo al 
artículo 3%, propuesto por los señores senadores Batalla y Cas- 
sina, vamos a votarlo negativamente, porque nos parece que 
el mismo, aunque sea razonable y compatible, no agrega la 
calidad sustancial suficiente para enriquecer de tal manera 
este proyecto de ley que tengamos que decir que debemos 
devolverlo, porque este literal O) lo transforma, le da otro 
contenido y otra voluntad política. Por lo tanto, como creemos 
que la voluntad política del proyecto en su conjunto es sufi- 
ciente, señor Presidente, votamos negativamente este literal 
O) y argumentamos que no es necesario que pase a la Cámara 
de Representantes, 


Reiteremos, en tren de aclaración, que todavía no ingresa- 
mos en la discusión de los propuestos artículos 8* y 9%, donde 
habíamos adelantado -por otro motivo, y no porque no pase a 
la Cámara de Representantes- que lo íbamos a votar negativa- 
mente. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONT. - Señor Presidente: voy a votar ne- 
gativamente la propuesta de los señores senadores Cassina y 
Batalla, por las razones que expresara oportunamente el señor 
senador Abreu, que mencionaba, si mal no recuerdo, los lite- 
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rales J) y K) de este artículo 3%, donde se dice que entre las 
actividades que pueden realizar los bancos de inversión figura 
el asesoramiento en materia de inversiones, etcétera, y en 
materia de administración de empresas. 


Va de suyo, señor Presidente, que un asesoramiento com- 
prende la elaboración de proyectos. Diría, que la materializa- 
ción de un asesoramiento es la elaboración de un proyecto. 
Digo más. En temas de la trascendencia de éste -importancia 
que reconocen los autores del proyecto, porque si no no hu- 
bieran propuesto agregar este literal- a nadic se le puede ocu- 
rrir que ese asesoramiento sea simplemente un intercambio 
verbal de opiniones entre los servicios del banco de inversión 
y los eventuales interesados en una actividad determinada. 


Creo que no es ni siquiera como dice un señor senador 
preopinante, en el sentido de que son tan escasas las diferen- 
cias entre la propuesta y el proyecto que no se amerita su 
regreso a la Cámara de Representantes. Leyendo y releyendo 
este proyecto, no advierto cómo podría pensarse que incurre 
en infracción a este texto de ley un banco de inversión que 
hiciera un proyecto vinculado con los asesoramientos que 
pueda prestar. 


Existen otros argumentos que se pueden señalar. Por ejem- 
plo, cuando se trata de elaborar el estatuto de una sociedad 
anónima, siempre es bueno distinguir entre lo que es el objeto 
y la capacidad de esa sociedad, es decir, las competencias que 
tiene para cumplir con el objeto social. Hay muchas activida- 
des que aquí no están mencionadas, pero que integran lo que 
son los instrumentos y las herramientas para cumplir con el 
objeto de creación de los bancos de inversión. En tren de estar 
pensando en dichos instrumentos, de los cuales uno sería la 
materialización a través de un proyecto del asesoramiento 
prestado, podríamos agregar unos cuantos más. 


Repito, señor Presidente que, además del argumento de 
que el punto está comprendido en el proyecto de ley, creo que 
ni siquiera la redacción del mismo puede dar lugar a la más 
mínima confusión a este respecto. 


Señalo, por último, que tampoco es desdeñable el argu- 
mento que le he oído al señor senador Raffo, en cuanto a que, 
en función de lo que vengo señalando, y que algún otro señor 
senador ha indicado previamente, no se justifica derivarlo 
nuevamente a la Cámara de Representantes, porque de hacer- 
lo, se introducirían confusiones en un texto que no las presen- 
ta. 


Comprendiendo la preocupación en el sentido de regla- 
mentar adecuadamente el tema creo que, incluso en el texto 
concreto propuesto, habría que analizar o calar un poco más 
hondo para ver si esta redacción logra el fin perseguido. Crco, 
en suma que es absolutamente superabundante frente a lo que 
expresa el artículo 3*. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: 
con lo expresado por los señores senadores Ricaldoni, Abreu y 
Raffo, mi intervención sería superabundante. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Quedamos agradecidos por la 
parquedad del señor senador. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el literal O) 
propuesto por los señores senadores Cassina y Batalla. 


(Se vota:) 
-12 en 27. Negativa. 
SEÑOR VIERA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR VIERA, - Hemos votado este aditivo, aunque en- 
tendemos que en lo fundamental no se separa de la filosofía 
del proyecto cn su generalidad; pero como se relaciona direc- 
tamente con cl problema de la producción y de la inversión, lo 
hemos votado, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por la vía del fundamento de 
voto, la Presidencia quiere expresar que ha votado negativa- 
mente por las razones de carácter -en cierto sentido- formal 
que ha expuesto el señor senador Raffo, que compartimos en 
todos sus términos y también por las que agregó el señor 
senador Abreu, a las que adhirió el señor senador Ricaldoni. 


En consideración el artículo 4*, 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


“ARTICULO 4?. - Los Bancos de Inversión podrán reali- 
zar con las empresas comprendidas en el literal E) del artículo 
3% de la presente ley las operaciones que integren el giro 
bancario, salvo recibir depósitos en cuenta corriente bancaria 
y girar contra ella mediante cheques”.) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-2] en 27. Afirmativa. 


En consideración el artículo 5*, 


(El artículo cuya lectura sc resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


“ARTICULO $5*, - No será de aplicación a los Bancos de 
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Inversión lo dispuesto en el artículo 10 del Decreto-Ley 
N?* 15,322, de 17 de setiembre de 1982”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-18 en 27. Afirmativa. 


En consideración el artículo 6?. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


“ARTICULO €%. - En los casos en que integrantes del per- 
sonal de un Banco de Inversión sean designados para ocupar 
cargos de Dirección o Gerencia en empresas asistidas en la 
forma prevista en el literal E) del artículo 3% de la presente 
ley, no será de aplicación lo dispuesto en el literal C) del 
artículo 18 del Decreto-Ley N? 15.322, de 17 de setiembre de 
1982”.) 


SEÑOR KORZENIAK,. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - De alguna manera, durante una 
interrupción en la discusión gencral, hice referencia a este ar- 
tículo 6*. Pregunto, concretamente, si este artículo está autort- 
zando a que un banco de inversión preste, no a una empresa 
en la cual dicho banco ha puesto un funcionario por vía de 
control, sino a ese empleado, es decir, que el préstamo ingrese 
al patrimonio de ese funcionario como un pasivo en su balan- 
ce personal. Formulo esta pregunta, porque aquí se está di- 
ciendo que no es de aplicación lo dispuesto en el literal C) del 
artículo 18 del Decreto-Ley N* 15.322, 


En la página 72 del repartido, donde se transcribe ese De- 
creto-Ley, figura el artículo 18 a que hemos hecho referencia 
cuyo literal C) expresa que las empresas comprendidas en esta 
ley, que realicen actividad de intermediación financicra, no 
podrán conceder créditos o avales a su personal superior, ya 
sea Directores, Síndicos, Fiscales, asesores o personas que 
desempeñan cargos de Dirección, etcétera. Como en este caso 
ese literal C) está exceptuado, pregunto concretamente si este 
artículo permite que un banco de inversión preste al patrimo- 
nio individual de su personal superior. Creo que la pregunta 
corresponde porque refiere a una norma tradicional que en 
nuestro sistema bancario ha existido desde la primera Carta 
Orgánica del Banco de la República y veo que aquí se estable- 
ce una excepción. Entiendo que la excepción pueda referirse a 
las empresas adonde se haya enviado un funcionario del ban- 
co de inversión con fines de contralor, etcétera. Pero, como el 
literal C) alude concretamente a préstamos al personal supe- 
rior y la letra de este artículo parecería estar diciendo eso 
directamente, formulo esta pregunta. 
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SEÑOR SILVEIRA ZAVALA,. - Pido la palabra para una 
moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Propongo que se prorro- 
gue el término de finalización de la sesión hasta que se aprue- 
be definitivamente este proyecto de ley que está a discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor senador Silveira Zavala. 


(Se vota:) 
-25 en 27. Afirmativa. 
SEÑOR ABREU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - La pregunta formulada por el señor 
senador Korzeniak ha sido clara y terminante, así como tam- 
bién lo será la respuesta que amerita, 


Si la excepción a que el proyecto se refiere está vinculada 
con el literal C) del artículo 18 del Decreto-Ley N* 15.322, le 
respondo afirmativamente, porque el propio proyecto de ley lo 
dice en forma terminante. Si fuera de otro modo, tendría que 
aclarar cuál sería el alcance. Pero es importante terminar de 
lcer el contenido de este literal porque, en realidad, tiene dos 
componentes; uno, referido a la concesión de créditos o avales 
a su personal superior y otro, en particular, a empresas c 
instituciones de cualquicr naturaleza en las que estas personas 
actúan en forma rentada y honoraria, como Directores, Direc- 
tivos, Síndicos, Fiscales, etcétera. Quiere decir que el proyec- 
to de ley contempla ambas situaciones: la de los Directores y 
la de las empresas que ellos integran. De otra forma, cstaría- 
mos obligados a establecer expresamente la distinción en el 
proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el artículo 6. 
(Se vota:) 

-17 en 26. Afirmativa. 

En consideración el artículo 7? y último del proyecto, 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


“ARTICULO 7”. - con respecto a los residentes, los Ban- 
cos de Inversión no podrán efectuar, ni directa ni indirecta- 
mente, operaciones de venta de activos propios o de terceros 
con garantía de recompra. El Banco Central del Uruguay con- 
trolará el estricto cumplimiento de esta disposición”.) 
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-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 
-20 en 25. Afirmativa. 


Léase el artículo 8* aditivo propuesto por los señores sena- 
dores Cassina y Batalla. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Solicito que se su- 
prima la lectura, por cuanto los aditivos han sido repartidos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se suprime la 
lectura. 


(Se vota:) 
-23 en 25. Afirmativa. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 


“ARTICULO 8. - Sin perjuicio de lo dispuesto en el artí- 
culo 1%, los Bancos de Inversión deberán tener una responsabi- 
lidad patrimonial neta mínima no inferior al 8% (ocho por 
ciento) de sus activos, porcentaje que podrá ser elevado por el 
Banco Central del Uruguay en atención a la especialidad de 
las operaciones que realicen”.) 


-En consideración. 
SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: vamos a acompañar 
este aditivo, habida cuenta de lo expresado por algunos seño- 
res senadores en cuanto a que lo que se quería establecer en el 
literal O) del artículo 3” ya está contemplado en otros literales 
de dicho artículo. Lo vamos a votar, porque creemos que esto 
incrementa las garantías ya que se vincula a lo que técnica- 
mente se conoce como “leverage”, o sea, el coeficiente de 
endeudamiento, que normalmente es, por cada nuevo peso de 
capital, N$ 20 de depósito o, inversamente, por cada N$ 20 de 
depósito, N$ 1 de capital. 


Acá se están incrementando las garantías porque se esta- 
blece un capital mínimo no vinculado con los depósitos, sino 
con los activos. Todo capital que se establezca en relación a 
los activos, representa una cantidad mayor que todo capital 
que se establezca en relación a su pasivo u obligaciones. Creo 
que es fundamental que esto sea considerado por el Senado, 
puesto que, precisamente, en eso consiste el mayor riesgo de 
un banco de inversión. No es lo mismo prestar a una empresa 
que ya viene funcionando en el país, a la que se le puede 
exigir sus últimos balances y en función de ellos, comprobar 
la viabilidad de los balances futuros, que a una empresa sin 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-297 


antecedentes en el país, que podrá presentar un balance de 
proyección pero que origina un riesgo mucho mayor. 


Creo que, en defensa del propio organismo que estamos 
ercando, es conveniente incrementar las garantías. Reitero que 
por este mecanismo -que lamentablemente no surgió en la 
Cámara de Representantes- se están incrementando esas ga- 
rantías, imprescindibles por los riesgos que genera un banco 
de inversión, las que resultan tan convenientes. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Lamentablemente, 
no voy a acompañar a esta iniciativa, en primer lugar, porque 
creo que es materia típica de todo Banco Central; en segundo 
término, porque considero que estos mecanismos de garantía 
deben ser móviles y, además, porque estimo que las garantías 
que exigen la existencia de capital como contrapartida -y a mi 
juicio no son las más importantes en el funcionamiento de la 
banca, sino aquéllas que implican el contralor de la naturaleza 
de los préstamos- deben canalizarse no bajo la forma de res- 
ponsabilidades patrimoniales, sino bajo la de encajes. 


Por último, siendo loable la iniciativa, una responsabilidad 
patrimonial neta mínima del 8% en nada cambiaría la situa- 
ción, sobre todo de un banco de inversión. A mi juicio, por la 
fuente limitada de los recursos de dichos bancos, en las que 
no está incluida la captación del ahorro público, este tipo de 
medidas tiene una menor validez relativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 8% aditivo propuesto por los señores 
senadores Batalla y Cassina. 


(Se vota:) 
-10 en 26. Negativa. 
SEÑOR VIERA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR VIERA. - Hemos votado esta disposición, señor 
Presidente, porque la mayoría insistía con este proyecto que 
creemos que es negativo, tratando de que la norma tuviere una 
garantía específica, ya que no nos bastaba la del Banco Cen- 
tral. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 9* 
aditivo, propuesto también por los señores senadores Batalla y 
Cassina. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el siguien- 
te: 
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“ARTICULO 29*. - El Poder Ejecutivo, al autorizar la ins- 
talación de Bancos de Inversión, dará prioridad a los que se 
constituyan con la participación por lo menos parcial, de capi- 
tales públicos y capitales privados nacionales. 


La participación de capitales públicos se realizará por me- 
dio de la Corporación Nacional para el Desarrollo”.) 


SEÑOR ABREU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - Comparto la preocupación que anima a 
los señores senadores Batalla y Cassina al presentar este ar- 
tículo aditivo. Sin embargo, debido a cómo se ha articulado el 
mecanismo de la norma, parecería innecesario, pues el meollo 
de la propuesta funciona sobre la idea de la prioridad. Crce- 
mos que podría existir esa preocupación si se estableciera 
alguna limitación cn materia de banca de inversión, o inclusi- 
ve si subsistiera la limitación establecida en la Ley de Inter- 
mediación Financiera, por la cual el artículo 10, al referirse a 
los bancos, fija en un máximo dc! diez por ciento de los 
existentes en el año anterior. 


Sin embargo, al estar expresamente exonerada la aplica- 
ción de este artículo, no existe límite en lo que respecta a la 
constitución de bancos de inversión. Por lo tanto, cualquier 
proyecto de banca de inversión que contemple los requisitos 
legales establecidos, va a tener como única limitante las dis- 
posiciones contenidas en esta norma. Por consiguiente, la 
prioridad no sería necesaria y el Poder Ejecutivo solamente 
autorizará en función del cumplimiento de tas normas que la 
ley establece y no por criterios de prioridad, porque han sido 
eliminados los requisitos cuantitativos determinados por el 
artículo 10 de la Ley N* 15.322. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo aditivo propuesto. 


(Se vota:) 


-11 en 26. Negativa. 
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SEÑOR VIERA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR VIERA. - Entiendo porqué la mayoría no votó 
este aditivo -que voté afirmativamente señor Presidente- por- 
que su filosofía es contraria a la del proyecto en general. 
“Thal is the question”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda sancionado el proyecto 
de ley y se comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado). 


13) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 20 y 03 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores 
senadores Abreu, Arana, Araújo, Belvisi, Blanco, Cadenas 
Boix, Cassina, Cid, Cigliuti, De la Sierra, de Posadas Mon» 
tero, González Modernell, Trurtia, Jude, Korzeniak, Mi- 
llor, Pérez, Raffo, Ricaldoni, Santoro, Silveira Zavala, Sin- 
glet, Urioste, Viera y Zumarán), 
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